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editorial

Si como suscriptor tiene interés en que tratemos algún tema,

escríbanos a economist@difusionjuridica.es

Vacatio legis 

El pasado 25 de Julio el BOE publicó la nueva de Ley de Patentes, que en 
este número de Economist&Jurist analiza  con acierto y precisión el reconocido 
jurista Don Joaquín López –Bravo. 

Esta nueva y trascendente norma incorpora una “vacatio legis” de casi dos 
años, ya que no entrará en vigor hasta el 1 de abril de 2017. En principio la 
“vacatio legis”, principalmente, justifica su razón de ser, en dar publicidad a la 
nueva norma y permitir, en su caso, que haya tiempo suficiente para emitir nor-
mativa accesoria. Estos nobles y necesarios objetivos no parece, sin embargo, 
que justifiquen siempre los extensos plazos de la “vacatio legis”. No olvidemos, 
que en ocasiones, la “vacatio legis”, es incomoda, puede generar inseguridad 
jurídica al provocar que coexistan la nueva ley suspendida temporalmente con 
la antigua. Seguro que haciendo un esfuerzo no imposible, el legislador puede 
conseguir que los extensos plazos no sean una excepción frecuente a la regla 
general de los 20 días del artículo 2 de nuestro Código Civil.    

direccioncontenidos@difusionjuridica.es
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14       En portada
	 La nueva Ley de patentes

En el Boletín Oficial del Estado de 25 de julio de 2015, se 
publica la nueva Ley de patentes (Ley 24/2015) que viene a 
introducir cambios importantes en el sistema español de pro-
tección de patentes.

La Ley actual (Ley 11/1986) seguirá vigente hasta el 1 de abril 
de 2017. Quizá una vacatio legis de casi dos años sea excesi-
vo, pero al menos dará tiempo para preparar un Reglamento 
que se ajuste a lo dispuesto por la ley y actualice el día a día 
de la tramitación y protección de patentes y a que la Oficina 
Española de Patentes y Marcas adecúe sus estructuras a las 
novedades que introduce la ley.
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nuevos perjudicados y nuevos 
conceptos resarcitorios
Ley 35/2015, de 22 de septiembre, de reforma del sistema 
para la valoración de los daños y perjuicios causados a las 
personas en accidentes de circulación. (BOE núm. 228, de 
23 de septiembre de 2015)

Uno de los aspectos más importantes de la reforma es, 
sin lugar a dudas, el tratamiento de los daños patrimo-
niales, como tercer eje del sistema totalmente separado 
de los daños extrapatrimoniales. Este tratamiento clarifica 
y regula con detalle las partidas resarcitorias en con-
cepto de gastos y racionaliza el método de cálculo del 
lucro cesante.

En los supuestos de muerte se distingue entre un 
«perjuicio patrimonial básico», referido a gastos gene-
rales, que serán aquellos «gastos razonables que cause el 
fallecimiento, como el desplazamiento, la manutención, 
el alojamiento y otros análogos», con una cantidad mí-
nima de 400 euros, y unos gastos específicos, que 
incluyen los de traslado del fallecido, repatriación, entie-
rro y funeral.

En los supuestos de secuelas se establece que son 
resarcibles los gastos previsibles de asistencia sanita-
ria futura, que se abonan directamente a los servicios pú-
blicos de salud. Finalmente, en relación con las lesiones 
temporales, se distingue entre «gastos de asistencia 
sanitaria» y otros «gastos diversos resarcibles», que 
se refieren a todos aquellos gastos necesarios y razonables 
que genere la lesión en el desarrollo de las actividades 
esenciales de la vida ordinaria del lesionado y entre los 
que se destacan, a título de ejemplo, «el incremento de 
los costes de movilidad del lesionado, los desplazamientos 
de familiares para atenderle cuando su condición médica 
o situación personal lo requiera y, en general, los gastos 
necesarios para que queden atendidos el lesionado o los 
familiares menores o especialmente vulnerables de los 
que se ocupaba».

Respecto al lucro cesante, se supera el sistema actual 
del factor de corrección por perjuicios económicos, que 
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compensa sistemáticamente unos pretendidos perjuicios 
económicos, se hayan producido o no y, en caso de que 
se hayan producido, utiliza el criterio de aplicar un cierto 
porcentaje sobre el perjuicio personal básico.

El multiplicando está constituido por los ingresos 
netos de la víctima fallecida. En defecto de ingresos, 
se valora el trabajo no remunerado de la dedicación (ex-
clusiva, y en ocasiones incluso parcial) a las tareas del 
hogar y la pérdida de la capacidad de trabajo de aque-
llas personas, como menores o estudiantes, que todavía 
no han accedido al mercado laboral; en estos casos, se 
establecen reglas para determinar qué multiplicando co-
rrespondería y poder resarcir así el valor de las pérdidas 
correspondientes.

En el ámbito de los perjuicios extrapatrimoniales, 
tal vez la mayor novedad se encuentra en la reestructura-
ción del perjuicio personal básico en las indemnizaciones 
por causa de muerte y de su relación con los perjuicios 
particulares, que ahora se amplían.

Así, a diferencia del sistema actual, que configura los 
perjudicados en grupos excluyentes, la reforma confi-
gura los perjudicados en cinco categorías autónomas 
y considera que sufren siempre un perjuicio resarcible y 
de la misma cuantía con independencia de que concurran 
o no con otras categorías de perjudicados. Además, la con-
dición de perjudicado tabular se completa con la noción 
de perjudicado funcional o por analogía, que incluye 
a aquellas personas que de hecho y de forma continuada, 
ejercen las funciones que por incumplimiento o inexistencia 
no ejerce la persona perteneciente a una categoría concreta 
o que asumen su posición.

La presente Ley entrará en vigor el 1 de enero de 
2016.

AL DÍA CIVIL
Jurisprudencia

Pensión de alimentos 
El desempleo permite la reducción 
de la pensión de alimentos
Tribunal Supremo 15/07/2015

Se estima parcialmente el recurso de casación inter-
puesto contra sentencia de la Audiencia Provincial de 
Madrid (Sección 24ª), sobre solicitud de modificación de 
medidas.

La Sala declara que no sólo puede hacerse mención a 
un mínimo vital de los alimentistas sino también al del ali-
mentante absolutamente insolvente, que no puede aten-
der a sus propias necesidades.

En la sentencia de 12 de febrero de 2015 se decía que 
se ha de predicar un tratamiento diferente “según sean los 
hijos menores de edad, o no, pues al ser menores más que 
una obligación propiamente alimenticia lo que existen son 
deberes insoslayables inherentes a la filiación, que resultan 
incondicionales de inicio con independencia de la mayor o 
menor dificultad que se tenga para darle cumplimiento o del 
grado de reprochabilidad en su falta de atención”.

Se añadía que: “ante una situación de dificultad 
económica habrá de examinarse el caso concreto 
y revisar la Sala si se ha conculcado el juicio de 

NOTA IMPORTANTE

Se restablece el recurso previo de inconstitucionalidad para los Proyectos 
de Estatutos de Autonomía y sus reformas, suspendiendo su tramitación. Más 
información en www.economistjurist.es
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¡ATENCIÓN!

El 1 de octubre entra en vigor la LO 7/2015, de 21 de julio, por la que se modifica 
la LOPJ, excepto varias modificaciones de la LJCA que lo harán en julio de 2016. 
Más información en Al día Procesal págs. 10 y 12

proporcionalidad del artículo 146 del CC ( STS 16 
de diciembre de 2014, Rc. 2419/2013 )... lo normal será 
fijar siempre en supuestos de esta naturaleza un mínimo que 
contribuya a cubrir los gastos repercutibles más imprescindi-
bles para la atención y cuidado del menor, y admitir sólo con 
carácter muy excepcional, con criterio restrictivo y temporal, 
la suspensión de la obligación, pues ante la más mínima 
presunción de ingresos, cualquiera que sea su origen y cir-
cunstancias, se habría de acudir a la solución que se predica 
como normal, aún a costa de una gran sacrificio del proge-
nitor alimentante”.

Como afirma esta última sentencia no sólo puede ha-
cerse mención a un mínimo vital de los alimentis-
tas sino también al del alimentante absolutamente 
insolvente que no puede atender a sus propias ne-
cesidades.

Puede leer el texto completo de la sentencia en www.
ksp.es Marginal 69345966

Actos propios
No cabe la revisión de rentas sin 
explicación alguna, basándose en la 
doctrina de los actos propios
Tribunal Supremo 15/07/2015

Se denuncia la vulneración de la doctrina jurispru-
dencial sobre los actos propios. La sentencia de esta Sala 
núm. 788/2010, de 7 diciembre que cita la parte recu-
rrente en apoyo de su tesis, afirma que «la doctrina de 
los actos propios tiene su último fundamento en la 
protección de la confianza y en el principio de la 
buena fe, que impone un deber de coherencia y li-
mita la libertad de actuación cuando se han creado 
expectativas razonables. Sin embargo (SSTS de 5 de 
octubre de 1984, 5 de octubre de 1987 , 10 de junio de 
1994 , 14 de octubre de 2005 ,28 de octubre de 2005 , 
29 de noviembre de 2005, RC n.º 671/1999), el princi-
pio de que nadie puede ir contra sus propios actos 
solo tiene aplicación cuando lo realizado se oponga 
a los actos que previamente hubieren creado una 

situación o relación de derecho que no podía ser 
alterada unilateralmente por quien se hallaba obli-
gado a respetarla. 

Por consiguiente no actúa de buena fe quien pre-
tende fraccionar una reclamación del modo como 
lo ha hecho la parte demandada, exigiendo únicamen-
te el pago de prestaciones periódicas más actuales para 
posteriormente, una vez pagadas éstas, hacer una nueva 
reclamación respecto de las correspondientes a períodos 
anteriores, sin explicación alguna razonable sobre este 
modo de proceder.

Puede leer el texto completo de la sentencia en www.
ksp.es Marginal 69345962 

AL DÍA FISCAL
Legislación

Se publicará en el BOE un extracto 
de las sentencias condenatorias por 
fraude fiscal, excepto si se abona 
la deuda antes de la firmeza de la 
sentencia
Ley Orgánica 10/2015, de 10 de septiembre, por la que se 
regula el acceso y publicidad de determinada información 
contenida en las sentencias dictadas en materia de fraude 
fiscal. (BOE núm. 218, de 11 de septiembre de 2015)

La Ley consta de un solo artículo modificativo 
de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Po-
der Judicial, una disposición transitoria única y 
tres disposiciones finales. En el artículo único se 
introduce en esta Ley Orgánica un nuevo artícu-
lo 235 ter en la Ley Orgánica del Poder Judicial, 
cuyo primer apartado reconoce el carácter público del 
acceso al fallo de las sentencias condenatorias firmes en 
materias especialmente relevantes para el control fiscal: 
delitos contra la Hacienda Pública, delitos de insolvencia 
punible, cuando el acreedor sea el erario público o, final-
mente, los delitos de contrabando, permitiendo en estos 
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supuestos el acceso público a determinados datos perso-
nales del condenado o del responsable civil.

Para lograr un tratamiento uniforme de las situaciones 
previstas en la normativa tributaria y conforme a las re-
comendaciones efectuadas por el Consejo General del 
Poder Judicial en el mismo informe, se introduce además 
una excepción a la publicidad del acceso, en los casos en 
que se haya satisfecho con anterioridad a la firmeza de 
la sentencia la totalidad de la cuantía correspondiente 
al perjuicio causado a la Hacienda Pública por todos los 
conceptos.

La presente Ley Orgánica entrará en vigor a los 
dos meses de su publicación en el «Boletín Oficial 
del Estado»

Se añade un nuevo título en la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal sobre 
especialidades en los delitos contra 
la Hacienda Pública
Ley 34/2015, de 21 de septiembre, de modificación parcial 
de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. 
(BOE núm. 227, de 22 de septiembre de 2015)

La modificación del bloque normativo regulador de las 
reclamaciones económico-administrativas persigue dos 
objetivos básicos: La agilización de la actuación de los 
Tribunales y la reducción de la litigiosidad.

Se suprime la regla especial de cómputo de plazo para 
recurrir en caso de silencio, de acuerdo con la reciente 
jurisprudencia del Tribunal Supremo y doctrina del Tribu-
nal Económico Administrativo Central. Para salvaguardar 
el legítimo derecho de defensa de los obligados tributa-
rios, si posteriormente a la interposición de la reclamación 
económico-administrativa se dicta resolución expresa, se 
notificará concediendo plazo de alegaciones ante los Tri-
bunales Económico-Administrativos, teniéndola por im-
pugnada, sin perjuicio de que la satisfacción extraprocesal 
ha de ser declarada por el órgano económico-administrati-
vo que estuviera conociendo.

Se incorpora la referencia al expediente electrónico, la 
obligatoriedad de la interposición electrónica en caso de 
que el acto impugnando fuera de notificación obligatoria 
por esta vía y se aboga por la utilización de manera exten-
siva de tales medios electrónicos.

Se crea un nuevo recurso, el de ejecución, lla-
mado hasta ahora incidente de ejecución, contra actos 
dictados como consecuencia de una resolución es-

timatoria del Tribunal, clarificando el ámbito de 
aplicación objetivo, simplificando el procedimiento y 
estableciendo el carácter urgente en su tramitación.

Se reduce a seis meses el plazo de resolución del 
recurso extraordinario de revisión.

Por último, se sustituye el procedimiento ante los 
órganos unipersonales por el procedimiento abre-
viado para las reclamaciones de menor cuantía en 
el que el tribunal podrá actuar de forma uniperso-
nal.

Se modifica la disposición adicional décima, 
relativa a la exacción de responsabilidad civil por 
delitos contra la Hacienda Pública, con el único 
propósito de adaptar la normativa tributaria a las 
últimas modificaciones del Código Penal, que han 
ampliado las competencias de la Administración Tributa-
ria a la exacción de las penas de multa.

Conforme a la normativa vigente, la iniciación de los 
procedimientos amistosos a los que hace referencia la dis-
posición adicional primera del texto refundido de la Ley 
del Impuesto sobre la Renta de No Residentes, aprobado 
por Real Decreto Legislativo 5/2004, de 5 de marzo, es 
compatible con la tramitación de un recurso adminis-
trativo o contencioso-administrativo planteado sobre las 
mismas cuestiones sobre las que versa el procedimiento 
amistoso.

Ante la necesidad de evitar que se simultanee este me-
canismo con una instancia estrictamente revisora, y 
sin afectar al principio de tutela judicial efectiva, se 
establece la suspensión de los procedimientos reviso-
res, tanto en vía administrativa como judicial, que se 
hayan podido iniciar, hasta que se sustancie el proce-
dimiento amistoso, por lo que se incluye una nueva dis-
posición adicional en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria, y otra en la Ley 29/1998, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Como complemento a la regulación contenida en el nue-
vo título VI y en consonancia con la reforma del Código Pe-
nal que permite continuar el procedimiento administrativo 
de cobro de la deuda tributaria pese a la pendencia del pro-
ceso penal, se establece en la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal que la mera presentación ante el juez penal 
de una solicitud de suspensión de la ejecutividad de 
la liquidación no producirá efectos salvo acuerdo ju-
dicial expreso con formalización de garantías.
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En consecuencia, los órganos de recaudación podrán 
continuar con el procedimiento de apremio hasta la fecha 
del auto por el que se acuerde la suspensión. No obstan-
te, una vez constituida la garantía, la suspensión surtirá 
efectos desde que se solicitó, regulando la Ley los efectos 
concretos del auto de concesión sobre los embargos reali-
zados con anterioridad al mismo.

Se modifica la Ley 29/1998, de 13 de julio, re-
guladora de la Jurisdicción Contencioso-adminis-
trativa, aclarándose en dicha Ley que, conforme a 
la actual regulación de dicho delito en el Código 
Penal, está excluido del orden contencioso-administrati-
vo el conocimiento de las pretensiones que los obligados 
tributarios pudiesen plantear al socaire de la actuación 
administrativa.

La disposición final sexta recoge una serie de modifi-
caciones de la normativa reguladora del Impuesto sobre 
Sociedades, entre las que cabe destacar la modificación 
de aquellos apartados que establecen unos plazos especí-
ficos de comprobación de créditos fiscales, ya sean bases 
imponibles negativas, deducciones por doble imposición 
o incentivos fiscales, con el objeto de adecuar su redac-
ción a la contenida en la Ley General Tributaria, evitando 
dudas interpretativas en relación con la realización de las 
actuaciones de comprobación a desarrollar por los órga-
nos de la Administración Tributaria.

AL DÍA LABORAL
Legislación

Se regula un nuevo modelo de 
formación profesional para el 
empleo con un novedoso régimen de 
infracciones y sanciones
Ley 30/2015, de 9 de septiembre, por la que se regula el Sis-
tema de Formación Profesional para el empleo en el ámbito 
laboral. (BOE núm. 217, de 10 de septiembre de 2015)

Se recoge la posibilidad de que las administraciones 
públicas, en sus respectivos ámbitos competenciales, 
puedan articular un «cheque formación» para trabaja-
dores desempleados con el objeto de proporcionar-
les la formación que necesitan. Se trata de una he-
rramienta novedosa que permitirá la libertad de elección 
entre las entidades adheridas a los dispositivos específicos 
que se desarrollen para su seguimiento.

El capítulo III recoge un nuevo enfoque de las inicia-
tivas de formación profesional para el empleo, situando a 

las propias empresas y a los trabajadores en el centro del 
sistema. Esta ley plantea un nuevo papel de la for-
mación que programa la empresa para sus propios 
trabajadores, llamada a ser la herramienta principal para 
ofrecer una respuesta inmediata a las necesidades cam-
biantes de los sectores y reforzar su capacidad de innova-
ción, al tiempo que se satisfacen las necesidades de adap-
tación, cualificación y empleabilidad de los trabajadores. 
En el nuevo modelo todas las empresas participarán en 
alguna medida con sus propios recursos en la financiación 
de la formación de sus trabajadores.

El capítulo IV recoge las nuevas previsiones relaciona-
das con el control de la formación y el régimen sanciona-
dor, con el objetivo de garantizar el principio de tolerancia 
cero contra el fraude en la gestión de los fondos de forma-
ción profesional para el empleo. Ello exige la modificación 
del texto refundido de la Ley sobre Infracciones y San-
ciones en el Orden Social, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, en distintos aspectos 
para evitar y corregir con éxito situaciones de mala praxis, 
lo que se lleva a cabo en la disposición final tercera.

Se realizarán auditorías de calidad de las entidades que 
impartan la formación y sus resultados se harán públicos, 
de forma que empresas, trabajadores y Administraciones 
dispongan de toda la información posible en un sistema 
más transparente.

Mediante la disposición final quinta se modifica la Ley 
20/2007, de 11 de julio, del Estatuto del trabajo autóno-
mo, para incorporar a las organizaciones empresariales en-
tre aquellas con capacidad jurídica para actuar en repre-
sentación de los trabajadores autónomos y para clarificar 
determinados extremos relativos a la representatividad de 
las organizaciones de autónomos.

La tarifa plana para autónomos será 
una cantidad fija y estable, no un 
porcentaje
Ley 31/2015, de 9 de septiembre, por la que se modifica y 
actualiza la normativa en materia de autoempleo y se adop-
tan medidas de fomento y promoción del trabajo autónomo y 
de la Economía Social. (BOE núm. 217, de 10 de septiem-
bre de 2015)

En el ámbito específico del trabajo autónomo, se 
introducen nuevos incentivos y bonificaciones en 
la cotización al Régimen Especial de la Seguridad 
Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o Au-
tónomos y se mejoran algunos de los ya existentes, 
al tiempo que se unifica en un único texto los incentivos 
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¡ATENCIÓN!

Se aprueba un nuevo Baremo de valoración de daños causados en accidentes 
de circulación con nuevos perjudicados y nuevos conceptos resarcitorios que 
entrará en vigor el 1 de enero de 2016. Más información en Al día Administrativo 
págs. 4 y 5

al autoempleo para dotar de transparencia y mayor seguri-
dad jurídica al marco regulatorio vigente. 

Asimismo, en el campo de los trabajadores autó-
nomos económicamente dependientes, se estable-
ce la posibilidad de que, ante determinadas cir-
cunstancias que afectan a su actividad profesional 
y que, en ocasiones, les impide desarrollarla plena-
mente, puedan contratar un trabajador por cuenta ajena 
en las situaciones tasadas en la presente norma.

También se incorporan nuevas actuaciones como la 
creación de un nuevo incentivo para facilitar el tránsito 
de los trabajadores desde el empleo protegido a la empre-
sa ordinaria así como otras medidas destinadas a fomentar 
el impulso y mantenimiento del autoempleo en su ver-
tiente colectiva, como la ampliación de las posibilidades 
de capitalización de la prestación por desempleo para la 
participación en sociedades cooperativas o las ayudas a la 
contratación para la sustitución de socios de dicho tipo 
de sociedades.

Es destacable la mayor claridad respecto a la 
cuota a ingresar por el trabajador autónomo en 
aquellos supuestos en los que durante el inicio de 
su actividad, se acoja a la denominada «Tarifa Plana 
para autónomos», al fijarse no como un porcentaje, sino 
como una cantidad fija y estable, que permita al profesio-
nal conocer en todo momento, y con seguridad y certeza, 
la cuantía a satisfacer, sin hacerla depender de las posi-
bles modificaciones en las bases y los tipos de cotización 
durante el disfrute de esta medida. Además, se prevé la 
posibilidad de actualización de esta cifra a través de las 
sucesivas leyes de Presupuestos Generales del Estado, 
con el objeto de poder adecuarla a las circunstancias de 
cada momento.

Jurisprudencia

Modificación condiciones de trabajo
Es nula la modificación horaria no 
negociada previamente y que cambie 
sustancialmente las condiciones
Audiencia Nacional 24/07/2015

La Sala estima la demanda y declara que una modifi-
cación horaria como la producida no puede por menos de 
calificarse de sustancial.

La decisión de la empresa, no negociada previamente 
con los representantes de los trabajadores, constituye una 
modificación sustancial de las condiciones de trabajo que 
ha de ser declarada nula, por haberse omitido tal nego-
ciación.

La empresa notifica a los trabajadores la decisión unila-
teral de modificar el horario que venían disfrutando.

La modificación de una condición de trabajo vi-
gente, individual o colectiva, con independencia de 
cuál sea su fuente, no puede ser introducida uni-
lateralmente por la empresa fuera del artículo 41 
salvo en los tres supuestos antes señalados:

a) Cuando no pueda considerarse sustancial y 
quede dentro del poder de dirección del empresario;

b) Cuando sea estrictamente precisa para dar cumpli-
miento a una obligación impuesta por una norma de rango 
superior a aquélla que originaba la condición modificada;

c) Cuando se trate de poner fin a una situación de 
tolerancia o falta de control.

Puede leer el texto completo de la sentencia en www.
ksp.es Marginal 69346916
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NOTA IMPORTANTE

Se publicará en el BOE un extracto de las sentencias condenatorias por fraude 
fiscal, excepto si se abona la deuda antes de la firmeza de la sentencia. Más 
información en Al día Fiscal págs. 7 y 8

AL DÍA MERCANTIL
Legislación

Se aprueba el modelo de escritura 
pública con campos codificados para 
la constitución de las sociedades de 
responsabilidad limitada
Orden JUS/1840/2015, de 9 de septiembre, por la que se 
aprueba el modelo de escritura pública en formato estan-
darizado y campos codificados de las sociedades de respon-
sabilidad limitada, así como la relación de actividades que 
pueden formar parte del objeto social. (BOE núm. 219, de 
12 de septiembre de 2015)

Constituye el objeto de esta Orden la aprobación del 
modelo de escritura pública en formato estandarizado y 
con campos codificados previstos en los artículos 15 y 16 
de la Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de apoyo a los 
emprendedores y su internacionalización. Al efecto, y si-
guiendo el modelo que para los estatutos-tipo ha estable-
cido el Real Decreto, se ha optado por un modelo de gran 
sencillez sin perjuicio de la aprobación futura de otro u 
otros modelos que incorporen mayor complejidad. 

Asimismo, es también objeto de esta Orden la aproba-
ción de la relación de actividades que pueden integrarse 
en el objeto social de los estatutos, de conformidad con 
la previsión del apartado segundo de la disposición final 
décima de la misma ley.

AL DÍA PROCESAL
Legislación

El 1 de octubre entran en vigor 
varias modificaciones de la LOPJ, 
como que los Secretarios Judiciales 
se llamarán Letrados de la 
Administración de Justicia
Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio, por la que se modifica 
la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial. 
(BOE núm. 174, de 22 de julio de 2015)

En primer lugar, se introducen medidas como el 
encaje definitivo de la Jurisdicción Militar en el 
Poder Judicial y la eliminación del privilegio de 
presentación de ternas de que goza el Ministerio 
de Defensa para la designación de los Magistrados 
de la Sala de lo Militar del Tribunal Supremo pro-
cedentes del Cuerpo Jurídico Militar.

Se incluye, también, una previsión respecto de las sen-
tencias del Tribunal Europeo de Derechos Humanos que 
declaren la vulneración de alguno de los derechos recono-
cidos en el Convenio Europeo para la protección de los 
Derechos Humanos y Libertades Fundamentales y en sus 
Protocolos, estableciéndose que serán motivo suficiente 
para la interposición del recurso de revisión exclusiva-
mente de la sentencia firme recaída en el proceso «a quo».

También con el objetivo de intensificar la pro-
tección de los derechos, se aborda un tema, como 
es la protección de datos en el ámbito de los Tribu-
nales, que carecía hasta hoy de una regulación completa 
y actualizada. El modelo distingue con claridad entre fi-
cheros jurisdiccionales y los no jurisdiccionales.

También se elimina la responsabilidad civil directa de 
los Jueces y Magistrados, escasísimamente utilizada en 
la práctica. Esa exención de responsabilidad no excluye 
lógicamente, que la Administración pueda repetir, en vía 
administrativa, contra el Juez o Magistrado si éste ha in-
currido en dolo o culpa grave.

Asimismo, se regula la prolongación de la permanen-
cia en el servicio activo para los miembros de la Carrera 
judicial, en consonancia con la supresión de la figura del 
Magistrado emérito.

También se introducen modificaciones en el libro V. 
El Cuerpo de Secretarios Judiciales pasa a de-
nominarse Cuerpo de Letrados de la Adminis-
tración de Justicia. Con ello se da respuesta a una 
demanda histórica del mismo, que considera que la de-
nominación de secretarios judiciales conduce a equívo-
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¡ATENCIÓN!

La mera presentación ante el juez penal de una solicitud de suspensión de la eje-
cutividad de la liquidación no producirá efectos salvo acuerdo judicial expreso 
con formalización de garantías. Más información en Al día Fiscal págs. 6 y 7

cos sobre la función realmente desempeñada.

En cuanto al libro VII, se incluye a los Graduados 
Sociales como profesionales que, al prestar la represen-
tación técnica en el ámbito social, pueden actuar como 
colaboradores de la Administración de Justicia.

Entre las disposiciones finales, destacan la disposición 
final cuarta, que modifica la Ley 1/2000, de 7 de ene-
ro, de Enjuiciamiento Civil para adaptarla a las nuevas 
disposiciones de la Ley Orgánica del Poder Judicial en 
relación con la información sobre el estado de las actua-
ciones judiciales, la publicidad de las sentencias y la eje-
cución de sentencias del Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos, y la disposición final tercera, que modifica la 
Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-administrativa, en lo relativo al recurso de 
casación en este orden jurisdiccional.

A partir del 15 de octubre de 2015 la 
inscripción en el Registro Civil de 
los nacimientos y defunciones se 
realizará directamente desde los 
centros sanitarios
Ley 19/2015, de 13 de julio, de medidas de reforma admi-
nistrativa en el ámbito de la Administración de Justicia y del 
Registro Civil. (BOE núm. 167, de 14 de julio de 2015)

Esta Ley regula en su primera parte la subasta electró-
nica de bienes muebles, de bienes inmuebles y de bienes 
inmuebles en los casos en los que estos hubieran sido hi-
potecados, con las especialidades propias de la ejecución 
hipotecaria con un objetivo preciso: el aumento de la con-
currencia y, por tanto, de las posibilidades de venta y de 
que ésta se realice por mejor precio. 

La segunda parte de la Ley tiene por objeto la mo-
dificación de la Ley 20/2011, de 21 de julio, del Registro 
Civil. Con esta modificación legal se pretende que, a par-
tir de la entrada en vigor de la citada Ley, la inscripción 
de los recién nacidos se realice directamente desde 
los centros sanitarios, a modo de «ventanilla única» 

donde los padres, asistidos por los facultativos que 
hubieran asistido al parto, firmarán el formulario ofi-
cial de declaración al que se incorporará el parte fa-
cultativo acreditativo del nacimiento, que se remitirá 
telemáticamente desde el centro sanitario al Registro 
Civil, amparado con el certificado reconocido de fir-
ma electrónica del facultativo. No será necesario, por 
tanto, acudir personalmente a la Oficina de Registro Civil 
para realizar la inscripción del nacido. Ello conlleva la modi-
ficación del Código Civil, así como de la Ley 14/2006, de 26 
de mayo, sobre técnicas de reproducción humana asistida.

La Ley se estructura en dos artículos. En el primero se 
acomete la reforma de aquellos artículos de la Ley de En-
juiciamiento Civil referidos a las subastas ejecutivas y en el 
segundo, la reforma de los artículos correspondientes a la 
Ley del Registro Civil.

Se rectifica el régimen de 
consentimiento de las menores 
para la interrupción voluntaria del 
embarazo
Ley Orgánica 11/2015, de 21 de septiembre, para reforzar la 
protección de las menores y mujeres con capacidad modifica-
da judicialmente en la interrupción voluntaria del embarazo. 
(BOE núm. 227, de 22 de septiembre de 2015)

Esta Ley Orgánica suprime la posibilidad de que las me-
nores de edad puedan prestar el consentimiento por sí solas, 
sin informar siquiera a sus progenitores. De este modo, para 
la interrupción voluntaria del embarazo de las meno-
res de edad será preciso, además de la manifestación 
de su voluntad, el consentimiento expreso de los titu-
lares de la patria potestad.

Además, se hace una remisión al Código Civil, a fin de 
solucionar cualquier tipo de conflicto que surja al prestar el 
consentimiento por los representantes legales o cuando la 
decisión de estos pueda poner en peligro el interés superior 
del menor.
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SUBVENCIONES
Estatales

SE CONCEDEN SUBVENCIONES AL 
VEHÍCULO EFICIENTE PIVE-7
Real Decreto 124/2015, de 27 de febrero, por el que se regula 
la concesión directa de subvenciones del “Programa de Incenti-
vos al Vehículo Eficiente (PIVE-7)”. (BOE núm. 51, de 28 de 
febrero de 2015)

Final de la convocatoria: 2 de abril de 2016

SE CONCEDEN SUBVENCIONES AL 
VEHÍCULO EFICIENTE PIVE-8
Real Decreto 380/2015, de 14 de mayo, por el que se regula la 
concesión directa de subvenciones del “Programa de Incenti-
vos al Vehículo Eficiente (Pive-8)”. (BOE núm. 116, de 15 de 
mayo de 2015)

Final de la convocatoria: 31 de diciembre de 2015

Autonómicas

SE CONVOCAN AYUDAS PARA AUTÓNOMOS 
CON HASTA 5.000 EUROS POR CADA 
CONTRATO A DESEMPLEADOS
ORDEN 32348/2014, de 29 de diciembre, por la que se decla-
ra el importe de los créditos presupuestarios disponibles para la 
concesión directa, durante el año 2015, mediante tramitación 
anticipada, del programa de ayudas a trabajadores que se cons-
tituyan por cuenta propia o contraten a trabajadores desem-
pleados y se establece el plazo de presentación de solicitudes y el 
período subvencionable. (Boletín Oficial de la Comunidad de 
Madrid de 5 de febrero de 2015)

Final de la convocatoria: 31 de octubre de 2015



14   Economist & Jurist   

en portada

La Nueva Ley de Patentes

Joaquín López-Bravo. Abogado. Director de desarrollo de 
negocio de Herrero & Asociados

En el Boletín Oficial del Estado de 25 de julio de 2015, se publica la nueva Ley de patentes (Ley 
24/2015) que viene a introducir cambios importantes en el sistema español de protección de patentes.

La Ley actual (Ley 11/1986) seguirá vigente hasta el 1 de abril de 2017. Quizá una vacatio legis de 
casi dos años sea excesivo, pero al menos dará tiempo para preparar un Reglamento que se ajuste a lo 
dispuesto por la ley, actualice el día a día de la tramitación y protección de patentes, y a que la Oficina 
Española de Patentes y Marcas adecúe sus estructuras a las novedades que introduce la ley.

SUMARIO

1.	 Introducción											         
2.	 Cuatro cambios de gran importancia
3.	 Cambios relevantes											         

	 a) Materiales											         
	 b) De procedimiento										        
	 c) Efectos, defensa de las patentes. Jurisdicción y normas procesales					   
	 d) La patente como objeto de propiedad. Licencias							     
	 e) Nulidad, revocación y caducidad									       
	 f) Patentes secretas, conciliación, tratados internacionales representación y tasas				  
	 g) Disposiciones adicionales y transitorias

INTRODUCCIÓN

Los cambios que se introducen 
en el sistema de patentes español 
son de mucho calado, si bien es 
cierto que una parte de ellos se han 
ido incluyendo en la Ley 11/1986 a 
través de diferentes normas que han 

supuesto un parcheado de esa Ley. 
Los treinta años de vigencia de la Ley 
11/1986 han visto cambios básicos en 
la protección de las invenciones en 
todo el mundo. La economía global 
ha forzado la aparición y adopción de 
tratados internacionales (en el caso 
de España especialmente el tratado 

PCT y la Patente Europea) que sim-
plifiquen los primeros estadios de la 
solicitud de protección, o al menos los 
armonice. Muchos cambios se han ido 
implementando en la ley actualmente 
vigente con mayor o menor fortuna, 
con lo que la norma se ha convertido 
en compleja y a veces difícil de enten-
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der. Hacía falta, por tanto, esta nueva 
Ley de Patentes.

CUATRO CAMBIOS SUSTANTIVOS

Entre las modificaciones intro-
ducidas por la nueva ley, es sin duda 
la más importante la desaparición 
del procedimiento de concesión 
sin examen previo, un procedimien-
to muy discutido por la doctrina y la 
industria para obtener títulos que 
muchas veces no resistían el examen 
a que eran sometidos en los litigios re-
lativos a patentes. La nueva ley im-
pone, en su artículo 39, el examen 
previo de novedad y actividad in-
ventiva para todas las patentes, lo 
que dará como resultado títulos 
de concesión mucho más robus-
tos.

La otra gran reforma introduci-
da por la Ley afecta al Modelo de 
Utilidad. Esta modalidad de protec-
ción se aplica en España a pequeñas 
invenciones, con requisitos para su 
protección muy escasos. A lo largo 
del Título XIII de la Ley se desarrolla 
esta figura, cuyas notas características 
más relevantes serán las que citamos 
a continuación.

Cuando entre en vigor la nueva 
Ley será necesaria la misma novedad 
(mundial) que para las patentes. Se 
amplían, además, las materias so-

bre las que se podrán obtener pro-
tección bajo este título, descartan-
do tan sólo, además de las materias 
no patentables en general, las inven-

ciones de procedimiento, las que 
recaigan sobre materia biológica 
y las sustancias y composiciones 
farmacéuticas. Se mantiene la exi-

“La nueva ley impone el examen previo de 
novedad y actividad inventiva para todas las 
patentes, lo que dará como resultado títulos 
de concesión mucho más robustos”

LEGISLACIÓN

www.ksp.es

•	 Ley 24/2015, de 24 de julio, de Patentes. (Legislación General. Mar-
ginal: 6927225). Asts.; 5, 6, 7, 23, 24, 36,39, 40, 49, 61, 68, 71, 
74, 87, 84, 96, 97, 102, 103, 104, 108, 109, 118, 119, 120, 
132, 133, 135, 136, 176, 179, 181, 183, 185 y 186

•	 Ley 11/1986, de 20 de marzo, de Patentes. (Normas básicas. Mar-
ginal: 226)

•	 Ley Orgánica 4/2007, de 12 de abril, por la que se modifica la Ley 
Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades. (Legisla-
ción General. Marginal: 64250). Art. 80.1

•	 Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Ad-
ministraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 
(Normas básicas. Marginal: 185)

•	 Ley 17/2001 de Marcas (Normas básicas. Marginal: 10803)
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“Se permite patentar sustancias o 
composiciones ya conocidas, para su 
uso como medicamento, o para nuevas 
aplicaciones terapéuticas distintos de los 
usos conocidos”

jurisprudencia

www.ksp.es

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 29 de abril de 2015, núm. 
223/2015, Nº Rec. 556/2013 (Marginal: 69341691) 

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 10 de abril de 2015, núm. 
181/2015, Nº Rec. 1775/2013 (Marginal: 69348176)

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 28 de octubre de 2014, 
núm. 586/2014, Nº Rec. 808/2013 (Marginal: 2469187)

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 30 de julio de 2013, núm. 
503/2013, Nº Rec. 676/2011 (Marginal: 2440828)

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 12 de junio de 2013, 
núm. 434/2013, Nº Rec. 1458/2013 (Marginal: 69348180)

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 19 de febrero de 2013, 
núm. 47/2013, Nº Rec. 2053/2010 (Marginal: 2429795)

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 25 de junio de 2013, 
núm. 439/2013, Nº Rec. 1778/2011 (Marginal: 2434391)

gencia de una actividad inventiva de 
menor entidad y se condiciona el 
ejercicio de acciones de defensa 
del derecho a la obtención de un in-
forme sobre el estado de la técni-
ca. Se mantienen para esta modalidad 
sin variación los procedimientos de 
oposición y recurso. Se añade como 
causa de nulidad la ampliación del 
objeto protegido al concederse la pro-
tección.

Otra gran reforma es que desapa-

recen los certificados de adición. 
Según se señala en la Exposición de 
Motivos de la ley, se trata de un título 
carente de justificación en el momen-
to actual que no está presente en la 
mayoría de los países de nuestro en-
torno y la materia protegible con esta 
modalidad queda incluida en el ámbi-
to de protección de los medios equiva-
lentes de la invención matriz.

Finalmente se introduce, en el ca-
pítulo III del título V de la Ley, un 

procedimiento de oposición post-
concesión en el caso de las Patentes 
de Invención, que podrá ser iniciado 
dentro de los seis meses siguientes a 
la concesión de la patente y se am-
plían parte los motivos de oposición. 
El solicitante podrá modificar su pa-
tente, hasta en dos momentos distin-
tos de la tramitación de la oposición. 
La resolución puede admitir en parte 
o en su totalidad la oposición y revo-
car en todo o en parte la concesión. A 
esta revocación se le aplicará lo previs-
to para la nulidad. Esta modificación 
afecta al sistema de recursos. También 
se modifica, en este mismo capítulo, el 
régimen de recursos administrativos, 
limitando la capacidad e interponerlos 
a quien se haya opuesto a la concesión 
o el propio titular según proceda.

CAMBIOS RELEVANTES

El resto de los cambios, que trata-
remos a continuación según aparecen 
en la ley con una sola excepción que 
comentaremos, siendo importantes no 
son sustantivos.

Materiales

Se introducen dos matizaciones 
importantes en materia de patentabili-
dad en el artículo 5 de la Ley. Los mé-
todos de tratamiento quirúrgico, tera-
péutico y de diagnóstico se excluyen 
en cualquier caso. Y se permite, en 
el artículo 6, patentar sustancias o 
composiciones ya conocidas, para 
su uso como medicamento o para 
nuevas aplicaciones terapéuticas 
distintas de los usos conocidos.

Casi cualquier divulgación afectará 
a la novedad incluso si la hace el so-
licitante (artículo 7) y aunque no im-
plique explotación o un ofrecimiento 
comercial del invento. De hecho tan 
sólo los abusos contra el derecho del 
solicitante y unas pocas exposiciones 
internacionales son consideradas di-
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“Se amplía el plazo para contestar a las 
demandas, para la reconvención y para la 
respuesta a la misma, a dos meses en lugar 
de los 20 días previstos como plazo general 
en la LEC”

vulgaciones inocuas. En pleno debate 
en Europa sobre los límites de la auto-
divulgación en la pérdida de novedad 
no parece una decisión acertada salvo 
que se quiera esperar a una actuación 
normativa de la UE.

Las invenciones laborales pasan a 
denominarse “Invenciones realizadas 
en el marco de una relación de empleo 
o de servicios”, (Título IV de la Ley) 
que surge en una relación de presta-
ción de servicios y no sólo las inven-
ciones realizadas por los empleados.

El mismo régimen, con algunas 
peculiaridades, se aplicará a los em-
pleados públicos de centros de inves-
tigación y universidades. Sin embargo, 
al tratar la posible contratación de un 
prestador de servicios por parte de una 
administración pública, la ley sólo in-
dica que se deberá determinar en el 
contrato a quién corresponde la titu-
laridad de las invenciones resultantes, 
sin que se establezca qué ocurre con 
la titularidad si se omite este deber en 
el contrato.

De procedimiento

El procedimiento de concesión 

también sufre modificaciones, que 
se desarrollan a lo largo del título V de 
la Ley. En el artículo 23 se establece 
la obligación de identificar el origen 
geográfico de la materia biológica, así 
como que se salvaguarde la participa-
ción justa y equitativa en los benefi-
cios derivados de la explotación de la 
misma. Este mismo artículo adelanta 
el pago de la tasa para realizar el In-
forme sobre el Estado de la Técnica 
(IET) al momento de la solicitud. En 
el artículo 24 desaparece la obliga-
ción expresa de aportar “una o varias 
reivindicaciones” contenida en la Ley 
11/1986 para obtener una fecha de 
presentación. Se exige, sin embargo, 
la información sobre la forma de con-
tactar con el solicitante. Se establece 

la posibilidad de la reivindicación 
de prioridad interna (artículo 30).

El IET irá acompañado de una 
opinión escrita, preliminar y no 
vinculante (artículo 36). Se inclu-
yen específicamente en el estado de 
la técnica las solicitudes de patentes 
europeas que designen a España y las 
solicitudes de patente internacionales 
PCT que hayan entrado en fase nacio-
nal en España (artículo 6). La publica-
ción de la solicitud, que se mantiene a 
los 18 meses desde la fecha de solici-
tud, y del IET abrirá el plazo para 
la presentación de observaciones de 
terceros y para que el solicitante 
solicite la realización del examen 
y haga constar sus propias observa-
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ciones a las de los terceros, al IET y 
a la opinión escrita (artículo 39), pu-
diendo modificar su solicitud (ar-
tículo 40).

La Ley regula en el capítulo IV de 
este título V, los Certificados com-
plementarios de protección de medi-
camentos y productos fitosanitarios 
(CCP), si bien se limita a la compro-
bación del cumplimiento de los requi-
sitos y la fijación de tasas. La OEPM 
no investigará oficio si la autorización 
de comercialización es la primera 
como medicamento o producto fitosa-
nitario en la UE.

Como colofón a lo previsto sobre 
el procedimiento de concesión, la ley 
establece determinadas obligaciones 
formales en el supuesto de modifica-
ciones de la invención en su artículo 
48, e introduce en el artículo 49 el 
procedimiento de restablecimiento 
de derechos presente en otras moda-
lidades de Propiedad Industrial. Esta 
facilidad se excluye para el plazo de 
presentación de oposiciones y recur-
sos tanto a Patentes como a Modelos 
de Utilidad.

Efectos y defensa de las patentes. 
Jurisdicción y normas procesales

En cuanto a los efectos de la pa-
tente, regulados en el Título VI de la 
Ley, a la prohibición de la explotación 
directa e indirecta de la invención por 
parte de terceros no autorizados ya 
existente en la ley anterior se añade 
la protección expresa de los elemen-
tos equivalentes a los contenidos en 
las reivindicaciones (artículo 68). Se 
aclaran  límites para el derecho de 
exclusiva (artículo 61), especialmente 
los establecidos sobre las garantías y 
uso racional de los medicamentos y 
productos sanitarios ya que se separan 
como supuestos distintos la excep-
ción de uso experimental y la llamada 
«cláusula Bolar», que tienen distinto 
origen y finalidad.

En el título VII se mantienen las 
mismas acciones por violación del de-
recho de patentes, pero la acción de 
publicidad de la sentencia se consi-
dera excepcional (artículo 71). Se in-
troduce la figura de indemnización 
coercitiva (artículo 74) para poner 
fin a la vulneración. En este mismo 

artículo, apartado 5, las diligencias 
relativas al cálculo o cuantificación 
y liquidación de daños se remiten 
a la fase de ejecución.

En cuanto a la jurisdicción y nor-
mas procesales que tratamos aquí 
pese a recogerse en el Título XII sal-
tándonos el orden del articulado de la 
Ley que hasta ahora llevábamos, por 
una cuestión de coherencia material, 
la competencia se otorga al Juez de lo 
Mercantil de la ciudad sede del TSJ de 
la CA (artículo 118), de acuerdo con 
lo previsto en la LOPJ. Se amplía el 
plazo para contestar a las deman-
das y para la reconvención y para 
la respuesta a la misma, a dos me-
ses en lugar de los 20 días previs-
tos como plazo general en la LEC 
(artículo 119). El titular dispondrá de 
8 días para solicitar que la excepción 
por nulidad sea tratada como una re-
convención (artículo 120). Quien sos-
peche que se van a solicitar medidas 
cautelares sin audiencia previa en su 
contra, podrá presentar un escrito jus-
tificando su posición ante el juzgado 
estime competente (artículo 132).
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La patente como objeto de 
propiedad. Licencias

En el título VIII sobre la patente y 
la solicitud como objeto de derecho de 
propiedad, es relevante la definición 
de la licencia de pleno derecho que se 
contiene en el artículo 87.

El título IX recoge las modificacio-
nes en cuanto a las licencias obli-
gatorias. Se añade, en el artículo 94, 
como motivo para la concesión de la 
licencia la necesidad de poner término 
a prácticas contrarias a la defensa de 
la competencia que así se hayan de-
clarado en una decisión administrativa 
o jurisdiccional firme que, si estable-
ce que la patente debe ser sometida 
al régimen de licencias obligatorias, 
eximirá de la obligación de justificar la 
negociación previa y se publicará di-
rectamente en el BOPI la sujeción a 
este régimen. Se regula la concesión 
y posible retirada de licencias obliga-
torias para la fabricación de medica-
mentos destinados a países con pro-
blemas de salud pública (artículo 96). 
En el Capítulo II de este título se fija 
el procedimiento de concesión de la 
licencia obligatoria, cuyo punto más 
relevante es na necesidad de justifica-
ción previa de intento de negociación 
con el titular de la patente (artículo 
97).

Nulidad, revocación y caducidad

En cuanto a la pérdida del derecho 
derivado de la patente (Título X), se 
elimina la prohibición de nulidad par-
cial de una reivindicación y es causa 
de nulidad la ampliación del objeto 
de la solicitud cuando se conceda la 
patente (artículo 102). Se permite al 
titular modificar el alcance de la pa-
tente en el procedimiento de nulidad 
(artículo 103). Los efectos de la nuli-
dad se extienden a los CCP si afectan 
al derecho sobre el producto protegido 
por la patente de base que fundamen-
tó su concesión (artículo 104).

Se introduce una figura nueva 
en el Capítulo II de este título, la 
revocación o limitación a instan-
cia del titular de la patente, im-
pidiéndola en los casos en que 
existan derechos reales, opciones 
de compra, embargos o licencias 
inscritos, sin el consentimiento 
de los titulares de esos derechos, 
ni cuando figure anotada en el 
Registro la presentación de una 
demanda judicial reivindicando la 
titularidad de la patente o el reco-
nocimiento de otros derechos pa-
trimoniales sobre la misma sin el 
consentimiento del demandante. 
Si está pendiente un procedimiento 
judicial sobre la validez de la patente 
la revocación o limitación habrá de ser 
autorizada por el Juez.

En cuanto a la caducidad (Capí-
tulo III de este título), en la que es 
consecuencia de la falta de pago de 
una anualidad, se producirá cuando 
transcurran los periodos de demo-
ra para el pago previstos en la Ley 
(art 108) dejando a salvo los dere-
chos de tercero y estableciendo un 
procedimiento para el pago de anuali-
dades caso de que tales derechos exis-
tan (artículo 109). La rehabilitación 
de las patentes caducadas se obtiene 
mediante el restablecimiento de dere-
chos, del que ya hemos hablado.

Patentes secretas, conciliación, 
tratados internacionales, 
representación y tasas

Las patentes secretas (Título XI) 
pasan a denominarse “patentes de 
interés para la defensa nacional” 
y se introducen algunos cambios para 
permitir la continuidad de su tramita-
ción y concretar las condiciones para 
presentar primeras solicitudes en el 
extranjero previa autorización de la 
OEPM.

La conciliación ante la OEPM en 
materia de invenciones de empleados 
o por prestación de servicios previa a 
la reclamación judicial (artículo 133), 
pasa a ser voluntaria y el silencio 
de los interesados a la propuesta de 
la misma (artículo 135) se entiende 
como que no hay conformidad entre 
las partes.

Se establece en la Ley (artículo 
136) la opción a mediación y ar-
bitraje en aquellas materias que sean 
de libre disposición de los interesados. 
No son de libre disposición los pro-
cedimientos de concesión, oposición 
o recursos en ciertas situaciones. Se 
faculta a la OEPM a constituirse en 
órgano de mediación y/o arbitraje.

Se integran en la ley disposiciones 
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acerca de la presentación y efectos en 
España de las solicitudes de Patente 
Europea y Patente PCT. El título XIV 
incorpora una normativa al respecto 
que estaba muy dispersa.

En cuanto a la representación (Tí-
tulo XV), los Agentes de Propiedad 
Industrial pasan de ser “inscritos” a 
“legalmente habilitados”, siendo su ins-
cripción facultativa, y pueden actuar a 
través de personas jurídicas que po-
drán inscribirse en el Registro Especial 
de Agentes (artículo 176). Se elimina 
la exigencia de acreditar la constitución 
de la fianza o la contratación de un 
seguro de responsabilidad. Se esta-
blece el secreto profesional (artículo 
176, apartados 5, 6 y 7). No existirá 
una autorización administrativa para 
ejercer, sino que el Agente deberá 
presentar una declaración respon-
sable sobre el cumplimiento de los 
requisitos (artículo 179). Se establece 
la libertad comunitaria de prestación 
de servicios y la obligación de informa-
ción (artículo 181).

En cuanto a las tasas, se establece 
un mecanismo de reembolso de tasas 
en ciertas situaciones (artículo 183). 
El pago de las anualidades pasa a ser 
posible en los tres meses siguientes a 
la fecha de devengo, que es el último 
día del mes en que se produce el ani-
versario de la solicitud (artículo 184). 
Este plazo se aplicará a todos los regis-
tros, incluso los concedidos bajo la Ley 
11/1986. Un pago de anualidad omiti-
do puede llevarse a cabo, además de en 
los plazos de gracia habituales de seis 

meses, antes de la fecha de devengo 
de la siguiente anualidad, mediante el 
pago de una sobretasa (artículo 185). 
Se fija una reducción de un 50% del 
importe en ciertos casos para determi-
nados emprendedores y PYMES (artí-
culo 186).

Las universidades obtendrán un des-
cuento del 50% en las tasas o un 100% 
si acreditan haber explotado la patente 
(Disposición adicional décima). Este 
descuento podrá generar polémica en 
la Universidad ya que las universidades 
disfrutaban de una exención absoluta 
de tasas en virtud de lo dispuesto en 
el artículo 80 apartado 1 de la Ley Or-
gánica 6/2001, de 21 de diciembre, de 
Universidades, si bien el título XI no 
goza del carácter de Ley Orgánica.

Disposiciones adicionales y 
transitorias

Se establece como Ley supletoria 
la Ley 30/1992 (disposición adicional 
primera)

Los plazos máximos de duración de 
los procedimientos serán establecidos 
por Orden del Ministro de Industria, 
Energía y Turismo previa propuesta 
de la OEPM, y se regula el silencio 
negativo sin perjuicio de la obli-
gación de la OEPM resolver de 
forma expresa (Disposición adicional 
segunda).

Se establece tramitación preferen-
te para solicitudes relacionadas con 
los objetivos establecidos en la Ley de 

Economía Sostenible (disposición adi-
cional tercera), y un programa de con-
cesión acelerada (disposición adicional 
sexta) sin más requisitos que acogerse 
al mismo y pagar las tasas, legalizan-
do así la instrucción de la OEPM que 
puso en marcha en 2003 una serie de 
mecanismos para acelerar la concesión 
de Patentes.

Se anuncian mecanismos de coor-
dinación con las CC.AA. (disposición 
adicional séptima). Se regula la publi-
cidad de los expedientes y su posi-
ble consulta por medios telemáti-
cos, medios que se usarán también 
en las relaciones con la Adminis-
tración de Justicia (Disposición adi-
cional Octava).

Finalmente se modifican la Ley 
de 16 de diciembre de 1954 so-
bre hipoteca mobiliaria y prenda 
(disposición final primera), La Ley 
17/1975 sobre la creación del organis-
mo autónomo Registro de la Propiedad 
Industrial (disposición final segunda),  
la Ley 17/2001 de Marcas para re-
conocer expresamente competencia 
a los Tribunales de Marca Comu-
nitaria para conocer de los litigios 
civiles si se ejercitan acumulada-
mente acciones comunitarias y 
nacionales para idéntico o similar 
signo o diseño y al menos sea un 
título comunitario (disposición final 
tercera) y la Ley 20/2003 de Diseño 
además que para lo mismo que la Ley 
de Marcas, para aspectos relativos a la 
solicitud y nulidad del mismo. n

Conclusiones

•	 La ley introduce algunas novedades muy relevantes y codifica adecuadamente las incorporaciones parciales 
que han venido haciendo ciertas disposiciones normativas sobre la Ley 11/1986. Se aprecia una importante 
remisión a lo que se disponga reglamentariamente, por lo que será importante estudiar el Reglamento con dete-
nimiento para saber con exactitud cómo queda el sistema de protección de invenciones en España, y determinar 
las ventajas de usar la vía nacional española para la protección de patentes
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Nacionalización española de sefardíes

Carles Basteiro-Bertolí. Abogado y Auditor legal IP&IT 
Dr. Alfons Aragoneses. Profesor lector de Historia del Derecho 

de la Universitat Pompeu Fabra

El 25 de junio el BOE publicaba la Ley 12/2015, de 24 de junio, en materia de concesión de la nacio-
nalidad española a los sefardíes originarios de España. Después de un año de trámite y poco antes de 
que cierren las Cortes de esta legislatura, se aprobaba una ley que tiene un importante alcance prácti-
co y también histórico. Se trata de una norma apoyada directa o indirectamente por todas las fuerzas 
políticas del arco parlamentario: la única polémica importante que suscitó el debate parlamentario fue 
la supuesta discriminación de otros colectivos como los saharauis. La aprobación de esta ley se explica, 
entre otras razones, por el momento político actual: voluntad de atraer a las comunidades judías y de 
congraciarse con Israel. Pero también se explica en clave histórica. Por un lado se habla de reparar la 
injusticia de la expulsión de los judíos de las Coronas de Castilla y Aragón en 1492. Por otro lado, la 
norma conecta con las políticas de naturalizaciones desarrolladas en los siglos XIX y XX.

SUMARIO

1.	 1860-1924: entre el filosefardismo y el oportunismo político
2.	 La Ley de 2015: el “revival” del viejo filosefardismo 
3.	 Cuestiones técnicas para la obtención de la nacionalidad							     

	 a) ¿Quién?											         
	 b) ¿Cuándo?											         
	 c) ¿Dónde?											         
	 d) ¿Cómo?											         
	 e) ¿Qué trámites?											         
	 f) ¿Cuánto?

En este artículo se explican algunas de 
las claves históricas, la dimensión política 
actual y los aspectos técnico-jurídicos de 
una ley que ahora comienza su camino.

1860-1924: entre el 
filosefardismo y el 
oportunismo político

El Estado español, pese a definirse 
como católico y no tolerar otras reli-
giones, llevó a cabo desde finales del 
siglo XIX una política de naturalizacio-
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nes. Intereses económicos y estratégi-
cos motivaron esta política: en base al 
viejo prejuicio antisemita que ve en el 
judío a un comerciante rico, cosmo-
polita e influyente, capaz de atraer 
inversiones y de moverse en ciudades 
extranjeras. Como mostró reciente-
mente Maite Ojeda, a partir de los 
años 1860, el Estado encontramos ca-
sos de naturalizaciones de familias de 
sefardíes de Marruecos. Esta política 
busca aliados de España en su aven-
tura colonial en Marruecos1.

Durante la Restauración este opor-
tunismo político confluye con un cre-
ciente filosefardismo entre las elites 
conservadoras. De raíz conservadora, 
este pensamiento es también deudor 
de la identificación entre judíos y co-
merciantes ricos. Es de ahí que en los 
años finales del XIX y comienzos del 
XX el Estado continuase con las na-
turalizaciones e incluso las extendiese 
en algunos casos a judíos de  los Bal-
canes.

A partir de 1918 hay un cambio 
en la política de naturalizaciones. En 
el mapa que surge de los Tratados de 
Versalles y Saint-Germain aparecen 
nuevos Estados. Esto lleva a deporta-
ciones masivas de miles de personas. 
Los judíos, que no tenían ningún Es-
tado en el que refugiarse, quedan es-

pecialmente desamparados en el Este 
de Europa. Las elites conservadoras 
españolas, empapadas del viejo filo-
sefardismo, consiguen del Rey Alfon-
so XIII protecciones consulares para 
grupos de sefardíes del Este de Euro-
pa. Esta política es continuada por el 
Dictador Primo de Rivera, que dicta 

el famoso Real Decreto de 1924 sobre 
naturalización de antiguos protegidos 
españoles e individuos de origen es-
pañol.

A través de  este decreto  se conce-
día la nacionalidad española por carta 
de naturaleza a antiguos protegidos. 

“La obtención de la nacionalidad española 
por sefardíes no supone la renuncia de 
nacionalidad originaria del solicitante”

LEGISLACIÓN

www.ksp.es

•	 Decreto-ley de 29 de diciembre de 1948 por el que se reconoce 
la condición de súbditos españoles en el extranjero a determinados 
sefardíes antiguos protegidos de España

•	 Real Decreto de 1924 sobre naturalización de antiguos protegidos 
españoles e individuos de origen español

•	 Ley 12/2015, de 24 de junio, en materia de concesión de la nacio-
nalidad española a los sefardíes originarios de España. (Legislación 
General. Marginal: 6926831)

      	1  Ojeda (2014), 298.
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“El plazo máximo para la concesión es 
de doce meses desde que hubiera tenido 
entrada  del expediente en la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, 
junto con los informes solicitados por la 
Ley”

Se estaba refiriendo el legislador a los 
sefardíes sobretodo del Este de Euro-
pa. Las motivaciones son en parte hu-
manitarias: estos sefardíes, dice la nor-
ma, se encontraban en una situación 
“indecisa” y “verdaderamente anóma-
la”. Pero pesan también “consideracio-
nes patrióticas” ya que estos sefardíes 
“forman colonias que pueden ser de 
verdadera Utilidad 8sic) para España”. 
Asimismo, el redactor de la norma in-
tenta tranquilizar a los que temían la 
inmigración de judíos hacia España: 

dadas las circunstancias, no se exigiría 
a los beneficiarios viajar a España para 
jurar la Constitución y renunciar a la 
nacionalidad anterior.

Vemos pues que el filosefardismo 
en que se basan estas políticas tiene, 
aunque parezca contradictorio, un 
punto de antisemitismo y altas dosis 
de oportunismo.

La guerra civil y la dictadura fran-
quista rompen con la política de na-

cionalizaciones iniciada durante la 
Restauración y continuada por la Re-
pública. De hecho durante la II Gue-
rra Mundial se produce de facto una 
desnacionalización de sefardíes espa-
ñoles que habían conseguido la nacio-
nalidad gracias al Decreto de Primo 
de Rivero. Documentos oficiales del 
Ministerio de Asuntos Exteriores de-
muestran que desde Madrid se ordenó 
a los representantes de España “pasi-
vidad” ante la política antisemita nazi 
y no acceder a las peticiones de ayuda 
de los judíos nacionalizados que pre-
tendían huir a España, país que según 
su pasaporte era el suyo.

Esta política de desnacionalización 
provocó que un número indetermina-
do de judíos españoles acabase en los 
campos de concentración. Se ha ha-
blado mucho de unos pocos diplomá-
ticos españoles que salvaron a miles de 
judíos. No olvidemos que en algunas 
cosas contravenían órdenes de Madrid 
y en otros sencillamente seguían las 
instrucciones de una dictadura que en 
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“No hay un número mínimo de documentos, 
porque la documentación probatoria será 
evaluada en su conjunto”

1944 cambia por oportunismo su polí-
tica hacia los judíos al saberse ya cual 
iba a ser el final de la guerra.

La Ley de 2015: el “revival” 
del viejo filosefardismo 

La Exposición de Motivos de la Ley 
de 2015 reescribe la historia de las 
relaciones entre España y los judíos. 
Lo hace además con un relato y una 
retórica más propios del pasado que 
del presente.

Se hace referencia a la expulsión 
de 1492 sin que se explicite ninguna 
responsabilidad por parte de los mo-
narcas de la época. Se diluye el De-
creto de expulsión en una referencia al 
“imperativo de la historia”, expresión 
muy propia del liberalismo conserva-
dor de la Restauración, al igual que la 
exitosa “españoles sin patria” que tam-
bién aparece en el preámbulo. En el 
trámite parlamentario se aceptó una 
enmienda que introducía una referen-
cia a la injusticia de la expulsión y del 
sufrimiento de los judíos en Sefarad. 
Es la única referencia a esta injusticia 
histórica.

Con retórica decimonónica el legis-
lador otorga a los sefardíes una deter-
minada identidad. Se dice de ellos que 
han conservado la lengua, “un caudal 
de nostalgia inmune al devenir de las 
lenguas”, que han aceptado “sin ren-
cor el silencio de la España mecida en 
el olvido” y el “amor a España”. Dentro 
de esta identidad impuesta hay algu-
nos rasgos que rozan de nuevo el mito 
del judío cosmopolita y del judío rico: 
se dice que en los sefardíes se vislum-
bra “una identidad pragmática y global 
en las generaciones emergentes”. En 
todo caso se identifica al sefardí con 
una persona que siempre fue cons-
ciente de su identidad española y que 

no tiene reproches contra un país, Es-
paña, que todavía no ha derogado for-
malmente el Decreto de Expulsión de 
los Reyes Católicos.

En la exposición de motivos, la re-
ferencia a la Shoá y el papel jugado por 
España merecen un estudio especial. 
“El sacrificio brutal de miles de sefar-
díes” - se lee - “es el vínculo imperece-
dero que une a España con la memo-
ria del Holocausto”. A continuación el 
proyecto enumera los Justos entre las 
Naciones que participaron en el resca-
te de judíos, ocultando la complicidad 
de Franco y Hitler.

El objetivo de este discurso es sin 
duda permitir que España participe 
en la memoria cosmopolita del Holo-
causto que se está construyendo glo-
balmente2. Es este un objetivo loable. 
Pero, como en la mejor tradición fran-
quista, el legislador oculta la complici-
dad de Franco y Hitler, la cooperación 
en la persecución de judíos fugitivos, 
la actitud que hasta 1943 tuvo el Go-
bierno franquista y el rechazo a que 
los judíos españoles se  instalaran en 
España.

CUESTIONES TÉCNICAS 
PARA LA OBTENCIÓN DE LA 
NACIONALIDAD

¿Quién?

Cualquier persona de origen 

sefardí y sus familiares (que pro-
venga históricamente de la expul-
sión o diáspora judía de la penín-
sula Ibérica), sea actualmente judía 
o no judía, que sin tener residencia 
legal en España cumpla dos (2) 
requisitos:

1. Probar la condición de sefardí 
originario de España.

2. Probar una especial vinculación 
o conexión con España.

El procedimiento burocrático será 
idéntico para cada miembro de la fa-
milia y aunque el interesado también 
puede pedir la nacionalidad de sus hi-
jos menores de edad, será un procedi-
miento distinto para cada uno de ellos. 
Deberán solicitarla entonces:

–– El interesado por sí mismo, siem-
pre que sea mayor de 18 años.

–– El mayor de 14 años, asistido por su 
representante legal.

–– El representante legal del menor de 
14 años.

–– El incapacitado por sí solo o su re-
presentante legal, dependiendo de 
lo establecido en la sentencia de 
incapacitación.

La obtención de la nacionali-
dad española por sefardíes no su-
pone la renuncia de nacionalidad 

      	2  Sznaider / Levy (2002).
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originaria del solicitante.

¿Cuándo?

Desde  el 1 de octubre de 2015 
hasta el 1 de octubre de 2018.

El plazo máximo para la conce-
sión es de doce (12) meses desde 
que hubiera tenido entrada  del expe-
diente en la Dirección General de los 
Registros y del Notariado, junto con 
los informes solicitados por la Ley.

¿Dónde?

En el Ministerio de Justicia de Es-
paña a través de un procedimiento 
electrónico (aplicación Web).

¿Cómo?

Aportar electrónicamente y digitali-
zados la siguiente documentación:

1. Solicitud con identificación 
oficial del interesado solicitan-
te.

2. Probar la condición de sefar-
dí originario de España.

3. Probar una especial vincula-
ción o conexión con España.

No hay un número mínimo de 
documentos, porque la documenta-
ción probatoria (2) y (3) será evaluada 
en su conjunto.

Documentación (1)

–– Certificado nacimiento legalizado o 
apostillado. Identidad, lugar y fecha 
de nacimiento del solicitante y su 
nacionalidad actual. En el caso de 
estar casado, los datos del cónyuge.

–– Datos identificativos de los hijos 
menores si los tuviese.

–– Lugar de residencia y domicilio a 
efecto de notificaciones.

Documentación (2)

–– Certificado expedido por el presi-
dente o cargo análogo de la comu-
nidad judía de la zona de residencia 
o ciudad natal del interesado.

–– Certificado de la autoridad rabínica 
competente, reconocida legalmen-
te en el país de la residencia habi-
tual del solicitante.

–– Certificado expedido por el Presi-
dente de la Comisión Permanente 
de la Federación de Comunidades 
Judías de España (FCJE). La FCJE 
se compromete a contestar las soli-
citudes en un plazo máximo de tres 
(3) meses desde la fecha de entra-
da.

–– Acreditación del uso como idioma 
familiar del ladino o «haketía», o 
por otros indicios que demuestren 
la tradición de pertenencia a tal co-
munidad hebrea.

–– Partida de nacimiento o la «ketu-
bah» o certificado matrimonial en 
el que conste su celebración según 
las tradiciones de Castilla.

–– Informe motivado, emitido por en-
tidad de competencia suficiente, 
que acredite la pertenencia de los 
apellidos del solicitante al linaje se-
fardí de origen español.
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–– Cualquier otra circunstancia acre-
ditativa de la condición de sefardí.

Esta documentación, excepto la 
de la FCJE, se aportará traducida al 
castellano por traductor jurado y en la 
misma deberá figurar la Apostilla de 
La Haya o el sello de la legalización 
correspondiente.

Los dos primeros certificados debe-
rán ir acompañados de:

1. Copia de los Estatutos originales 
de la entidad religiosa extranjera. 
(Basta con una copia parcial en la 
que se contengan, los datos identi-
ficativos del propio documento, los 
datos de constitución, fines fun-
cionamiento y representación de la 
entidad).

2. Certificado de la entidad extran-
jera que contenga los nombres de 
quienes hayan sido designados re-
presentantes legales.

3. Certificado o documento que 
acredite que la entidad extranjera 

está legalmente reconocida en su 
país de origen.

4. Certificado emitido por el repre-
sentante legal de la entidad que 
acredite que el Rabino firmante 
ostenta, efectiva y actualmente, tal 
condición conforme a los requisitos 
establecidos en sus normas estatu-
tarias.

Documentación (3)

–– Certificados de estudios de historia 
y cultura españolas expedidos por 
instituciones oficiales o privadas 
con reconocimiento oficial.

–– Acreditación del conocimiento del 
idioma ladino o «haketía».

–– Inclusión del peticionario o de su 
ascendencia directa en las listas 
de familias sefardíes protegidas 
por España, a que, en relación con 
Egipto y Grecia, hace referencia el 
Decreto-ley de 29 de diciembre de 
1948, o de aquellos otros que obtu-
vieron su naturalización por la vía 

especial del Real Decreto de 20 de 
diciembre de 1924.

–– Parentesco de consanguinidad del 
solicitante con una persona las lis-
tas de familias sefardíes protegidas 
por España mencionada.

–– Realización de actividades benéfi-
cas, culturales o económicas a favor 
de personas o instituciones españo-
las o en territorio español, así como 
aquellas que se desarrollen en apo-
yo de instituciones orientadas al es-
tudio, conservación y difusión de la 
cultura sefardí.

–– Certificado del Instituto Cervantes 
de superación prueba/examen que 
acredite un conocimiento básico 
de la lengua española, nivel A2, o 
superior, del Marco Común Euro-
peo de Referencia para las lenguas 
del Consejo de Europa, (diploma 
español como lengua extranjera 
DELE de nivel A2 o superior). Para 
mayores de 18 años, siempre que el 
español no sea lengua oficial en el 
país de nacionalidad del solicitante.
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–– Certificado del Instituto Cervantes 
de superación prueba que evalúe el 
conocimiento de la Constitución 
Española y de la realidad social y 
cultural españolas para mayores de 
18 años.

–– Cualquier otra circunstancia que 
demuestre fehacientemente su es-
pecial vinculación con España.

¿Qué trámites?

(I) Remisión telemática de la solici-
tud al Consejo General del Notariado 
/ (II) Autorización del notario designa-
do / (III) Valoración de documentos y 
emisión de acta de notoriedad acredi-
tativa del cumplimiento de los requisi-
tos legales / (IV) remisión del acta de 
notoriedad a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado / (V) Re-
solución de concesión o denegación 
de la Dirección General de los Regis-
tros y del Notariado.

(III) El interesado debe viajar a 
España (comparecencia personal o a 
través de su representante legal) una 
vez el notario designado concierte 

con el interesado su comparecencia, 
después de haber examinado los do-
cumentos aportados junto a la solici-
tud y después de haber considerado 
inicialmente justificada la condición 
del interesado de sefardí originario 
de España, así como la especial vin-
culación con España del solicitante. 
En este momento se aportará la do-
cumentación original que se remitió 
digitalizada.

(V) La resolución de concesión de 
la nacionalidad de la Dirección Gene-
ral de los Registros y del Notariado, es 
un título suficiente para la inscripción 
en el Registro Civil. Dicha resolución 
quedará supeditada a que el intere-
sado cumpla con las siguientes con-
diciones ante el Registro Civil o Re-
gistro Consular Español competentes 
por razón de su domicilio, dentro del 
plazo de un (1) año:

a) Solicitar la inscripción de naci-
miento,

b) aportar un nuevo certificado vi-
gente acreditativo de la ausencia de 
antecedentes penales, legalizado o 

apostillado y, en su caso traducido 
(tienen una validez de tres meses),

c) realizar ante el Encargado del 
Registro Civil o Consulado Español 
el juramento o promesa de fidelidad 
al Rey y obediencia a la Constitu-
ción y a las leyes españolas.

¿Cuánto?

Tasas administrativas: 100 € por 
persona solicitante.

Honorarios notariales: Según vare-
mos oficiales para la autorización del 
acta de notoriedad.

Pruebas Instituto Cervantes: Según 
las sedes oficiales de cada país.

Con independencia de los gastos 
personales y de la obtención de los 
documentos necesarios, y de los servi-
cios profesionales de un abogado que 
voluntariamente se pueden contratar 
por el interesado. n

Conclusiones

•	 El trámite burocrático de obtención de la nacionalidad española por sefardíes de origen español aparenta 
sencillez, pero oculta una gran complejidad en la aportación de los documentos que prueban la condición de 
sefardí (Documentación 2), y más teniendo en cuenta que estamos hablando de un lapso de tiempo de 523 
años aproximadamente de diáspora, donde la tradición, el arraigo y la vinculación a los antiguos reinos de la 
península Ibérica es en el mayor de los casos verbal, difícil de probar con documentos, aunque sea incuestiona-
ble entre las propias comunidades judías; y es más difícil aún en aquellos casos de asimilación o conversiones 
posteriores; aquí si el solicitante o su familia no ha seguido la Ley judía ¿Cómo vamos a obtener un certificado 
de la autoridad rabínica o de una comunidad judía del país? Este proceso, a no ser que tenga el asesoramiento 
profesional de un abogado conocedor de la materia, sólo será viable para aquellos casos de absoluta evidencia 
por parte de la administración pública española

•	 Como hemos dicho al inicio, el legislador ha hecho gala de su gran voluntad, ya sea por intereses políticos, 
económicos o de estrategia social, queriendo limpiar un viejo expediente pero sin haber indagado demasiado 
en la realidad judía de las actuales comunidades españolas, ni las del resto del mundo. Incongruencias como 
la prueba de los apellidos, que un genealogista vería ridícula o anecdótica, por la debilidad de información que 
aporta sobre un posible “ADN” judío sefardí; ponen en tela de juicio muchas cosas. ¿Ha habido una valoración 
real de a cuantas personas puede afectar esta Ley? Habremos de esperar las primeras solicitudes y concesiones 
de nacionalidad
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El adelanto de la segunda parte de la 
reforma tributaria del IRPF a 2015

Juan Luis Sendín Cifuentes. Inspector de Hacienda en excedencia. 
Socio director de Garrido Forensic

El día 2 de julio, el Presidente del Gobierno anunció públicamente la decisión de adelantar al ejercicio 
2015 la reducción de tipos impositivos del IRPF prevista para 2016.

El 10 de julio, el Gobierno aprobó el Real Decreto Ley 9/2015 de medidas urgentes para reducir la 
carga tributaria soportada por los contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y 
otras medidas de carácter tributario.

Con anterioridad, la Ley 26/2014 modificó el impuesto de forma sustancial. La reducción de tipos im-
positivos que incluía se previó realizar en dos fases, gradualmente, en los ejercicios 2015 y 2016.

El aspecto esencial de la reforma operada por el Real Decreto Ley 9/2015 es el adelanto de la segunda 
parte de la modificación introducida por la Ley 26/2014, que debía haber entrado en vigor el 1 de ene-
ro de 2016. De esta forma, las reducciones de tipos impositivos previstas para el ejercicio próximo, se 
aplicarán ya en el segundo semestre del ejercicio en curso.

SUMARIO

1.	 Aspectos esenciales de la reforma 
2.	 Las nuevas escalas de gravamen
3.	 Los nuevos tipos de retención
4.	 Valoración de la modificación normativa

Aspectos esenciales de la 
reforma 

La modificación normativa conte-
nida en el Real Decreto Ley 9/2015 

afecta esencialmente a los tipos 
de gravamen aplicables a los con-
tribuyentes por el IRPF y a los 
tipos de retención que soportan 
trabajadores y profesionales y es 

aplicable a partir de 11 de julio de 
2015.

Asimismo, es objeto de reducción 
el tipo impositivo de retención que so-
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portan las sociedades.

También se introducen determina-
das exenciones, éstas con entrada en 
vigor desde 1 de enero de 2015:

–– Las ayudas públicas a víctimas de 
violencia de género y libertad se-
xual.

–– Las ayudas públicas para cubrir 
necesidades básicas, así como las 
demás ayudas para atender a colec-
tivos en riesgo de exclusión social, 
situaciones de emergencia social, 
necesidades habitaciones de per-
sonas sin recursos o necesidades 
de alimentación o escolarización. 
El importe máximo anual conjunto 
de la exención será hasta 1,5 veces 
el Indicador Público de Rentas de 
Efectos Múltiples (IPREM).

–– Las ayudas públicas otorgadas para 
compensar los costes derivados de 
la adaptación de antenas en edifi-
caciones.

Por último, se limita la embarga-
bilidad de las ayudas públicas para 
cubrir necesidades básicas, conside-
rándose una percepción más de las 
señaladas por el artículo 607 de la 
Ley de Enjuiciamiento civil a efectos 
de su acumulación para deducir una 
sola vez la parte inembargable.

Las nuevas escalas de 
gravamen

La finalidad perseguida por el Eje-
cutivo con la modificación aprobada 
era doble:

–– Aplicar la tarifa vigente para 2015 
en el primer semestre de este año.

–– Aplicar la tarifa prevista para 2016 

en el segundo semestre de 2015.

En la práctica estas medidas han 
consistido en aprobar una escala de 
gravamen definitiva para 2015 que 
contiene unos tipos intermedios entre 
la de 2015 y la de 2016.

Se aprecia con claridad en los si-
guientes gráficos, que detallan la es-
cala general y la escala del ahorro:

“Las escalas de gravamen autonómicas no 
se han modificado”

LEGISLACIÓN
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•	 Real Decreto-ley 9/2015, de 10 de julio, de medidas urgentes para 
reducir la carga tributaria soportada por los contribuyentes del Im-
puesto sobre la Renta de las Personas Físicas y otras medidas de 
carácter económico. (Legislación General. Marginal: 6927044)

•	 Ley 26/2014, de 27 de noviembre, por la que se modifican la Ley 
35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas, el texto refundido de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta de no Residentes, aprobado por el Real Decreto Legislativo 
5/2004, de 5 de marzo, y otras normas tributarias. (Legislación Ge-
neral. Marginal: 6923948)
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TARIFA GENERAL 2015 - 2016 

 

         TARIFA DEL AHORRO 2015 - 2016 

 

Los datos contenidos en los gráficos 
anteriores acumulan las escalas estatales 
y autonómicas. Pero es importante seña-
lar que el coste recaudatorio de la 
medida implantada para el segundo 
semestre de 2015 lo asumirá ínte-
gramente el Estado. Las escalas de 
gravamen autonómicas no se han 
modificado. Sin embargo, la estatal 
se ha reducido en un importe tal, 
que supone la asunción de la reducción 

impositiva íntegramente por el Estado.

Los nuevos tipos de 
retención

Una consecuencia lógica derivada de 
la reducción de la tarifa del impuesto 
era disminuir los porcentajes de reten-
ción. En relación con los rendimientos 
del trabajo han quedado determinados 

en los mismos porcentajes que se inclu-
yen en la tarifa general anteriormente 
expuesta.

En cuanto a la retención aplicable a 
los rendimientos derivados de la realiza-
ción de actividades profesionales, se de-
talla a continuación la evolución de los 
mismos desde el ejercicio 2011 hasta 
la reforma operada por el Real Decreto 
Ley 9/2015.
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“Los trabajadores verán como su percepción 
salarial de estos próximos meses aumenta 
más aún que la reducción operada”

En relación con las rentas del tra-
bajo, la retención que se aplicará a los 
rendimientos satisfechos a partir del 
12 de julio deberá tener en cuenta los 
importes excesivamente retenidos en 
los primeros seis meses del año.

Veamos un sencillo ejemplo (con 
tipos de retención no reales). Supon-
gamos una renta del trabajo de 25.000 
€ anuales con  los siguientes tipos de 
retención: 17% los primeros seis me-
ses y 16% tipo aplicable a 2015.

Dada la retención excesiva aplica-
da en los primeros seis meses, para 
conseguir un importe final del 16%, se 
retendrá el segundo semestre de 2015 
un 15%.

De esta forma, los trabajadores 
verán como su percepción salarial 
de estos próximos meses aumenta 
más aún que la reducción opera-
da. Sin embargo, en enero de 2016 se 
producirá el efecto contrario. Se apli-

cará un tipo de retención mayor, en el 
ejemplo planteado el 16%.

Modificación normativa

La valoración del adelanto de la re-
ducción impositiva a este ejercicio es 
positiva. Los contribuyentes gozarán de 
una mayor disponibilidad monetaria. 
Pero no es menos cierto que el resulta-
do de la reforma afecta exclusivamente 
a la renta obtenida en el segundo se-
mestre de 2015. Para el ejercicio 2016 
y siguientes, se aplicarán las escalas de 
gravamen ya aprobadas.

Como consecuencia de esta medi-
da, se han ofrecido múltiples compa-
rativas entre la tributación del IRPF 
de 2014 y la resultante de la última 
modificación comentada. Asimismo, 
los representantes políticos han valo-
rado positiva o negativamente la refor-

ma.

Pero no debemos llevarnos a enga-
ño. La comparativa “real” debe reali-
zarse entre la carga tributaria del IRPF 
aplicable al ejercicio 2011 y la resul-
tante de la última reforma operada.

No debe olvidarse que en 2012 se 
incrementó el IRPF de forma supues-
tamente “extraordinaria”. Por tanto, 
dicho incremento debería revertir en 
el momento en el que la situación eco-
nómica lo permitiese.

Pues bien, en relación con la escala 
de gravamen, para determinados sec-
tores de renta la situación respecto del 
ejercicio 2011 ha mejorado, para algu-
nos está igual y para otros ha empeora-
do. A continuación se compara la esca-
la de gravamen general de 2011 con la 
aplicable en los ejercicios posteriores, 
hasta la modificación normativa objeto 

Primeros seis meses 17% 25.000 x 0,17 x 6/12 2.125,00    

Importe anual de retención 16% 25.000  x0,16 4.000,00    

Importe de retención segundo semestre 15% 1.875,00    
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de estudio en el presente artículo:

Asimismo, debe tenerse en 
cuenta que la reforma que en-
tró en vigor el 1 de enero de 
2015 modificaba el impuesto de 
forma sustancial y, en términos 
globales, lo configuraba con una 
base imponible más amplia, de 
forma que, la pretendida rebaja 
impositiva derivada de unos ti-
pos impositivos menores se vio 
neutralizada por la existencia de 
una mayor base objeto de tribu-
tación.

Por tanto, no hemos recuperado 
la situación de 2011 sino que, con 
carácter general, se soporta una car-
ga tributaria aún mayor que en dicho 
ejercicio.

En definitiva, mucho ruido y pocas 
nueces. n
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Conclusiones

•	 Las reducciones de tipos impositivos previstas para el ejercicio próximo, se aplicarán ya en el segundo semestre 
del ejercicio en curso

•	 La modificación también afecta a los tipos de retención que esencialmente soportan trabajadores y profesionales

•	 Los contribuyentes gozarán de una mayor disponibilidad monetaria desde Julio de 2015

•	 Se ha aprovado una escala de gravamen definitiva para 2015 que contiene unos tipos intermedios entre la vi-
gente hasta Junio y la prevista para 2016

•	 No obstante lo anterior, la subida supuestamente transitoria y extraordinaria del IRPF de 2012 no ha revertido 
con la reciente reforma del impuesto. El IRPF de 2015 es más alto que el de 2011
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El accidente “in itinere”, requisitos y 
jurisprudencia

José Ignacio Ibañez Muñoz. Abogado del Dpto. Laboral Ceca Magán Abogados

Los accidentes “in itinere” son lamentablemente más numerosos y más comunes cada día. A través de 
este artículo analizaremos la figura, sus notas y rasgos esenciales, en relación con los requisitos juris-
prudenciales establecidos a través de diferentes sentencias.

SUMARIO
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2.	 Presunción del accidente “in itinere” y su diferencia con el accidente de trabajo
3.	 Requisitos:												          

	 a) Elemento teleológico										        
	 b) Elemento topográfico										        
	 c) Elemento cronológico										        
	 d) Elemento mecánico o idoneidad de medios

4.	 Lesiones producidas en el tiempo en que se produce el trayecto desde el domicilio al centro de trabajo
5.	 Lesiones producidas en el tiempo en que se produce el trayecto desde el domicilio al centro de trabajo por un 

tercero
6.	 Exclusiones

Concepto

Esta figura se originó como conse-
cuencia de la labor jurisprudencial de 
nuestros tribunales, siendo el motor 
de desarrollo de esta figura, si bien, 
más adelante, el legislador debido a 
su reiteración y alusión en multitud 
de sentencias, decidió incorporarla en 
la Ley General de la Seguridad Social 

(LGSS) a través de su artículo 115.2 
apartado a), conceptualizándolo como 
“toda lesión corporal que el tra-
bajador sufra con ocasión o por 
consecuencia del trabajo que eje-
cute por cuenta ajena… a) Los 
que sufra el trabajador al ir o al 
volver del lugar de trabajo.” 

En el presente artículo abordare-

mos el accidente “in itinere”, su pre-
sunción, requisitos, y exclusiones.

Presunción del accidente 
“in itinere” y su diferencia 
con el accidente de trabajo

El requisito de relación causal exi-
gido en el accidente de trabajo, viene 
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establecida en el artículo 115.3 de la 
LGSS, siempre y cuando el mismo 
tenga lugar dentro de la jornada y lu-
gar de prestación de servicios, tratán-
dose por lo tanto de una presunción 
“iuris tantum”, correspondiendo la 
carga de la prueba, en su caso, a la 
empresa.

En el caso de accidente “in iti-
nere” es diferente ya que, como su 
propio nombre indica, se trata de 
accidentes que se producen fue-
ra de la jornada y del lugar donde 
el trabajador presta sus servicios. 
De este modo, la presunción de labo-
ralidad existe sólo para los accidentes 
“in itinere” en sentido estricto, y siem-
pre y cuando se cumplan los requisi-
tos jurisprudenciales necesarios para 
su calificación, correspondiendo al 
que pretende hacer ver su naturaleza 
laboral, la carga de la prueba sobre 
la existencia del nexo causal entre el 
accidente y el trabajo, habiendo ocu-
rriendo este fuera del ámbito y tiempo 
donde este último lugar.

Requisitos

Nuestra jurisprudencia viene exi-
giendo que tengan lugar una serie de 
factores o circunstancias para que 
esta figura emerja. A continuación 
los enumeramos y  más adelante los 
desarrollaremos. En primer lugar 
se necesita del elemento teleoló-

“Se ha considerado que no existe accidente 
de trabajo “in itinere” cuando existe una 
imprudencia temeraria que contempla el 
art. 115.4 b) de la LGSS, rompiéndose 
el necesario e imprescindible nexo de 
causalidad entre la lesión y el trabajo”

LEGISLACIÓN

www.ksp.es

•	 Real decreto legislativo 1/1994, de 20 de junio, por el que se aprue-
ba el texto refundido de la ley general de la seguridad social (Normas 
básicas. Marginal: 6873). Art. 115.1, 115.2, 115.3, 115.4  

•	 Código Civil. (Normas básicas. Marginal: 3716) Art. 40

•	 Ley 8/1980, de 10 de marzo, del estatuto de los trabajadores. (Nor-
mas básicas. Marginal: 5556) Art. 45,1, c)

•	 Real Decreto 1273/2003, de 10 de octubre, por el que se regu-
la la cobertura de las contingencias profesionales de los trabajado-
res incluidos en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los 
Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos, y la ampliación de la 
prestación por incapacidad temporal para los trabajadores por cuenta 
propia.(Legislación General. Marginal: 24209)

•	 Ley 20/2007, de 11 de julio, del Estatuto del trabajo autónomo. 
(Normas básicas. Marginal: 65923)
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gico, que la finalidad del viaje sea 
la prestación laboral; en segundo 
lugar el elemento topográfico, que 
el trayecto sea el apropiado y ha-
bitual que debe recorrer el traba-
jador; en tercer lugar el elemento 
cronológico, que el eventual acci-
dente tenga lugar en un periodo 
temporal concreto y razonable y; 
en cuarto y último lugar, el elemento 

mecánico o idoneidad de medios, 
es decir, que el trayecto a realizar 
sea un medio adecuado, utilizado 
racionalmente por el trabajador.

Elemento teleológico

Este requisito viene configurado 
por el hecho de que el desplazamiento 
del trabajador tenga como finalidad el 

hecho de tener que asistir al trabajo. 
Este trayecto tiene lugar desde el do-
micilio al lugar de trabajo o de manera 
inversa una vez finalizada la jornada de 
trabajo.

Respecto del domicilio, nuestra ju-
risprudencia ha venido perfilando di-
cho concepto, pudiendo ser este el ha-
bitual, legal, real, de hecho, o incluso 
el de vacaciones, siempre que exista 
una conexión normal entre el despla-
zamiento y trabajo. De esta forma y tal 
y como establece nuestro Tribunal Su-
premo en sentencia de 29 de septiem-
bre de 1997, recurso 2685/1996, “lo 
esencial no es salir del domicilio 
o volver al domicilio, aunque esto 
sea lo más corriente y ordinario, 
lo esencial es ir al lugar del tra-
bajo o volver del lugar de traba-
jo”, por lo que el punto de llegada o 
de vuelta puede ser o no el domicilio 
del trabajador en tanto no se rompa el 
nexo necesario con el trabajo.

Sin embargo se ha venido recha-
zando la existencia del elemento te-
leológico cuando el trabajador “motu 
proprio” decide interrumpir el nexo 
causal, realizando gestiones privadas.

De este modo la sentencia del Tri-
bunal Supremo de 29 de marzo de 
2007, recurso 210/2006, establece 
que, “es evidente que la finalidad prin-
cipal y directa del viaje en el que se pro-
dujo el accidente del actor (una gestión 
relacionada con su declaración de la 
renta), aunque producido durante una 
interrupción autorizada de la jornada 
laboral, ninguna relación tenía con el 
trabajo ni aconteció en el trayecto ha-
bitual de ida y vuelta entre el domicilio 
y el lugar de trabajo pues se debió a un 
motivo de interés particular que rompió 
el nexo causal con esa ida o vuelta, sin 
que la autorización empresarial para 
realizarlo implique otra cosa”.

iElemento topográfico
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“Lo esencial no es salir del domicilio o 
volver al domicilio, aunque esto sea lo más 
corriente y ordinario, lo esencial es ir al lugar 
del trabajo o volver del lugar de trabajo”

Este elemento tiene como ob-
jetivo que el trayecto o camino 
utilizado por el trabajador para 
desplazarse entre su domicilio y 
el lugar de prestación de servicios 
sea el adecuado, oportuno y ha-
bitual. No entran en juego ni forman 
parte los meros actos preparatorios al 
trayecto que tengan lugar tanto en la 
vivienda o domicilio como en el centro 
de trabajo. 

Respeto del domicilio, ha de ser el 
habitual, si bien, no es exigible el con-
cepto legal de domicilio que se contie-
ne en el artículo 40 del Código Civil.

Así, se ha considerado la falta e 
inexistencia de este elemento cuando 
el trabajador decide realizar kilóme-
tros de más y en dirección opuesta al 
lugar de trabajo.

En este sentido se ha pronunciado 
la sentencia del Tribunal Superior de 

Justicia del País Vasco de 21 de ene-
ro de 1997, recurso 436/1996, del 
siguiente modo, “la actora realizaba el 
recorrido habitual desde su domicilio 
al centro de trabajo, acudiendo pre-
viamente a dejar a sus tres hijos en el 
Colegio, para posteriormente dirigirse a 
su centro de trabajo. La actora desvía el 
trayecto lógico y normal entre su domi-
cilio y el centro de trabajo por motivos 
personales, lo que supone hacer 18 km 
de más, lo cual entraña un mayor riesgo. 
Además el accidente se produjo en di-
rección opuesta al lugar de trabajo, pre-

cisamente en el trayecto de desvío que 
utilizaba y en el que se encontraba por 
circunstancias extrañas al trabajo. Con-
curre, la ruptura del nexo causal entre 
el trabajo y el accidente sufrido, al exis-
tir una interrupción extraña al trabajo”.

De igual modo, no existe ese ele-
mento teleológico cuando el trabaja-
dor se desvía de su ruta habitual para 
acudir al centro de trabajo de su mujer.  
La sentencia del Tribunal Superior de 
Justicia de Las Palmas de 29 de mayo 
de 2008, recurso 259/2006, considera 
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“El accidente “in itinere” se trata de 
accidentes que se producen fuera de la 
jornada y del lugar donde el trabajador presta 
sus servicios”

que “no puede en este caso decir-
se que se trata de un accidente de 
trabajo in itinere ya que el traba-
jador se desvió de su ruta normal 
varios kilómetros para acceder al 
centro de trabajo que se encuen-
tra a menos de 1000 metros de su 
domicilio”.

Elemento cronológico

Entre el domicilio del trabaja-
dor y el centro de trabajo donde 
presta servicios, existe una dis-

tancia determinada, que se ha de 
recorrer en un tiempo adecuado, 
si bien existe bastante tolerancia 
entre nuestros tribunales en este 
aspecto, siempre que no supere 
los umbrales de la normalidad. 
Este tiempo habitual de trayecto es 
fundamental a efectos de poder com-
probar si ha existido o no este elemen-
to o factor en el eventual accidente. 

Así, la jurisprudencia ha considera-
do y entendido que un exceso de tiem-
po en el trayecto considerado como 

habitual, normal o adecuado impide 
calificar al accidente como “in itine-
re” por falta de este requisito confi-
gurador. Por otro lado, una parada por 
causa ajena al trabajador no obsta para 
otorgar dicha calificación.

En este último sentido, y que como 
hemos mencionado anteriormente 
existe una cierta tolerancia, se mani-
fiesta el Tribunal Superior de Justicia 
de Cataluña a través de su senten-
cia de 21 de enero de 2000, recurso 
8926/1998, “aunque es cierto que la 
jurisprudencia viene entendiendo que 
la interrupción voluntaria del trayecto 
rompe el nexo causal, no se trata de una 
jurisprudencia absolutamente rígida y 
distingue entre interrupciones justifi-
cadas o momentáneas de aquellas otras 
prolongadas o alejadas de las circuns-
tancias requeridas por el propio despla-
zamiento y en el presente caso no puede 
estimarse como una interrupción pro-
longada el que el trabajador al acabar la 
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jornada Laboral y antes de dirigirse a su 
domicilio permaneciera entre 10 y 15 
minutos refrescándose en un bar”.

Por otro lado, y en sentido contra-
rio, se expresa la sentencia de 11 de 
junio de 2012 del Tribunal Superior de 
Justicia de Galicia, recurso 662/2009 
de la siguiente manera, “el ocurrido al 
desplazarse desde el domicilio hasta el 
Centro Asistencial de la Mutua, no es 
posible conceptuarlo como accidente de 
trabajo al faltar uno de los elementos, el 
trabajo, puesto que la trabajador no se 
desplaza desde su domicilio al trabajo, 
sino al de la Mutua. En segundo lugar, 
tal visita no tiene relación directa con 
su trabajo, en tanto parece deducirse del 
hecho probado que aquella llevaba un 
año en situación de incapacidad tem-
poral, por lo que el contrato de trabajo 
estaba suspendido, tal como preceptúa 
el artículo 45,1, c) del Estatuto de los 
Trabajadores  y no puede existir acci-
dente de trabajo cuando no existe tal 
contrato”.

Elemento mecánico o idoneidad de 
medios

Es necesario que se utilice un 
medio de transporte adecuado 
para trasladarse al centro de tra-
bajo y que este se use de manera 
racional por el trabajador. Asimis-
mo, es necesario resaltar que el medio 
no puede estar prohibido por parte de 
la empresa.

Por uso racional del medio por par-
te del trabajador se entiende que no 
exista imprudencia temeraria (artículo 
115.4 apartado b) de la LGSS) como 
por ejemplo el conducir un vehículo 
con una grado alto de alcohol, o con-
ducir omitiendo las señales de tráfico, 
etc.

Así se ha considerado que no 
existe accidente de trabajo “in 
itinere” cuando existe una impru-
dencia temeraria que contempla 
el art. 115.4 b) de la LGSS, rom-
piéndose el necesario e impres-
cindible nexo de causalidad entre 
la lesión y el trabajo. Así lo estable-
ce la sentencia del Tribunal Superior 
de Justicia de Cataluña de 3 de febre-
ro de 2011, recurso 7030/2009, de la 
siguiente forma.

“Las condiciones en las que se produ-
jo el accidente (de intrínseca temeridad) 
del fallecido, nos lleva necesariamente a 
ratificar los argumentos esgrimidos por 
el magistrado de instancia, en cuanto a 
la concurrencia de imprudencia teme-
raria por parte del trabajador, ya que a 
su conducta poniéndose al volante de 
un vehículo a motor con una elevadísi-
ma tasa de alcohol en sangre , se suma 
la conducción tras haber consumido 
estupefacientes, sin adoptar las más mí-
nimas medidas de seguridad en el vehí-
culo y rebasando la velocidad máxima 
permitida, por lo que siendo el acciden-
tado consciente del peligro que entraña-
ba la conducción en esas condiciones, 
asumiendo el riesgo inherente a tales 
circunstancias adversas, era previsible 
que sufriera una pérdida de control del 
automóvil, saliéndose de la vía, como 
así ocurrió; conducta ésta, insistimos, 
que merece el calificativo de temeraria-
mente imprudente. Consecuentemente, 
debe apreciarse la concurrencia de im-
prudencia temeraria que contempla el 
art. 115.4 b) de la LGSS y la inexis-
tencia de accidente laboral, al romperse 
el necesario e imprescindible nexo de 
causalidad entre la lesión y el trabajo.
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Por otro lado, la jurisprudencia más 
reciente permite el uso de otros me-
dios de transporte tales como monopa-
tines, bicicleta, patines, etc, siempre y 
cuando dichos medios se utilicen úni-
ca y exclusivamente para el trayecto 
y desplazamiento al lugar de trabajo. 
En este caso, hemos de tener especial 
atención a que el uso de dichos dis-
positivos o medios no esté prohibido 
por la vía en que se utilizan, ya que en 
caso contrario faltaría este requisito o 
elemento.

Así, el Tribunal Superior de Justicia 
de Cataluña de 12 de junio de 2014, 
recurso 4251/2014 se manifiesta de la 
siguiente forma, “el uso de elementos de 
transporte no contaminantes, como la 
bicicleta u otros elementos de transporte 
que podríamos definir como novedosos 
en tal uso, entre los cuales claramente 
incluimos los patines y el monopatín; y 
tal novedad es socialmente aceptada sin 
rechazo alguno, en la medida en que su 
uso no suponga molestias o riesgo para 
los demás viandantes. En tal sentido no 
vemos ningún obstáculo para considerar 
idóneos los elementos descritos de cara 

al desplazamiento entre el centro de 
trabajo y el domicilio habitual. Piénsese 
en medios de transporte admitidos des-
de antiguo, como puede ser la bicicleta, 
que es admitida para el desplazamiento 
empresa-hogar, pero que a pesar de ello, 
perderá la condición de laboral aquel 
accidente acaecido en desplazamiento 
que, realizado en bicicleta (medio idó-
neo, en términos del recurso) no haya 
utilizado la vía normal y razonable, sino 
que haya incluido una marcha de en-
trenamiento deportivo antes de llegar 
al domicilio aumentando el tiempo, el 
recorrido y desviándose del trayecto or-
dinario”.

Lesiones producidas en el 
tiempo en que se produce el 
trayecto desde el domicilio 
al centro de trabajo

Como ya hemos mencionado 
anteriormente, no existe la pre-
sunción iuris tantum en los ac-
cidentes producidos fuera del 
lugar y tiempo de trabajo como 
“in itinere”. Esta no aplicación de la 

presunción es la que viene a rechazar 
la consideración de accidente “in iti-
nere” a las enfermedades o dolencias 
que surjan durante el trayecto para ir o 
volver al trabajo desde el domicilio ha-
bitual del trabajador, salvo que quién 
pretenda tal calificación pruebe la re-
lación causal entre la lesión producida 
con el trabajo desarrollado.

Dicha exclusión, no impide sin 
embargo que tanto el trabajador 
como sus herederos o causaha-
bientes en su caso, puedan acre-
ditar la existencia del nexo causal 
necesario entre la enfermedad su-
frida en ese trayecto y el trabajo 
desarrollado.

Este argumento se expresa en la 
sentencia de 18 de enero de 2011 
del Tribunal Supremo, recurso 
3558/2008, de la siguiente forma, “ la 
presunción establecida por el legislador 
se mueve en otro nivel, pues hace refe-
rencia a que la lesión exteriorizada en 
el tiempo y lugar de trabajo, y también 
con distinta intensidad, pues la pre-
sunción lo es “iuris tantum” es decir, 
admite prueba en contrario, mientras 
que el accidente “in itinere” se produce 
automáticamente esa calificación “ten-
drán la consideración” dice el legisla-
dor, siempre claro está que concurran 
los requisitos jurisprudenciales que se 
señalan para su calificación, lo que 
produce una inversión en la postura de 
las partes.

La aplicación de la anterior doctri-
na al presente caso obliga a estimar el 
recurso, como en supuesto idéntico hi-
cimos en nuestra sentencia de  24 de 
junio de 2010, recurso 3542/2009, por 
cuanto, al no poder presumirse la exis-
tencia de un nexo causal entre el falle-
cimiento del causante y el trabajo, ya 
que esa presunción juega sólo con rela-
ción a los acaecidos en el tiempo y en el 
lugar del trabajo, no procede calificar 
el óbito como derivado de accidente la-
boral, por cuanto no se ha probado que 
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Conclusiones

Como corolario y, una vez visto cuanto antecede, podemos afirmar que:							    
						    

•	 El accidente “in itinere” se configura a través de dos términos; el lugar de trabajo y el domicilio del trabajador

•	 El lugar de trabajo no plantea problemática alguna, a diferencia del término domicilio del trabajador

•	 El domicilio del trabajador puede ser  el habitual, legal, real, de hecho, o incluso el de vacaciones, siempre que 
exista una conexión normal entre el desplazamiento y trabajo

•	 Tengan lugar una serie de circunstancias o factores que se tienen que dar todas ellas en conjunto (elemento 
teleológico, topográfico, cronológico e idoneidad de medios o mecánico)

•	 Es necesario una relación de causalidad

•	 La persona afectada se tiene que encontrar bajo protección del Régimen General o Especial de la Seguridad 
Social

•	 En el momento del accidente el contrato de trabajo no se debe de encontrar suspendido.

la enfermedad causante de la muerte 
tenga alguna conexión con el trabajo”.

Lesiones producidas en el 
tiempo en que se produce el 
trayecto desde el domicilio 
al centro de trabajo por un 
tercero

La actuación de una tercera 
persona no debe de impedir la ca-
lificación de accidente de trabajo 
“in itinere”, véase que la mayor 
parte de los accidentes ocurren y 
tienen lugar por colisión de vehí-
culos, atropellos, etc, calificándo-
se en su mayoría dichos sucesos 
como accidente de trabajo “in iti-
nere”, siempre y cuando se cum-
plan no se rompa el nexo causal 
entre lesión y trabajo, y siempre 
que no concurra la imprudencia 
temeraria del trabajador.

Únicamente en el supuesto  de que 
existan motivaciones de carácter per-
sonal entre agresor y agredido, queda-
ría roto el nexo de causalidad necesa-

rio. De esta forma se ha declarado la 
inexistencia de accidente “in itinere” 
a la muerte de un trabajador a con-
secuencia de disparos producidos por 
un tercero por cuestiones derivadas de 
relaciones del agresor con la esposa 
de la víctima tal y como establece la 
sentencia del Tribunal Supremo de 20 
de junio de 2002, recurso 2297/2001, 
de la siguiente forma, “parece que es 
ineludible el negar la calificación de 
accidente de trabajo a la muerte por 
agresión sufrida por el esposo de la hoy 
parte recurrente, pues si bien es cierto 
que tal agresión se llevó a cabo en el 
inicio del trayecto al centro de trabajo, 
para el que iba adecuadamente prepa-
rada la víctima de la agresión, sin em-
bargo, la muerte del trabajador aparece 
producida por causas totalmente ajenas 
al trabajo y sí, en cambio, de naturaleza 
personal entre el trabajador y el causan-
te de su muerte”.

Exclusiones

El artículo 115.1 de la LGSS, defi-
ne el accidente de trabajo como “toda 

lesión corporal que el trabajador sufra 
con ocasión o por consecuencia del 
trabajo que ejecute por cuenta ajena”. 
Es decir, sólo se podrán beneficiar 
de las previsiones legales relativa a 
los accidentes de trabajo “in itinere”, 
aquellos trabajadores protegidos por 
el Régimen General o por otros Regí-
menes especiales, siempre y cuando 
en el momento de sufrir el eventual 
accidente no sólo estuviera en vigor 
el contrato de trabajo sino también el 
trabajador obligado a cumplir su pres-
tación de servicios (casos de suspen-
sión de contrato).

No se considera accidente de 
trabajo “in itinere” el sufrido por 
un trabajador autónomo en un 
desplazamiento o trayecto en vir-
tud del artículo 3.3. apartado a) 
del Real Decreto 1273/2003 de 10 de 
octubre, salvo para aquellos trabaja-
dores autónomos económicamente 
dependientes (TRADE), cuya regula-
ción viene establecida en el artículo 
26.3 de la Ley 20/2007, de 11 de julio, 
por el que se aprueba el Estatuto del 
Trabajador Autónomo. n
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EL CASO

Supuesto de hecho

Jaén, 09-11-2012

La parte actora, entidad dedicada a la 
tramitación online de documentación, 

da cuenta de que una entidad de la 
competencia, la actual demandada, ha 
comercializado los mismos servicios a 
través de una página web. 

Sin embargo, la actividad no se desa-
rrolla por el titular de la web, pese a 
las apariencias del contenido, sino que 

de acuerdo con el contenido de las ad-
vertencias legales los datos se ceden a 
otra empresa distinta, no identificada, 
para el desarrollo de la actividad con-
tratada.

Por otro lado, la semejanza con uno 
de los dominios de los que es titular 
la demandante ha llevado a clientes de 
la demandada a cursar reclamaciones 
frente a la parte ahora demandante, 
reclamaciones que realmente iban di-
rigidas a la demandada.

La actuación de la demandada perju-
dica a la parte actora, que en cuanto 
mercantil que ofrece los mismos servi-
cios en el mercado, ha de competir en 
el mercado por clientes que se dejan 
llevar por una publicidad falsa, con la 
que el resultado de la búsqueda en el 
buscador redirige a la web de la parte 
actora.

Objetivo. Cuestión planteada

Pretende la cesación de actividad por 
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competencia desleal de la entidad de-
mandada.

La estrategia. Solución propuesta

Solicita declaración de competencia 
desleal y de cesación de actividad por 
competencia desleal, por la cual se 
condene a la demandada al cese inme-
diato en su comportamiento, prohi-
biéndose cualquier forma de comuni-
cación para promover la contratación 
de sus servicios a través de su web u 
otra construida al efecto que conten-
ga manifestaciones engañosas o falsas 
que induzcan a la contratación de sus 
servicios, así como la emisión de pu-
blicidad en cualquier medio de comu-
nicación, incluido internet, en tanto en 
cuanto no cese en su comportamiento, 
prohibiéndosele que en el futuro se re-
pita el comportamiento realizado has-
ta fecha, así como las costas generadas 
en el presente procedimiento.

EL PROCEDIMIENTO JUDICIAL

Orden Jurisdiccional: Civil

Juzgado de inicio del procedimien-
to: Juzgado de Primera Instancia Nº 4 
y de lo Mercantil de Jaén

Tipo de procedimiento: Procedi-
miento ordinario

Fecha de inicio del procedimiento: 
02-09-2013

Partes

• Entidad Jota

Entidad dedicada a la tramitación on-
line de documentación, centrando su 
actividad en la tramitación de certifi-
cados de registro civiles, legalizaciones 
consulares, certificados de últimas vo-
luntades, etc, que se ve afectada por el 
mal comportamiento de la demandada 
en el mercado.

• Entidad Fénix

Entidad que ofrece los mismos servi-
cios que la parte actora, acusada de 
competencia desleal.

Peticiones realizadas

• Entidad Jota

Solicita declaración de competencia 
desleal y de cesación de actividad por 
competencia desleal, por la cual se 
condene a la demandada a continuar 

ahora y en el futuro a continuar con 
su conducta.

• Entidad Fénix

Alega la inexistencia de mala fe en sus 
actos, y por tanto, la no existencia de 
competencia desleal, perjuicio a los 
consumidores y mucho menos a los 
demás empresarios del mercado.

Argumentos

• Entidad Jota

- Que la actividad de la demandada no 
se desarrolla por el titular de la web, 
pese a las apariencias del contenido, 
sino que de acuerdo con el contenido 
de las advertencias legales los datos se 
ceden a otra empresa distinta, no iden-
tificada, para el desarrollo de la activi-
dad contratada.

- Que la semejanza con uno de los 
dominios de los que es titular la de-
mandante ha llevado a clientes de la 
demandada a cursar reclamaciones 
frente a la parte ahora demandante, 
reclamaciones que realmente iban di-
rigidas a la demandada.

- Que la actuación de la demanda-
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da perjudica a la parte actora, que en 
cuanto mercantil que ofrece los mis-
mos servicios en el mercado, ha de 
competir en el mercado por clientes 
que se dejan llevar por una publicidad 
falsa, con la que el resultado de la bús-
queda en el buscador redirige a la web 
de la parte actora.

• Entidad Fénix

- Que la normativa establece que para 
que la conducta sea calificada como 
engañosa, deben darse los requisitos 
de falsedad e información veraz que 
induzca al error o perjuicio al consu-
midor.

- Que se estima que en las presentes 
actuaciones no sólo no existe falsedad, 
sino que tampoco se ha producido al-
guno a ningún consumidor o destina-
tario de la información.

Normativa

• Entidad Jota

Fondo:

- Ley 34/1998 General de Publicidad. 
Art 6, 2 y 3

- Ley de Competencia Desleal de 10 de 
enero de 1991. Art 5

- Ley 34/2002 de Servicios de la Socie-
dad de Información. Art 10

- Ley de Enjuiciamiento Civil 1/2000 
de 7 de enero. Art 394

Procesal:

- Ley de Enjuiciamiento Civil 1/2000 
de 7 de enero. Art 50, 10, 249

- Ley de Competencia Desleal de 10 de 
enero de 1991. Art 33

• Entidad Fénix

Fondo:

- CE. Art 38

- Ley 34/1988 General de Publicidad 
de 11 de Noviembre. Art 3

- Ley 3/1991, de 10 de enero, de Com-
petencia Desleal. Art 4, 5

- Ley 15/2007, de 3 de julio de Defensa 
de la Competencia. Art 2, 5

- Código Civil. Art 3

Procesal:

- Ley de Enjuiciamiento Civil 1/2000 
de 7 de enero. Art 394

Documentos

• Entidad Jota

Doc 1. Poder

Doc 2. Dossier en el que se describe el 
conjunto de actividades a que se dedi-
ca la mercantil

Doc 3. Acta Notarial

Doc 4. Información que ofrece la pági-
na web de ministerio de justicia acerca 
de la solicitud de certificados

Doc 5. Copia de la información recogi-
da en la web del ministerio

Doc 6. Copia del certificado SSL

Doc 7. Dirección web

Doc 8. Información sobre la mercantil 
obtenida a través de la web

Doc 9. Información sobre el tratamien-
to de los datos personales

Doc 10. Correos electrónicos recibidos

Doc 11. Correo electrónico remitido 

por la demandante en que reconocía 
haber copiado el contenido de la web 
de mi representada cuando lo que que-
ría era haber copiado el del Ministerio 
de Justicia (sic).

Doc 12. Información de la titularidad 
del dominio

Doc 13. Pantallazos de otras empresas 
que ofrecen el mismo servicio

• Entidad Fénix

No aporta documentación

Prueba

• Entidad Jota

Doc 1. Poder

Doc 2. Dossier en el que se describe el 
conjunto de actividades a que se dedi-
ca la mercantil

Doc 3. Acta Notarial

Doc 4. Información que ofrece la pági-
na web de ministerio de justicia acerca 
de la solicitud de certificados

Doc 5. Copia de la información recogi-
da en la web del ministerio

Doc 6. Copia del certificado SSL

Doc 7. Dirección web

Doc 8. Información sobre la mercantil 
obtenida a través de la web

Doc 9. Información sobre el tratamien-
to de los datos personales

Doc 10. Correos electrónicos recibidos

Doc 11. Correo electrónico remitido 
por la demandante en que reconocía 
haber copiado el contenido de la web 
de mi representada cuando lo que que-
ría era haber copiado el del Ministerio 
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de Justicia (sic).

Doc 12. Información de la titularidad 
del dominio

Doc 13. Pantallazos de otras empresas 
que ofrecen el mismo servicio

• Entidad Fénix

No aporta pruebas

Resolución Judicial

Fecha de la resolución judicial: 02-
09-2013

Fallo o parte dispositiva de la reso-
lución judicial:

Condena el cese inmediato en su com-
portamiento del demandado, prohi-
biéndose cualquier forma de comuni-
cación para promover la contratación 
de sus servicios a través de las web 
tramitaciones online u otra construida 
al efecto que contenga manifestaciones 

engañosas o falsas que induzcan a la 
contratación de sus servicios.

Fundamentos jurídicos de la reso-
lución judicial:

Conforme al art. 5 de la Ley de Com-
petencia Desleal, se considera desleal 
por engañosa cualquier conducta que 
contenga información falsa o infor-
mación que, aun siendo veraz, por su 
contenido o presentación induzca o 
pueda inducir a error a los destinata-
rios, siendo susceptible de alterar su 
comportamiento económico, como se 
da en el presente caso.

Jurisprudencia relacionada 
con este caso

Juzgado de lo Mercantil de Madrid 
(Jurisdicción Civil) Nº del recurso 
817/2013, de 18/06/2014. KSP. Mer-
cantil. Marginal 2455461

Documentos disponibles en: www.

ksp.es 				  
Nº de caso: 6573 info@ksolucion.es

1. Demanda 

2. Poder para pleitos 

3. Contestación a la demanda 

4. Sentencia

Formularios jurídicos relacionados 
con este caso

- Demanda en materia de competencia 
desleal

Biblioteca

Disponible en:			 
www.ksp.es Nº de Caso: 6573

Libros

La reforma de la Ley de Competencia 
Desleal

AL JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA DE_

_________ procuradora de los tribunales, en nombre y representación de D.___ mayor de edad, vecino 
de Jaén, con domicilio en ________ con NIF______ cuya representación será conferida apud acta, y bajo 
la dirección letrada de D. _________ del Ilustre Colegio de Abogados de __, con núm. de colegiado_ ante 
este Juzgado comparece y como mejor proceda en Derecho DICE: 

Que por medio del presente escrito, en tiempo y forma, procede a formular CONTESTACIÓN A LA 
DEMANDA interpuesta por la representación procesal de _______ contra mi representado, en recla-
mación de reconocimiento de prescita de competencia desleal, con cesación de ésta, por la que se ha 
instruido el presente procedimiento judicial, demanda que esta aparte considera ni ajustada a la realidad 
y a derecho, basándose la presente contestación de acuerdo con los siguientes hechos y fundamentos,

HECHOS

PRIMERO: Efectivamente____ es un nombre comercial, registrado como marca, a nombre del actor, 
como acredita en la documentación aportada con la demanda, bajo cuya denominación se desarrolla una 
actividad económica por la actora, es decir empresarial, de idénticas características a la desarrollada por 
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esta parte en Internet. 

La actora omite en su demanda el modus operando de esta, pues como se acredita por medio de copia 
de las distintas pantallas de_- en su página web______ es ella precisamente la que manifiesta lo mismo 
que _- manifiesta en su página web, en particular, hace constar:

1.- A diferencia de algunos Registros Civiles, los certificados que deban ser emitidos por Juzgados de 
Paz, no se pueden tramitar a través del servicio online del Ministerio de Justicia. Por este motivo, __ ofre-
ce la tramitación a  través de nuestro portal.

Un Juzgado de Paz no tiene habitualmente los certificados de nacimiento, matrimonio o defunción 
informatizados, por lo que la petición a través del sistema del Ministerio de Justicia no puede realizarse 
en estos casos. La petición debe realizarse presencialmente, o en su defecto por correo postal...

2.- Se ofrece la posibilidad de envíos certificados y mensajería, para facilitar y ASEGURAR la llegada 
del envío

3.- Nos aseguramos de que las solicitudes son fehacientemente recibidas por los registros, dado que 
muchos de ellos tienen habilitado el canal informático a través del ministerio de Justicia pero no lo tienen 
operativo por motivos técnicos o simplemente de falta de personal...

4.- Nosotros tramitamos también en los registros civiles donde las peticiones no se pueden efectuar de 
forma telemática, siendo necesario recurrir a la tramitación tradicional. 

Cuando se solicita a través del Ministerio de Justicia los certificados del Registro Civil Central, debido 
al gran atasco que tiene el citado registro civil, __ obtiene estos certificados de nacimiento, matrimonio  
y defunción mucho más rápido ...

5.- Las tramitaciones en el Registro Civil Central de Madrid son mucho más fáciles y rápidas a través 
de nuestro servicio, cuando se solicita a través del servicio online del Ministerio de Justicia los certifica-
dos del Registro Civil Central, la demora en la entrega es de varios meses, debido al gran atasco que tiene 
el citado registro certifica obtiene estos certificados de nacimiento, matrimonio  y defunción mucho más 
rápido ...

6.- El coste de la tramitación de cada certificado es de 34 euros, más los suplementos opcionales por 
el tipo de envío y tipo de registro...

7.- Le informamos de las limitaciones y desventajas del sitio oficial del ministerio. 

8.- Con relación al AVISO LEGAL de la mencionada página: 

Limitación de responsabilidad. ______ no garantiza la inexistencia de interrupciones o errores en el 
acceso a la página web o a su contenido, ni que ésta se encuentre actualizada....

Se adjunta como documento número uno copia de las distintas pantallas que componen la página web 
de la actora, a los efectos de acreditar lo que ésta manifiesta expresamente en su página. 

SEGUNDA.- Esta parte, conocida por la actora y denominada en la demanda a como es una empresa 



   Economist & Jurist   49

dedicada efectivamente a tramitaciones de certificados de matrimonio, nacimiento y defunción, expe-
didos por los organismos públicos, para lo cual se publicitan dichos servicios a través de la página web.

El dominio ______ no es propiedad de ésta parte, sino de _____ cómo se acredita en la documental 
aportada con la demanda, documento 12. 

La titularidad de la página web de________así como del dominio de Internet, fue cedido por parte de 
D. ________ en nombre propio y en representación de___________ por medio de escrito suscrito entre 
ambas parts el día 30/07/2012, que tenía efectos a partir del día 1/08/2012.

Se adjunta como documento número dos copias de dicho documento de cesión de derechos. 

Esta parte se encuentra al corriente de sus obligaciones tributarias, como se acredita por medio de 
certificado expedido por la Agencia Estatal Tributaria, con fecha de 05/02/2013, adjuntándose como do-
cumento tres al presente escrito.

Tras la cesión de derechos, el demandado solicitó al gestor de la página web y del dominio de ______ 
es decir, a _______________ se procediera a actualizar la página web, así como hacer las tramitaciones 
correspondientes para modificar la titularidad del domino, si bien observando en el mes de agosto que 
no se había corregido los datos contenidos en la página y el aviso legal, se requirió para que nuevamente 
se hiciera, lo cual se llevó a efecto del día 07/09/2012, en cuanto las condiciones de uso y con fecha 
24/08/2012 el contenido del Aviso Legal.

Prueba de lo anteriormente expuesto, es el certificado expedido por la empresa __________ de fecha 
05/02/2013, por el que se reconoce el error por su parte en la trascripción correcta de los datos facili-
tados por el demandado para que se modificaran, adjuntándose como documento cuatro copia de dicho 
certificado.

Se adjuntan como documentos 22 y 23 copia de Aviso Legal de las Condiciones de Tramitación y Polí-
tica de Privacidad, de la página_____ en los que se puede verificar que sus contenidos se encuentran co-
rregidos, tal y como se certifica por Idento, en el documento número cuatro, modificación que se efectuó 
mucho antes de la presentación de la demanda por el actor.

TERCERA.- La actora, mientras acusa al demandado de realizar manifestaciones incierta en su pági-
na web, es precisamente la propia actora la que no solo manifiesta lo mismo en su página web, sino que 
expresamente se reconoce como ciertos todos y cada uno de los hechos que se imputan a esta parte como 
inciertos.

Para analizar cada una de las descalificaciones que se realizan en la demanda, procedemos a su análisis 
individualizado. 

A. Se encargan de tramitar de forma segura certificados para cualquier personal, cualquier día y cualquier 
registro civil, incluidos los no informatizados, algo que no podrá hacer desde el servicio gratuito del ministerio.

Para aclarar esta afirmación, basta con leer con detenimiento las distintas pantallas de la página web del 
actor, de tal modo que es el propio actor, el que manifiesta: 

“A diferencia de algunos Registros Civiles, los certificados que deban ser emitidos por Juzgados de Paz, no se 
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pueden tramitar a través del servicio online del Ministerio de Justicia. Por este motivo, Certifica la tramitación 
a través de nuestro portal. 

...Un Juzgado de Paz no tiene habitualmente los certificados de nacimiento, matrimonio o defunción in-
formatizados, por lo que la petición a través del sistema del ministerio de Justicia no puede realizarse en estos 
casos. La petición debe realizarse presencialmente, o en su defecto por correo postal...

.. De esta forma ahorrará tiempo no teniendo que localizar al Secretario Judicial, Juez de Paz...

“Nosotros tramitamos también en los registros civiles donde las peticiones no se pueden efectuar de forma 
telemática, siendo necesario recurrir a la tramitación tradicional.

Cuando se solicita a través del Ministerio de Justicia los certificados del Registro Civil Central, debido 
al gran atasco que tiene el citado registro civil, ____ obtiene estos certificados de nacimiento, matrimonio y 
defunción mucho más rápido..

Estas expresiones, no solo son similares a la que el demandado indica en su página web, sino que lo 
expuesto en ambas páginas web (la del actor y la del demandado), se ajustan a la realidad, por los siguien-
tes motivos:

1.- En el Ministerio de Justicia, no se tiene acceso a todos los registros civiles y Juzgados de Paz de tal 
modo que solamente puede facilitar información de aquellos datos inscritos en gran parte de los registros 
civiles, pero en aquellos que no se tiene informatizado debe ser solicitados los certificados de modo pre-
sencial o por correo ordinario, al juzgado de Paz

2.- El propio Ministerio de Justicia, en su página______ en certificada/certificación de Nacimiento, 
hace constar expresamente: 

“Importante: Solamente puede presentar su solicitud por esta vía si la fecha del hecho es posterior al 1 de 
enero de 1950”

Por lo tanto cualquier solicitud de nacimiento de fecha anterior a 1/1/1950, no se puede solicitar te-
lemáticamente al ministerio de Justicia, de tal modo que debe realizarse la tramitación personalmente o 
por correo ordinario, previa averiguación del registro civil o Juzgado de Paz que puede tener dichos datos. 

Lo mismo sucede con las certificaciones de matrimonio, que establece: 

“Importante; Solamente puede presentar su solicitud por esta vía si la fecha del hecho es posterior al 1 de 
Enero de 1950”

3.-En el acceso a la página web del ministerio de Justicia, cuando se solicita acceder dentro de una 
provincia española a los distintos Juzgados de Paz y Registro Civil, no aparecen todos los juzgados de Paz, 
sino solamente algunos, en particular los que están conectados informáticamente con el ministerio, pero 
no todos, lo que imposibilita al solicitante realizar dicha solicitud telemáticamente.

Se adjunta como documento número siete, copia de la pantalla de la sede electrónica del Ministerio 
de Justicia
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4.- Cuando se solicita certificaciones de fecha anteriores a 1/1/1950, se recibe en muchas ocasiones 
denegaciones de certificación por desconocido o error. 

B. Obtenga su certificado en menos tiempo, También si el hecho ocurrió en el extranjero. 

En este caso igualmente basta con leer con detenimiento las distintas pantallas de la página web del 
actor, de tal modo que es el propio actor, el que manifiesta: 

“.... De esta forma ahorrará tiempo no teniendo que localizar al secretario Judicial, Juez de Paz,....”

“Cuando se solicita a través del Ministerio de Justicia los certificados del Registro Civil Central, debido 
al gran atasco que tiene el citado registro civil, ___ obtiene estos certificados de nacimiento, matrimonio y 
defunción mucho más rápido...”

“Las tramitaciones en el Registro Civil Central de Madrid son mucho más fáciles y rápidas a través de 
nuestro servicio. Cuando se solicita a través del servicio online del Ministerio de Justicia los certificados del 
Registro Civil Central, la demora en la entrega es de varios meses, debido al gran atasco que tiene el citado 
registro. Certifica obtiene estos certificados de nacimiento, matrimonio y defunción mucho más rápido...

Para aclarar este apartado simplemente basta con analizar la imposibilidad de tramitar toda clase de 
certificados a través del servicio telemático del ministerio de Justicia, pues como se ha acreditado con 
los documentos aportados por esta parte, cuando no se puede tramitar por dicho servicio, debe realizar la 
tramitación personalmente o por correo ordinario, de tal modo que la falta de conocimiento de la tramita-
ción por parte del solicitante le puede suponer grandes tardanzas, que en cambio se ve reducida cuando el 
tramitador no solo conoce el procedimiento a seguir, sino que dispone de medios de gestión más eficaces 
que los que puede llevar a efecto el solicitante.

C.- Le enviamos el certificado de manera segura, nunca por correo ordinario como ministerio, con 
riesgo de extravío.

En este caso nuevamente es la propia actora, la que manifiesta en su página web:

“Se ofrece la posibilidad de envíos certificados y mensajería, para facilitar y asegurar la llegada del envío”

Por lo tanto es la propia actora, la que igualmente manifiesta que ellos remiten los certificados de modo 
seguro. 

Por otra parte, la demandada manda a los solicitantes del servicio los certificados por mensajería o por 
correo certificado, a los efectos de poder evitar, en la mayoría de los casos, el extravío de dichos docu-
mento. 

Se acompaña como documento 14, certificación de la empresa de mensajería_ de 11/02/2013, por el 
que se reconoce que desde diciembre del 2011, se vienen realizando la entrega de dichos documentos por 
su empresa, primero a nombre de _______ y posteriormente a nombre del demandado. 

Se adjunta igualmente como documento 15 relaciones y justificantes de envíos por correo certificado 
por parte de la demandada, que acredita igualmente la necesidad de entrega personalizada de los certifi-
cados a los solicitantes.
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CASOS 
PRÁCTICOS

Con relación a que la actividad económica no se desarrolla directamente por la demandada, se reitera 
que o se ajusta a la realidad pues desde mediados del año 2012, en que se cedieron los derecho de explo-
tación por parte de ___-- al demandado, todos los servicios son prestados directamente por el demandado, 
sin ceder a ninguna otra empresa la gestión de las tramitaciones, debiéndose a un erro en la actualización 
de la página el hecho advertido en el apartado 7 y 8de la página web, de tal modo que es también el pro-
pio actor el que manifiesta en su página web en el aviso legal: “Limitación de responsabilidad. Certifica no 
garantiza la inexistencia de interrupciones o errores en el acceso a la página web o a su contenido, ni que ésta 
encuentre actualizada...”

El error de mantenimiento de la página web, por parte de la empresa encargada de dicho manteni-
miento ha sido acreditado con el documento número 4 presentado con esta contestación a la demanda.

CUARTO.- Con relación a la presunta falsedad de la información que aparece en la página web del 
demandado, no se ajusta a la verdad, pues cuando se manifiesta en la misma sí se ajusta a la realidad, 
pues el servicio se presta directamente por el demandado como se ha quedado acreditado por medio de 
la documental aportada, hecho que es perfectamente conocido por el actor.

En este hecho no nos vamos a extender más, pues las cuestiones tratadas ya han sido aclaradas en 
los apartados anteriores, reiterando que cuantas acusaciones se realizan a esta parte, por presuntamente 
falsas, no son falsas además de ser los mismos que realiza el actor en su página web. 

Pero es más, precisamente la confusión al solicitante la crea el actor pues su página es es_______ es 
decir se crea la apariencia de ser un organismo público u organización, o una entidad sin ánimo de lucro, 
al no solo utilizar la misma denominación que los registros, sino la extensión ORG, de tal modo que dicho 
dominio fue creado por Internet para organizaciones o asaciones sin ánimo de lucro. 

Precisamente el actor, no solo no es una organización, sino que menos aún una entidad sin ánimo de 
lucro, como el mismo reconoce de contenido de su página web, y del escrito de demanda. 

QUINTO.- En relación a los errores advertidos por el actor, en la página web del  demandado, fueron 
corregidos antes de presentarse la demanda, debiéndose a un error en el gestor de la página web, como 
ha quedado acreditado, por lo que no vamos a reiterar nuevamente los mismos argumentos esgrimidos 
anteriormente, de tal modo que por simplificar nos remitimos nuevamente a estos.

En cuanto a la titularidad del certificado expedido por _______ con fecha 15/11/2012 se remitió 
correo electrónico por parte de D._______ a Dª_de ____ indicándole que se había cedido las páginas 
web_______ y _______ a D_______

IV-PROCEDIMEINTO

V- CUANTÍA DEL PLEITO

VI- DERECHO SUSTANTIVO O DE FONDO

A-Contitución española. art. 38

B.- Ley 34/1988, de 11 de noviembre, general de publicidad art.3
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C.-Ley 3/1991, de 10 de enero, de competencia desleal. art. 4.1 y 5

D.- Ley 15/2007 de 3 de julio de defensa de la competencia, art. 2.2, 5 

E.- Código Civil. Art. 3

VII.- COSTAS. ART 394 LEC

Por cuanto acontece,

Suplica al juzgado, que tenga por presentado este escrito, se sirva admitirlo, con las copias y documen-
tos que se acompañan, y tener por contestada en tiempo y forma la demanda interpuesta por la represen-
tación procesal de ______ y tras los trámites procesales pertinentes se dicte en su día sentencia por la que 
se desestime íntegramente la demanda interpuesta, con expresa condena en costas a la parte actora, por 
ser de justicia que respetuosamente pide en Jaén a 26 de febrero de 2013______ así como se informara 
la tramitación que se debía seguir para realizar dicho cambio, de tal modo que tras varias conversaciones 
telefónicas y correos electrónicos, se requirió el cambio de titularidad, estando pendiente de cambio de-
finitivo, lo cual no significa que dicha página no se encuentre garantizada plenamente por _________ y 
prueba de ellos es que ni ha habido queja o reclamación alguna por ningún consumidor o usuario.

________no es más que un sistema de garantía para los consumidores, los cuales se ven protegidos 
con dicha certificación, la cual se dispone por el titular de la página web, _________-- y que en cambio 
no la dispone el actor.

Igualmente se hace constar que el titular del dominio _____ es_____ la cual la tiene cedido el uso de 
dicho dominio al demandado, hasta que venza el derecho, el próximo día 18/07/2013, fecha en la que se 
procederá al cambio de la titularidad de dicho dominio en Internet, por parte de la titular anterior a la 
actual.

Por otra parte, la página web de_______ tiene concedida como medida de seguridad en la navegación 
por Internet del certificado SSSL, es decir como zona segura de navegación y acceso, estando dicho certi-
ficado de seguridad vigente hasta el día 12/12/2013, de tal modo que la seguridad se concede a la página 
no a su titular, de tal modo que acreditado que la mencionada seguridad informática de navegación en 
Internet se concede a página web no al titular de ésta, dicha garantía permanece tras la cesión efectuada 
de la página por su titular anterior al actual, seguridad que no dispone el actor, pues no acredita disponer 
de dicho certificado.

Se aporta como documentos 20 y 21 la factura de pago de dicha seguridad, así como la certificación de 
titularidad de dicho dominio asegurado con SSL, y su vigencia.

Con relación a la semejanza de los dominios, en particular el del actor y el del demandado, debemos 
hacer constar que no existe confusión alguna, pues en todo caso la confusión la provoca el propio actor al 
utilizar en el dominio de éste la extensión .org, la cual, como se ha manifestado anteriormente está desti-
nada para organizaciones y entidades sin ánimo de lucro sin que el actor sea ninguna de las dos.
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El arbitraje estatutario

Sergio Sánchez  Solé. Socio de Garrigues

El arbitraje estatutario (esto es, el arbitraje que se instituye a través de una cláusula de los estatutos 
sociales) se halla reconocido en nuestro ordenamiento mediante los artículos 11 bis y 11 ter de la Ley 
60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje (introducidos a su vez por la Ley 11/2011, de 20 de mayo, 
de reforma de la Ley 60/2003)1. Referencias al arbitraje estatutario también pueden encontrarse igual-
mente en el Reglamento del Registro Mercantil, y concretamente en sus artículos 114 y 1752, así como 
también en el artículo 18 de la Ley 2/2007, de 15 de marzo, de Sociedades Profesionales3. Del mismo 
modo, debe tenerse en cuenta finalmente, al menos por lo que a los efectos del presente trabajo se re-
fiere, la regulación del arbitraje estatutario que se contiene en el actual redactado del artículo 213-20 
del Anteproyecto de Ley del Código Mercantil4.

SUMARIO
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	 a) Escritura Pública e Inscripción en el Registro Mercantil						    
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	 c) Protocolización del Laudo
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	 c) Disolución y Liquidación de Sociedades								      
	 d) Responsabilidad de Administradores								      
	 e) Separación y Exclusión de Socios

5.	 Arbitraje de derecho o de equidad
6.	 Anulacion por laudo de acuerdos societarios inscribibles
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	 1 Artículo 11 bis. Arbitraje estatutario.											         
	 1. Las sociedades de capital podrán someter a arbitraje los conflictos que en ellas se planteen.					   
	 2. La introducción en los estatutos sociales de una cláusula de sumisión a arbitraje requerirá el voto favorable de, al menos, dos tercios 	
	 de los votos correspondientes a las acciones o a las participaciones en que se divida el capital social.				  
	 3. Los estatutos sociales podrán establecer que la impugnación de los acuerdos sociales por los socios o administradores quede sometida a 	
	 la decisión de uno o varios árbitros, encomendándose la administración del arbitraje y la designación de los árbitros a una institución arbi	
	 tral.													           
Artículo 11 ter. Anulación por laudo de acuerdos societarios inscribibles.								     
	 1. El laudo que declare la nulidad de un acuerdo inscribible habrá de inscribirse en el Registro Mercantil. El “Boletín Oficial del Registro 	
	 Mercantil” publicará un extracto.											        
	 2. En el caso de que el acuerdo impugnado estuviese inscrito en el Registro Mercantil, el laudo determinará, además, la cancelación de su 	
	 inscripción, así como la de los asientos posteriores que resulten contradictorios con ella.						   
2  En dichos artículos se reconoce expresamente, tanto para la sociedad anónima (art. 114) como para la sociedad de responsabilidad limitada (art. 
175), la inscribibilidad de “el pacto por el que los socios se comprometen a someter a arbitraje las controversias de naturaleza societaria de los socios 
entre sí y de éstos con la sociedad o sus órganos”.										        
3  Artículo 18. Cláusula de Arbitraje.											         
	 El contrato social podrá establecer que las controversias derivadas del mismo que surjan entre los socios, entre socios y administradores, y 	
	 entre cualesquiera de éstos y la sociedad, incluidas las relativas a separación, exclusión y determinación de la cuota de liquidación, sean 	
	 sometidas a arbitraje, de acuerdo con las normas reguladoras de la institución.						    
4  Artículo 213-20. Arbitraje estatutario.										        
	 1. Salvo en el caso de las sociedades cotizadas, los estatutos podrán establecer que las controversias o conflictos que se susciten en la in	
	 terpretación y en la aplicación de las normas en ellos contenidas, las impugnaciones de los acuerdos sociales por socios o por administrado	
	 res, el ejercicio de la acción social de responsabilidad por la sociedad o por los socios contra los administradores o liquidadores o contra 	
	 quienes hubieren ostentado cualquiera de estas condiciones y cualesquiera otros conflictos de naturaleza societaria se resolverán mediante 	
	 arbitraje de Derecho por uno o varios árbitros, encomendándose la administración del arbitraje y la designación de los árbitros a una insti	
	 tución arbitral.												          
	 2. En las sociedades personalistas, la introducción en los estatutos de una cláusula de sumisión a arbitraje requerirá el consentimiento de 	
	 todos los socios; en las sociedades de capital, el voto favorable de, al menos, dos tercios de los votos correspondientes a las participaciones 	
	 sociales o a las acciones en que se divida el capital social.								      
5  Arts. 20 y 22 de la Ley de Sociedades de Capital.									       
6  MERINO MERCHÁN, José Fernando, Configuración del Arbitraje Intrasocietario en la Ley 11/2011, en Revista Jurídica de Castilla y León, 
núm. 29, enero de 2013, pág. 33.											         
7  La protocolización del laudo para su inscripción en el Registro Mercantil, cuando el acuerdo anulado constase en documento notarial aparecía 
sin embargo en los precedentes parlamentarios de la Ley de Reforma, habiendo sido finalmente eliminada en el texto definitivo.

ASPECTOS FORMALES

Escritura Pública e Inscripción en 
el Registro Mercantil

En el artículo 11 bis se regula la 
cláusula arbitral incorporada en los 
estatutos de las sociedades de capital, 
contenidos a su vez en escritura públi-
ca inscrita en el Registro Mercantil5. 
En el caso del arbitraje estatutario la 
protocolización notarial del convenio 
arbitral es en consecuencia un requi-
sito indispensable.

Publicidad de la Demanda Arbitral

A diferencia de lo que sucede en 
legislaciones de otros países vecinos, 
el artículo 11 bis no establece meca-
nismo alguno de publicidad de la de-
manda arbitral, por parte de la propia 
sociedad. Parecería recomendable 
no obstante, por razones obvias, que 
los socios pudiesen conocer de algún 
modo la existencia y contenido de la 
demanda6.

Protocolización del Laudo

Nada exige la norma sobre la even-
tual protocolización del laudo, no obs-
tante la inscribibilidad del mismo en 
el Registro Mercantil, debiendo por 
tanto poder aceptarse sin mayores pro-
blemas la inscripción del laudo plas-
mado en documento privado7.

ÁMBITO OBJETIVO

Arbitraje Estatutario

Como se ha dicho, la referencia 
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•	 Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje. (Normas básicas. Mar-
ginal: 24330). Arts.; 2.1, 11 bis y 11 ter, 18, 114, 175 y 213-20

•	 Ley 11/2011, de 20 de mayo, de reforma de la Ley 60/2003, de 23 
de diciembre, de Arbitraje y de regulación del arbitraje institucional 
en la Administración General del Estado.  (Legislación General. Mar-
ginal: 178807)

•	 Real Decreto 1784/1996, de 19 de julio, por el que se aprueba 
el Reglamento del Registro Mercantil. (Normas básicas. Marginal: 
3699)

•	 Ley 2/2007, de 15 de marzo, de sociedades profesionales. (Normas 
básicas. Marginal: 63575)

•	 Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, por el que se aprue-
ba el texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital. (Normas 
básicas. Marginal: 109184). Arts.; 20, 22, 127.1, 200.1 y 201.3, 
224 bis y 347

•	 Constitución española. (Normas básicas. Marginal:1). Art. 24

•	 Ley 31/2014, de 3 de diciembre, por la que se modifica la Ley de 
Sociedades de Capital para la mejora del gobierno corporativo. (Nor-
mas básicas. Marginal: 6924058)

realizada en el título del artículo 11 bis 
al “arbitraje estatutario”, aunque ca-
rezca por sí misma de valor normativo, 
nos permite ubicar el contenido del 
artículo en el ámbito de los esta-
tutos sociales, excluyendo a priori 
de su aplicación, por tanto, el con-
venio arbitral parasocial o extraes-
tatutario, que sólo surte efectos entre 

quienes lo pactan, sin obligar al resto de 
socios, definición que incluiría incluso 
la cláusula arbitral contenida en el re-
glamento interno de la junta general8. 
En este sentido, la publicidad de 
la cláusula estatutaria arbitral me-
diante su inscripción en el Registro 
Mercantil le otorga eficacia erga 
omnes frente a todos los socios9.

Cláusula Estatutaria y Convenio 
Arbitral

Por otro lado, la referencia a una 
cláusula estatutaria de sumisión a arbi-
traje no impide considerar, en nuestra 
opinión, la existencia en dicha cláusula 
de un verdadero convenio arbitral, tanto 
más cuanto como es sabido,  los estatu-
tos forman parte integrante del contrato 
de sociedad10.

Quórum Reforzado de Votación

En el artículo 11 bis. 2 se es-
tablece un quórum reforzado de 
votación de dos tercios del capital 
social para la introducción de una 
cláusula arbitral en estatutos. Más 
allá de las dudas que se han planteado 
sobre la posibilidad de introducir esta 
cláusula en el acto fundacional y, sobre 
todo, sobre la posible inconstitucionali-
dad de esta disposición11, llama la aten-
ción que no se distinga entre primera 
y segunda convocatoria de la junta, ni 
entre sociedad anónima y sociedad de 
responsabilidad limitada.

Debe entenderse por otro lado que 
este quórum reforzado será exigible no 
sólo para la introducción de la cláusula 
arbitral, sino que también, lógicamente, 
para su modificación.

Este quórum debe poder reforzarse 
en los estatutos de la sociedad, sin lle-
gar a poder exigirse la unanimidad, no 
obstante12. 

      	8  V. OLIVENCIA RUIZ, Manuel, El Arbitraje en el Anteproyecto de Código Mercantil, en Revista Internacional de Doctrina y Jurisprudencia de 
la Universidad de Almería, www.ual.es, critica que el artículo 11 bis no distinga entre arbitraje estatutario y convenio arbitral extra-estatutario.  V. 
también el art. 213-20 del Anteproyecto de Ley del Código Mercantil (transcrito en la nota 3 del presente trabajo), que parece admitir, aunque sin 
regularlo, el arbitraje común extra-estatutario.										        
9  V. CALAZA LÓPEZ, Sonia, El Arbitraje Societario, en Boletín de la Facultad de Derecho de la UNED, núm. 21, 2003, pág. 203, que sostiene 
no obstante, citando a otro autor, que no es precisa la publicidad registral para que la cláusula arbitral afecte a los socios futuros.			
10  V. al respecto OLIVENCIA RUIZ, Manuel, Artículo 11 bis. Arbitraje Estatutario, en www.cuatrecasas.com, pág. 5, que señala como única 
excepción a la naturaleza convencional de la cláusula el caso de las sociedades unipersonales constituidas por acto unilateral (art. 19.1de la Ley de 
Sociedades de Capital). Ver sin embargo el apartado 4.2 de este trabajo y, en especial, la nota 14 de este trabajo.				  
11  V. el apartado 4.2 del presente trabajo y, sobre todo, la nota 15 de este trabajo también.						    
12  V. arts. 200.1 y 201.3 de la Ley de Sociedades de Capital. V. también GARCÍA-VALDECASAS, José Ángel, Sobre el Arbitraje Societario, en 
Informe Práctico del Mes de Julio de 2013 para Registros Mercantiles, en www.notariosyregistradores.com, que justifica la no posibilidad de exigir 
la unanimidad en la prohibición del art. 200.1 para las sociedades de responsabilidad limitada y en los antecedentes parlamentarios del artículo 11 
bis. 2 (ver la nota 14 del presente trabajo).
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“En la sociedad personalista, la 
introducción de la cláusula arbitral sólo 
podrá llevarse a cabo mediante acuerdo 
unánime de todos los socios”

ÁMBITO SUBJETIVO

Clases de Sociedades

Llama la atención la referencia 
realizada en el artículo 11 bis. 1 a las 
sociedades de capital, que parecería 
excluir de este modo la posibilidad 
de incluir cláusulas arbitrales en los 
pactos de las sociedades personalistas. 
Más lógico parece concluir sin embar-
go que del artículo 11 bis. 1 no puede 
deducirse la prohibición sin más de las 
cláusulas arbitrales en las sociedades 
personalistas o incluso en las coopera-
tivas, aunque el régimen de las dichas 
cláusulas no será lógicamente el mis-
mo que se prevé en el artículo 11 bis. 
Por ejemplo, en la sociedad perso-
nalista, la introducción de la cláu-
sula arbitral sólo podrá llevarse a 
cabo mediante acuerdo unánime 
de todos los socios (a diferencia de 
lo previsto en el artículo 11 bis. 2 para 
las sociedades de capital).13

Socios Ausentes y Socios 
Disidentes

Una de las principales peculia-
ridades del arbitraje estatutario es 
ciertamente que cuando la cláu-
sula arbitral no se ha introducido 
en los estatutos fundacionales, 
sino que en su modificación, el  arbi-
traje no sólo obliga a los socios que vo-
taron a favor de la introducción de la 
cláusula de sumisión a arbitraje en los 
estatutos, sino que también a aquellos 
socios que no hubiesen asistido a la 
junta en la que se hubiese votado la 
introducción de la cláusula, e incluso 
a aquéllos otros que habiendo asistido, 
hubiesen votado en contra. 

Que el arbitraje pueda impo-
nerse a los socios ausentes o in-
cluso a los  socios disidentes, es 
la consecuencia lógica de que la 

cláusula estatutaria haya sido in-
troducida por un acuerdo social, 
válidamente adoptado en junta 
general por una mayoría determi-

      	13  V. OLIVENCIA RUIZ, Manuel, Artículo 11 bis., ob. cit., págs. 5-6, que apunta que el propósito del artículo 11.bis 1 no puede ser el excluir a 
las sociedades personalistas de la facultad de establecer en escritura una cláusula arbitral, sino el de aclarar los aspectos tratados en este artículo 
con relación a las sociedades de capital, y también, en el mismo sentido, MANGA ALONSO, María Teresa, Pasado, Presente y Futuro del Arbitraje 
Estatutario, en Revista Internacional de Estudios de Derecho Procesal y Arbitraje, núm. 3-2013, pág. 46. Finalmente, v. también el art. 213-20 del 
Anteproyecto de Ley del Código Mercantil (transcrito en la nota 3 del presente trabajo). Por otro lado cabe resaltar que en este artículo se excluye 
que las sociedades cotizadas puedan tener una cláusula arbitral en sus estatutos (v. el comentario favorable a esta exclusión que realiza OLIVEN-
CIA RUIZ, Manuel, en El Arbitraje en el Anteproyecto de Código Mercantil, ob. cit.).
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“En el artículo 11 bis.1 se establece la 
posibilidad de dirimir por la vía arbitral 
“todos los conflictos” que se planteen en 
las sociedades de capital”

nada de socios (en lugar de en un 
contrato suscrito por la totalidad de 
las partes del mismo)14: Sin embar-
go, ello ha llevado a algunos autores 
a plantearse la posible inconstitucio-
nalidad del indicado artículo 11 bis. 
2, en la medida en que la imposición 
de la vía arbitral a aquellos socios que 
no han consentido renunciar a la vía 
jurisdiccional, podría constituir una 
vulneración del derecho a la tutela ju-
dicial efectiva que se consagra en el 
artículo 24 de la Constitución Espa-
ñola15.

Socios Futuros

Del mismo modo, la cláusula de 
sumisión a arbitraje, en la medida 
en que se incorpora a los estatu-
tos sociales, pasa a formar parte 
de la propia condición de socio y, 
por mor de la publicidad que otorga la 
inscripción en el Registro Mercantil, a 
ser oponible a los terceros, obligando 

de este modo no sólo a los socios fun-
dadores o a quienes eran socios en el 
momento en que se introdujo la cláu-
sula arbitral estatutaria, sino que tam-
bién a los herederos de dichos socios 
y a cuantos adquieran en el futuro, 
derivativamente o de forma originaria, 
acciones o participaciones de la socie-
dad16.

Titulares de Derechos Reales

Por otro lado, los titulares de de-
rechos reales sobre las acciones o 
las participaciones quedarán vin-
culados por la cláusula estatuta-
ria de sumisión a arbitraje, en la 
medida en que el ejercicio de los 
derechos del socio les sea atribui-
do por los estatutos sociales17.

Administradores

No ofrece duda que los conflictos 
entre la sociedad o los socios con los 

administradores puedan ser objeto de 
arbitraje18. Es admisible incluso la su-
misión a arbitraje de los conflictos en-
tre los propios administradores19. 

Liquidadores

Aunque no se prevea expresamente 
en el art. 11 bis., tampoco vemos in-
conveniente alguno para que la cláu-
sula arbitral pueda extenderse a los 
conflictos que puedan surgir entre la 
sociedad o los socios frente a los liqui-
dadores20.

Auditores

Por el contrario, no creemos posi-
ble que los auditores se vean vincula-
dos por la cláusula estatutaria arbitral, 
y ello sin perjuicio de la posible intro-
ducción de un convenio arbitral en el 
correspondiente contrato de servicios 
entre los auditores y la sociedad, in-
clusión que lógicamente sí sería admi-
sible.

Obligacionistas

Aunque ciertamente no son objeto 
de mención expresa en el artículo 11 
bis, no vemos inconveniente en que una 
cláusula estatutaria arbitral que, lógica-
mente, así lo prevea, pueda extender sus 
efectos a los obligacionistas21.

      	14  El Proyecto de Ley de Reforma presentado por el Gobierno exigía sin embargo que la introducción de la cláusula arbitral en modificación de 
estatutos fuese aprobada por todos los socios. OLIVENCIA RUIZ, Manuel, Artículo 11 bis., ob. cit., pág. 7, afirma de este modo que en estos 
casos el arbitraje estatutario no nacería de convenio.									       
15  V. OLIVENCIA RUIZ, Manuel, Artículo 11 bis., ob. cit., pág. 7 y El Arbitraje en el Anteproyecto de Código Mercantil, ob. cit., en el que se citan 
los apoyos de varios autores. En contra, FERNÁNDEZ-ARMESTO, Juan, El Arbitraje Societario Tras la Última Reforma, Anales de la Academia Ma-
tritense del Notariado, Tomo LII, Separata, págs. 148-149, que sostiene que la exigencia de unanimidad del Proyecto de Ley repugnaba el principio de 
mayoría de capital de nuestro derecho societario, y equivalía de facto a una prohibición. En el mismo sentido, MERINO MERCHÁN, José Fernando, 
Configuración del Arbitraje Intrasocietario en la Ley 11/2011, ob.cit., pág. 35. Debe tenerse en cuenta finalmente que en el artículo 271-5 1 (d) del 
Anteproyecto de Ley del Código Mercantil se concede un derecho de separación al socio de una sociedad de capital que haya votado en contra de 
introducir en los estatutos sociales una cláusula de sumisión a arbitraje de las controversias o conflictos de naturaleza societaria (solución inspirada en 
el Derecho italiano que igualmente critica, por varios motivos, OLIVENCIA RUIZ, Manuel, en El Arbitraje en el Anteproyecto de Código Mercantil, 
ob. cit.). En cualquier caso, en la actualidad nada impediría, obviamente, el reconocimiento de un derecho de separación para estos casos por vía 
estatutaria (art. 347.1 de la Ley de Sociedades de Capital).									       
16  V. la nota 9 de este trabajo.											         
17  V. art. 127.1 (para el usufructo) y 132.1 (para la prenda) de la Ley de Sociedades de Capital.						    
18  V. MANGA ALONSO, María Teresa, Pasado, Presente y Futuro del Arbitraje Estatutario, ob.cit., pág. 64.				  
19  V. R/DGRN de 25 de junio de 2013.											        
20  V., a favor, MERINO MERCHÁN, José Fernando, Configuración del Arbitraje Intrasocietario en la Ley 11/2011, ob. cit., pág. 25.		
21  En contra, MERINO MERCHÁN, José Fernando, Configuración del Arbitraje Intrasocietario en la Ley 11/2011, ob.cit., pág. 25 y también MAN-
GA ALONSO, María Teresa, Pasado, Presente y Futuro del Arbitraje Estatutario, ob.cit., pág. 64.



   Economist & Jurist   59

jurisprudencia

www.ksp.es

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 26 de noviembre de 2014, 
núm. 647/2014, Nº Rec. 2122/2012, (Marginal: 69344252) 

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 11 de enero de 2013, 
núm. 818/2013, Nº Rec. 2236/2010, (Marginal: 69344251)

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 19 de octubre de 2010, 
núm. 614/2010, Nº Rec. 2157/2006, (Marginal: 2245928)

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 15 de abril de 2008, núm. 
276/2008, Nº Rec. 248/2001, (Marginal: 301932)

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 29 de noviembre de 2007, 
núm. 1229/2007, Nº Rec. 4612/2000, (Marginal: 310483)

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 31 de octubre de 2002, 
núm. 1034/2002, Nº Rec. 842/1997, (Marginal: 69344246)

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 10 de febrero de 1997, 
núm. 82/1996, Nº Rec. 532/1993, (Marginal: 69344248)

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 5 de mayo de 1986, (Mar-
ginal: 69344249)

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 7 de enero de 1981, (Mar-
ginal: 69344245)

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 10 de noviembre de 1979, 
(Marginal: 69344253)

“En el artículo 11 ter. se establece 
que los laudos arbitrales gocen en el 
Registro Mercantil del mismo tratamiento 
que merecen las sentencias judiciales, 
inscribiéndose en el Registro y causando 
la cancelación de todos los asientos que 
resulten contradictorios”

ARBITRALIDAD

Introducción

En el artículo 11 bis. 1 se es-
tablece la posibilidad de dirimir 
por la vía arbitral “todos los con-
flictos” que se planteen en las so-
ciedades de capital. Serán arbitrales 
en consecuencia no sólo las impugna-
ciones de los acuerdos sociales (objeto 
del tercer apartado del artículo 11 bis. 
que analizaremos a continuación), sino 
que también, como también veremos, 
cuestiones como la disolución de las 
sociedades, la separación y exclusión 
de socios, o la exigencia de responsabili-
dad a los administradores, por ejemplo. 
A continuación pasamos a analizar de 
forma somera los antedichos supuestos 
concretos.

Impugnación de Acuerdos Sociales

Sin perjuicio de lo anterior y tal como 
ya se había indicado, en el artículo 11 
bis. 3 se admite expresamente la ar-
bitralidad de las impugnaciones so-
ciales, estableciéndose un régimen 
especial para las mismas consisten-
te en exigir la sumisión a un arbi-
traje administrado, con designación 
del árbitro o árbitros por la institución 
arbitral administradora (y descartándose 
por tanto para estos casos el arbitraje ad 
hoc)22. 

La declaración de arbitralidad de 
las impugnaciones de acuerdos so-
ciales ha sido cuestionada en todos 
aquellos supuestos en los que no sólo 
tienen legitimación activa los socios y 
los administradores, sino también los 
terceros. En estos casos, habida cuen-
ta de que a dichos terceros no les sería 

      	22  V. FERNÁNDEZ-ARMESTO, Juan,  El Arbitraje Societario, ob.cit., págs... 150-151, que crítica que el arbitraje institucional sólo se exija para 
las impugnaciones de acuerdos sociales. En el mismo sentido, v. también el art. 213-20 del Anteproyecto de Ley del Código Mercantil (transcrito en 
la nota 4 de este trabajo), en el que se extiende la obligatoriedad del arbitraje administrado a todo arbitraje societario (y no sólo al de la  impugnación 
de los acuerdos sociales). Por otro lado, GARCÍA-VALDECASAS, José Ángel, Sobre el Arbitraje Societario, ob. cit., apunta la posibilidad, basán-
dose en el tenor literal del art. 11 bis. 3 y citando a otro autor, que sea facultativo y no imperativo el establecer en estatutos la sumisión obligatoria 
de las impugnaciones de acuerdos sociales al arbitraje de una institución arbitral. En el mismo sentido, MERINO MERCHÁN, José Fernando, 
Configuración del Arbitraje Intrasocietario en la Ley 11/2011, ob.cit., págs... 32-33.
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oponible la cláusula arbitral, éstos po-
drían acudir a la vía judicial, pudiendo 
producirse por tanto resoluciones con-
tradictorias sobre la misma materia23. 
Aun admitiendo el antedicho riesgo, 
no solucionado en la Ley de Arbitra-
je, no podemos compartir la antedicha 
crítica y debemos defender la arbitra-
lidad de las impugnaciones, toda vez 
que la literalidad de la norma impide, 
en nuestra opinión, la más mínima 
discriminación, tanto más cuando en 
la nueva regulación de la impug-
nación de los acuerdos sociales 
contenida en la Ley de Socieda-
des de Capital, ha sido eliminada 
la antigua distinción entre acuer-
dos nulos y acuerdos anulables, 

permitiéndose a partir de ahora 
que todos los acuerdos (y no sólo 
los contrarios a la ley) puedan ser 
impugnados por cualquier tercero 
que acredite un interés legítimo (o 
incluso, cuando el acuerdo sea contra-
rio al orden público, aunque el tercero 
no acredite dicho interés)24.

En cualquier caso, consideramos 
que seránn arbitrales no sólo las im-
pugnaciones de los acuerdos de la jun-
ta, sino que también las impugnacio-
nes de los acuerdos adoptados por el 
consejo de administración25.

Disolución y Liquidación de 
Sociedades

No vemos inconveniente alguno 
para que todas aquellas cuestiones 
conflictivas que se refieran a la diso-
lución y a la liquidación de las socie-
dades de capital también puedan ser 
resueltas por medio de un arbitraje26.

Responsabilidad de 
Administradores

Tampoco vemos inconveniente al-
guno a que el ejercicio de la acción so-
cial de responsabilidad contra los ad-
ministradores de las sociedades pueda 
sustanciarse en un procedimiento ar-
bitral. En este sentido y tal como acer-
tadamente ha advertido algún autor, la 
responsabilidad de los administrado-
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res constituye ciertamente una cues-
tión perteneciente al orden público, 
lo cual impediría, por ejemplo, que 
dicha responsabilidad pudiese ser 
siquiera parcialmente derogada en 
sede de los estatutos sociales. Más la 
anterior consideración no sería sus-
ceptible de impedir la imposición a la 
sociedad y a los socios de que dicha 
responsabilidad sea necesariamente 
exigida a través de la vía del arbitra-
je27.Ahora bien, cuestión bien distin-
ta a la anterior será, lógicamente, el 
posible ejercicio de la acción indivi-
dual de responsabilidad prevista en el 
artículo 224 bis de la Ley de Socieda-
des de Capital, cuando el antedicho 
ejercicio sea realizado no por uno de 
los socios, sino que por un tercero. 
En este último caso, no nos parece 
que la simple inclusión de la cláusula 

arbitral en los estatutos sociales (y su 
consiguiente publicidad, mediante la 
inscripción de la cláusula en el Re-
gistro Mercantil), permita imponer a 
dicho tercero la utilización de la vía 
arbitral.

Separación y Exclusión de Socios

Tampoco vemos inconveniente 
finalmente en poder admitir la arbi-
tralidad de aquellos conflictos socie-
tarios que puedan plantearse entre 
los socios o entre éstos y la propia so-
ciedad en relación con la separación 
y exclusión de los socios.

ARBITRAJE DE DERECHO O DE 
EQUIDAD

Aunque cierto es que en el artículo 
11 bis. no se aclara si el arbitraje so-
cietario debe ser de Derecho o si pue-
de ser de equidad, las características 
y especial naturaleza, en algunos ca-
sos, de las materiales arbitrales en los 
conflictos societarios (especialmente 
si pensamos en materias de orden 
público como la responsabilidad de 
los administradores o la impugnación 
de los acuerdos sociales, por citar tan 
sólo los ejemplos más ovios) parecen 
desaconsejar el arbitraje de equi-
dad28.

ANULACION POR LAUDO DE 
ACUERDOS SOCIETARIOS 
INSCRIBIBLES

En el artículo 11 ter. se esta-
blece que los laudos arbitrales 
gocen en el Registro Mercantil 
del mismo tratamiento que me-
recen las sentencias judiciales, 
inscribiéndose en el Registro y 
causando la cancelación de todos 
los asientos que resulten contra-
dictorios29. n

      	27  V. MERINO MERCHÁN, José Fernando, Configuración del Arbitraje Intrasocietario en la Ley 11/2011, ob.cit., pág.. 30.			 
28  V. CALAZA LÓPEZ, Sonia, El Arbitraje Societario, ob.cit., págs. 211-212 y OLIVENCIA RUIZ, Manuel, El Arbitraje en el Anteproyecto 
de Código Mercantil, ob. cit., que critica esta falta de determinación en la norma. V. también el art. 213-20 del Anteproyecto de Ley del Código 
Mercantil (transcrito en la nota 4), en el que parece establecerse que el arbitraje estatutario sólo pueda ser en Derecho. V. finalmente MERINO 
MERCHÁN, José Fernando, Configuración del Arbitraje Intrasocietario en la Ley 11/2011, ob.cit., págs. 29-30, que sostiene que, con algunas 
cautelas, el arbitraje societario puede ser de equidad.									       
29  V. el art. 213-20 del Anteproyecto de Ley del Código Mercantil (transcrito en la nota 4 del presente trabajo), en el que se señala que sólo se 
cancelarán los asientos que resulten “manifiestamente” contradictorios (habiéndose añadido por tanto a la redacción del artículo 11 ter. el citado 
adverbio “manifiestamente”).

Conclusiones

•	 La regulación del arbitraje estatutario en la Ley de Arbitraje presenta indudables aciertos, aunque también arroja 
algunas sombras. El quórum reforzado de votación protege a los socios minoritarios pero al mismo tiempo per-
mite una flexibilidad significativamente mayor que en la suscripción de otros tipos de convenios, en la medida 
en que los socios ausentes o incluso disidentes quedan igualmente obligados por el acuerdo de introducción 
de la cláusula estatutaria de arbitraje. La inclusión de dicha cláusula en los estatutos sociales vincula además 
a los socios futuros

“En el artículo 11 bis. 2 se establece un 
quórum reforzado de votación de dos tercios 
del capital social para la introducción de 
una cláusula arbitral en estatutos”
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Los modelos de prevención de delitos

Beatriz Goena. Abogada de Molins & Silva. 
Profesora Doctora en Derecho Penal Corporate Defense

El 30 de marzo de 2015 será recordado como uno de los hitos en la Historia de un código penal recién 
entrado en la edad adulta. En pleno vigésimo aniversario del texto que vio la luz en 1995, la reciente 
LO 1/2015 nos ha situado frente a una norma prácticamente nueva. Su atasco en las cámaras legis-
lativas dejó entrever lo arriesgado de aceptar sin matices algunas de sus controvertidas propuestas. De 
ahí que el solitario respaldo del grupo parlamentario mayoritario a semejante reforma, haya provocado 
una polémica que no augura nada bueno a la recién horneada Ley Orgánica.

SUMARIO

1.	 Compliance programs: ¿más de lo mismo?
2.	 El nuevo artículo 31 bis CP
3.	 Principales problemas del nuevo artículo 31 bis CP
4.	 Ventajas de los MPD

Introducción 

En un momento en el que el De-
recho penal (o mejor, su vulneración) 
protagoniza la esfera socio-política, los 
reclamos de quienes aspiran a resolver 
cualquier conflicto con el que ha de 
ser la última ratio parecen vaciar de 
contenido el principio de proporcio-
nalidad. Así lo muestra de modo para-
digmático la criminalización de la res-
ponsabilidad de las personas jurídicas. 

Pese a las pretendidas justificaciones 
de la Exposición de Motivos de la LO 
5/2010 de 22 de junio, la necesidad de 
una responsabilidad penal de las cor-
poraciones era más que cuestionable. 
Aunque no más que lo aventurado de 
asegurar que, desde entonces, queda-
ba regulada «de manera pormenoriza-
da» dicha responsabilidad.

Muestra de ello es que, de las va-
riadísimas críticas que desde su apro-

bación recibió el artículo 31 bis CP, 
prácticamente todas coincidieron en 
denunciar su deficiente redacción. 
El inaceptable silencio en torno a lo 
que había de entenderse por «debido 
control», trató de salvarse con un an-
glicismo ajeno a nuestra tradición ju-
rídico-penal, introducido ex novo por 
la última de las atenuantes del 31 bis 
y con pretensiones de revolucionar el 
panorama corporativo: los compliance 
programs.
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La centralidad que la doctrina atri-
buyó a dicho concepto ha provocado 
que en apenas un lustro, la LO 1/2015 
haya quintuplicado los preceptos rela-
tivos a un modelo de responsabilidad 
penal empresarial que tiene en los 
programas de cumplimiento su máxi-
mo exponente. Por ello, y de cara a 
comprender las implicaciones de la 
última reforma penal en esta mate-
ria, es preciso comenzar el presente 
análisis con una aproximación a los 
compliance programs y a su relación 
con otras disposiciones normativas 
conexas (I). Después, se describirá su 
nueva regulación en el Código penal 
(II). Seguidamente, tratará de darse 
solución a algunos de los problemas 
que ésta plantea, a través de ciertas 
claves interpretativas basadas en el fin 
de la Ley y en la práctica comparada 
(III). Finalmente se apuntan las ven-
tajas de la correcta implementación 
de los compliance programs (IV).

Compliance programs: ¿más 
de lo mismo?

Los compliance programs o 
Modelos de Prevención de De-
litos (en adelante, MPD), son el 
resultado de la evolución de los 
códigos de conducta corporati-
vos. Se trata de sistemas internos de 
control con los que cuentan algunas 
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“Si el MPD se adopta con anterioridad a 
la comisión del delito, la persona jurídica 
podrá quedar exenta de sanción”

empresas, a fin de evitar incumpli-
mientos normativos serios por parte 
de sus empleados y directivos o, de 
producirse éstos, detectarlos.

Al introducir los MPD en el Códi-
go penal, España se ha sumado a una 
innegable tendencia internacional en 
el modo de abordar la criminalidad 
empresarial. Los MPD nacieron en el 
marco de las corporaciones norteame-
ricanas en la década de 1980 y se re-
gulan de modo detallado en el capítulo 
8 de las sentencing guidelines desde 
1991. Sobre dicha regulación se han 
basado no solo los múltiples países 
que en los últimos años han introdu-

cido en su legislación la responsabi-
lidad penal de las personas jurídicas, 
sino también los ordenamientos que 
sancionan a las empresas en vía admi-
nistrativa. Es el caso, por ejemplo, de 
Alemania –padre de nuestra teoría ju-
rídica del delito– o de Italia –máximo 
inspirador en esta materia, de la LO 
1/2015–.

Una primera lectura de tan globa-
lizado fenómeno puede dificultar la 
concepción de los MPD como algo 
más que una onerosa fiebre por «el 
producto de moda». Postura más que 
comprensible, si se parte de que el 
Derecho empresarial ya contaba con 

figuras muy similares a los MPD. Es 
el caso, por citar algunos ejemplos, 
de los Business Ethics, Risk Manage-
ment, Value Management, Corpora-
te Gobernance y Codes of Conduct. 
A las cuales se añaden disposiciones 
sectoriales como la Ley 10/2010, de 
28 de abril, de Prevención Blanqueo 
de Capitales y de la Financiación del 
Terrorismo; la Ley 31/1995, de 5 de 
noviembre, de Prevención de Riesgos 
Laborales; la Ley 24/1988, de 28 de 
julio, del Mercado de Valores; o la Ley 
Orgánica 15/1999, de 13 de diciem-
bre de Protección de Datos de Ca-
rácter Personal. Todas ellas, con sus 
respectivos reglamentos de desarrollo.

Esta cuestión puede resolverse si 
se atiende al carácter de cada norma. 
El objeto de la legislación sectorial se 
limita a detallar las medidas para pre-
venir infracciones en ámbitos muy es-
pecíficos. En cambio, el fundamento 
autorregulatorio de los MPD determi-
na que su sentido no se reduce a evitar 
que se cometan delitos en el seno de 
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“El objeto del MPD es: la pronta 
detección de las actuaciones ilícitas 
y su neutralización, la evitación de la 
responsabilidad penal de la empresa, 
la atenuación de la pena e incluso 
la determinación indirecta de la 
responsabilidad de la persona física”
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www.ksp.es
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la empresa. Lejos de aparecer como 
un mero elenco de requisitos normati-
vos, los MPD tienen la pretensión sis-
temática de convertir a las empresas 
en los principales aliados del Estado, 
para llegar a donde éste no alcanza. El 
objeto del MPD es que el respe-
to a la legalidad se sustente sobre 
una ética corporativa que, en sín-
tesis, permita:

1) la pronta detección de las 
actuaciones ilícitas y su neu-
tralización;

2) la evitación de la responsabi-
lidad penal de la empresa; 

3) la atenuación de la pena e 
incluso 

4) la determinación indirecta 
de la responsabilidad de la per-
sona física.

De este modo, el MPD viene 
a armonizar las normativas sec-
toriales, que ya no se ven como 
compartimentos estancos. En cam-
bio, aparecen como los cimientos de 
toda una arquitectura de cumplimien-
to que, como se ha explicado, respon-
de más a una nueva forma de entender 
el sistema jurídico, que al mero cum-
plimiento de una normativa. Algo que 
ha quedado especialmente claro tras 
la reforma de 2015. Veámoslo.

El nuevo artículo 31 bis CP 

La parquedad con la que la LO 
5/2010 introdujo los MPD en nues-
tro ordenamiento penal, demostró 
ser insuficiente para convertir a las 
empresas los nuevos gatekeepers de 
la legalidad. En consecuencia, pocas 
entidades han apostado por instaurar 
medidas con un alcance (hasta ahora) 
indeterminado y difusamente descri-
to como «debido control». Por ello, la 
concreción a la que desciende el nue-
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vo artículo 31 bis es positiva. Ahora 
se señala expresamente que los MPD 
pueden tener un efecto eximente (artí-
culo 31 bis) o atenuante (artículos 31 
quáter, 31 bis 2 y 31 bis 4); y se hace 
depender la opción por uno u otro de 
dos factores: cuándo se instaure el 
MPD y cómo se acredite su eficacia.

En cuanto al primero, si el MPD 
se adopta con anterioridad a la 
comisión del delito, la perso-
na jurídica podrá quedar exenta 
de sanción. Si se implementa ex 
post, pero con anterioridad al jui-
cio oral, tendrá efecto atenuante. 
En cuanto al segundo factor, debe 
probarse que el MPD era eficaz. Para 
ello, no bastará con constatar que se 
ha cumplido con el artículo 31 bis en 
el plano formal. Además, deberá acre-
ditarse que cada uno de los elementos 
enumerados en el artículo 31 bis tiene 

una incidencia material en la cultura 
empresarial. Lo cual requiere adaptar 
dichos requisitos al caso concreto de 
cada empresa e incluso, rebasar lo exi-
gido por el Código penal.

Dicha conclusión se deriva de que, 
en la medida que el artículo 31 bis CP 
es un trasplante en toda regla de los 
artículos 6 y 7 del DL 231/2001, de 8 
de junio, la experiencia italiana cons-
tituye un referente ineludible. Pues 
bien, hasta la fecha, en Italia apenas 
hay casos en los que se haya eximido 
de responsabilidad penal a las empre-
sas que ya contaban con un MPD con 
anterioridad al delito. Y ello, porque 
los tribunales quieren evitar «escapa-
ratismos de compliance», que identi-
fiquen la aparente solvencia del MPD 
con su verdadera eficacia.

No basta con disponer de un pro-

grama de cumplimiento «de papel», 
estandarizado en un protocolo gené-
rico que identifique la prevención de 
delitos con una gráfica multicolor más 
o menos vistosa. Para beneficiarse 
de lo dispuesto por los artículos 
31 bis y 31 quáter d), la empresa 
deberá probar que el compromiso 
de la compañía y de sus órganos 
de dirección con la política de 
cumplimiento es efectivo, global y 
adecuado al caso concreto. Lo cual 
se conseguirá no solo adaptando los 
elementos descritos en los artículos 31 
bis.2 y 3 a las particularidades de cada 
empresa. Además, habrá que atender 
a cuestiones que la Ley no concreta y 
que la práctica en esta materia viene 
exigiendo como imprescindibles en un 
eficaz MPD. Sobre ello se trata en el 
siguiente apartado.
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Claves para interpretar el 
artículo 31 bis CP

Quien se embarque en el proyecto 
de implantar un MPD con pretensio-
nes de eficacia, no tardará en descu-
brir que los elementos del artículo 31 
bis CP son solo el principio del cami-
no. La Ley apela de modo meramente 
genérico a algunas cuestiones cuya 
concreción, tal y como demuestra la 
experiencia comparada, es inexcusa-
ble. Entre ellas, pueden destacarse las 
siguientes:

En primer lugar, la asignación de 
competencias a la que procede el ar-
tículo 31 bis 2. El primer apartado 
impone el deber adoptar y ejecu-
tar el MPD a los órganos de admi-
nistración. Pero, la redacción de la 
siguiente sección de dicho artículo 31 
bis 2 parece desdecir lo anterior, al en-
comendar la gestión del MPD a un ór-
gano distinto, con poderes autónomos 
de iniciativa y control: el compliance 
officer. Una posible solución que, si 
llega el caso, facilite la atribución de 
responsabilidades pasa por entender 

que la implantación de un MPD es 
un deber de los directivos, cuya ejecu-
ción se encarga al compliance officer. 
De modo que éste solo responderá 
de la delegación de funciones que 
haya asumido. Lo cual será más 
fácil de verificar en la medida que 
el MPD concrete la relación del 
compliance officer con el órgano 
de administración y las funciones 
que les incumben.

Seguidamente, el artículo 31 bis 
5.1º se refiere al análisis de riesgos. 
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Pero nada se dice sobre el modo en el 
que éste ha de practicarse. Por ejem-
plo, de dicho precepto no se deduce 
la evaluación de riesgos que ha de se-
guir a su constatación. Además, pese a 
que la ley parece apostar por un aná-
lisis restrictivo, centrado en el nume-
rus clausus de responsabilidad penal 
corporativa, la práctica en este campo 
acostumbra a determinar las áreas de 
riesgo en sentido amplio. Es decir, 
incluyendo también a los delitos que 
aunque no impliquen una responsabi-
lidad penal de la persona jurídica, sí 
pueden conllevar consecuencias acce-
sorias, responsabilidad de los adminis-
tradores e incluso afectar gravemente 
a la reputación de la entidad.

Otra cuestión en la que los aplica-
dores del Derecho habrán de reparar 
es la obligación de informar que ins-
taura el artículo 31 bis.5.4º. Ésta se 
establece sin contrarrestarla con un 
sistema de protección a los whistle-

blowers o denunciantes. Lo cual hace 
improbable que el personal de una 
empresa se comprometa a dar parte 
de los posibles riesgos e infracciones. 
Algo similar ocurre con el artículo 31 
bis 5.5º. Éste señala —sin más mati-
zaciones— que los MPD han de es-
tablecer un sistema disciplinario que 
sancione su incumplimiento. Se trata 
de una previsión que, pese a que el 
código no lo exprese, habrá de conju-
garse con el Derecho laboral.

Por último, en relación con la revi-
sión periódica del MPD a la que alu-
de el artículo 31 bis 5.6º CP, hay que 
contar con que existen modos muy 
variados de evaluar el compliance. 
Entre otros, puede distinguirse entre 
procesos de monitorización y audito-
rías legales.

Se trata de cuestiones que quien 
instaure un MPD habrá de concretar 
con su propio Know-how. Es más, la 

firma o el responsable de ejecutar un 
proyecto de implantación de MPD en 
una determinada empresa también 
tendrá que abordar tres cuestiones 
que ni siquiera se mencionan en el 
Código penal:

•	 Primero, la formación de los em-
pleados y directivos. Pese a que la 
Ley no exija este elemento, la prác-
tica demuestra que su ausencia di-
ficulta el pleno respaldo de los altos 
mandos a los estándares de cum-
plimiento del MPD (tone from the 
top) y, por ende, su operatividad.

•	 En segundo lugar, nada se dice so-
bre la necesidad de certificación 
del MPD. La única referencia a 
la estandarización podría ubicarse 
en el artículo 31 bis 5.2º. Éste se 
refiere a los protocolos o procedi-
mientos que concreten el proceso 
de formación de la voluntad de la 
persona jurídica. No obstante, es 
una interpretación forzada, pues ni 
siquiera se alude a la importancia 
de que estos protocolos o procedi-
mientos sean escritos. Actualmente 
existen estándares como por ejem-
plo la ISO 19600. Pero es impor-
tante remarcar que solo tienen un 
carácter orientativo, no prescripti-
vo, porque la Ley no las exige.

•	 En tercer lugar, se desatiende la ne-
cesidad de un protocolo de investi-
gaciones internas y de una política 
de conservación de documentos. 
Son cuestiones que afectan a sec-
tores especialmente conflictivos, 
como la jurisprudencia contradic-
toria en materia de intervención 
de correos electrónicos —especial-
mente tras la STS de 16 de junio 
de 2014—, la controversia sobre la 
confidencialidad de los abogados 
internos de la empresa —tras el 
caso Akzo Nobel— y el vacío legal 
en relación con la prueba electró-
nica.
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Conclusiones

•	 El presente artículo ha tratado de mostrar la centralidad de los MPD en un modelo de responsabilidad penal con 
visas de cambio revolucionario en el ámbito empresarial y, principalmente, en el modo de entender el Derecho 
penal

•	 La nueva LO 1/2015 de 30 de marzo, de reforma del Código penal, ha ampliado la regulación de los Compliance 
Programs o Modelos de Prevención de Delitos (MPD). Les otorga un efecto eximente o atenuante sobre la san-
ción a la empresa y detalla los elementos que han de integrarlos

•	 Los inevitables vacíos de una regulación mejorada, pero novedosa, hacen necesario que los MPD adapten y 
amplíen los requisitos del artículo 31 bis CP al caso concreto. Ello permitirá probar su idoneidad en un proceso 
penal y beneficiarse del resto de ventajas de un MPD eficaz

En conclusión: la reciente LO 
1/2015 ha concretado la descripción 
de los elementos que han de integrar 
un MPD que exima de pena a la per-
sona jurídica. Pero es importante apro-
ximarse a la nueva regulación sabien-
do que en ella no se describen todos 
los elementos que han de integrar un 
MPD eficaz, tal y como lo entiende la 
práctica en esta materia. Se trata de 
algo inevitable; tanto por la novedad 
de la materia, como por lo desacon-
sejable de concebir el CP como un 
reglamento de desarrollo. En conse-
cuencia, los propios MPD habrán de 
completar, adaptar e incluso mejorar 
la genérica regulación general del 31 
bis. Y ello no solo por la utilidad que 
reporta a la defensa de la persona ju-
rídica en un eventual proceso penal, 
sino también por las ventajas añadidas 
que un MPD eficaz lleva consigo.

Ventajas de los MPD

La implementación de un MPD 
no sólo constituye un acto de cum-
plimiento del Derecho y una forma 
de evitar penas corporativas. Además, 
comporta importantes ventajas com-
petitivas para la empresa. Entre otras, 
pueden citarse las siguientes:

•	 Evitar cualquier acción de res-
ponsabilidad de los socios que no 

formen parte del órgano de admi-
nistración, en caso de sanción por 
pérdida sobrevenida del valor de 
sus acciones o participaciones so-
ciales.

•	 Cumplir con el requisito de haber 
implementado un MPD que se exi-
girá en los concursos públicos y las 
licitaciones de empresas privadas, 
para resultar adjudicatario.

•	 Garantizar a los socios de la em-
presa que, en caso de venta de 
sus acciones o participaciones, o 
en el supuesto de reestructura-
ción empresarial, no se produci-
rán impedimentos, limitaciones o 
condicionamientos por no aceptar 
el comprador o la sociedad absor-
bente o resultante de la operación 
la integración de una empresa con 
riesgos penales.

•	 Acceder a financiación y/o ayudas 
públicas y/o privadas, tanto nacio-
nales como internacionales, condi-
cionadas al cumplimiento normati-
vo, en especial al MPD.

•	 Evitar cualquier riesgo de pérdida 
de reputación y/o imagen por verse 
involucrada en un proceso penal.

•	 Facilitar un entorno de trabajo se-
rio, seguro y responsable.

•	 No perder competitividad cuando 
otras empresas del sector han dado 
cumplimiento a la normativa.

•	 Atraer a clientes que se muevan en 
el mismo plano de cumplimiento 
de la legalidad que la empresa.

•	 Asegurar la integración del cumpli-
miento penal con el resto de nor-
mativas sectoriales y disposiciones 
internas a las que la empresa esté 
sujeta (LOPD, Derecho laboral, 
Ley de Sociedades de Capital, etc.).

•	 Determinar el deber de cuidado 
que integra el tipo objetivo de los 
delitos imprudentes, al delimitar 
el umbral de diligencia debida por 
un empleado, configurar el nivel de 
riesgo jurídicamente permitido e 
incluso contribuir a la elaboración 
de la lex artis de un determinado 
sector.

•	 Integrar tipos penales en blanco ta-
les como los tipos medioambienta-
les o incluso, el propio artículo 31 
quáter.

•	 Establecer márgenes de actuación 
tolerados o de riesgo permitido en 
la gestión del patrimonio empresa-
rial. n
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Novedades y alcance de las reformas 
introducidas por la ley 19/2015, de 13 de 
julio, en materia de registro civil

Juan Luis Lorenzo Bragado. Magistrado.
Encargado del Registro Civil Exclusivo de Santa Cruz de Tenerife

La Ley 19/2015, de 13 de julio, de medidas de reforma administrativa en el ámbito de la Administra-
ción de Justicia y del Registro Civil, en lo sucesivo Ley CORA,  se justifica por la necesidad de implantar 
algunas de las medidas incluidas en el informe de la Comisión para la Reforma de las Administraciones 
Públicas creada por el Consejo de Ministros el 26 de octubre de 2012, concretamente las relativas a la 
tramitación electrónica de las inscripciones de nacimiento y de defunción desde los centros sanitarios. 
Además, el legislador ha aprovechado para regular un nuevo procedimiento para la obtención de la 
nacionalidad española por residencia.

SUMARIO

1.	 Inscripción de nacimientos
2.	 Modificación de la ley 14/2006, de 26 de mayo, de técnicas reproducción asistida
3.	 Inscripción de defunciones
4.	 Pruebas biométricas y problemática de los “niños robados”
5.	 Procedimiento para la adquisición de la nacionalidad española por residencia	

La tramitación electrónica de na-
cimientos y defunciones desde los 
centros sanitarios no constituye una 
novedad. Ya estaba contemplada en 
la Ley 20/2011, de 21 de julio, del 
Registro Civil (LRC 2011), Ley que 
debía haber entrado en vigor el 22 de 
julio de 2014 y que ahora prorroga su 
vacatio hasta el 30 de junio de 2017 
(disposición final décima Ley CORA). 

Lo que ha hecho el legislador es 
anticipar la entrada en vigor en 
este concreto aspecto de la Ley 
de Registro Civil en su redacción 
originaria y desarrollar la escue-
ta regulación que contenía. Estas 
medidas entrarán en vigor el 15 
de octubre de 2015 y afectan a to-
dos los Registros Civiles existentes 
en la actualidad, esto es, los regulados 

por la Ley de 8 de junio de 1957 (LRC 
1957). Por lo tanto, son aplicables a 
los registros consulares, a los registros 
principales (ya se trate de Registros 
Exclusivos o los que están a cargo de 
Juzgados de Primera Instancia) y tam-
bién a los delegados (Juzgados de Paz) 
porque entre sus limitadas competen-
cias de estos últimos se encuentran 
las inscripciones de nacimiento y de 
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defunción. Las inscripciones se segui-
rán practicando, como hasta ahora, 
en las secciones de nacimientos y de-
funciones, sin que tenga aplicación el 
sistema de registro individual en que 
se basa la LRC 2011 (art. 5º).  Así lo 
establece la disposición transitoria se-
gunda de la Ley CORA.

La entrada en vigor de estas medi-
das se produce en un momento de in-
definición e interinidad que se inició 
con la aprobación de la Ley 20/2011 
y que, al menos, persistirá hasta el 30 
de junio de 2017, convirtiéndose así 
en una de las leyes --sino la que más- 
con mayor vacatio del ordenamiento 
jurídico español. Precisamente esta 
Ley CORA procede a la derogación 
de las disposiciones adicionales vigé-
sima, vigésimaprimera, vigésimater-
cera, vigésimacuarta y vigésimaquinta 
de la Ley 18/2014, de 15 de octubre, 
de aprobación de medidas urgentes 
para el crecimiento, la competitividad 
y la eficiencia, por las que se atribuía 
la llevanza del Registro Civil a los re-
gistradores de la propiedad (disposi-
ción derogatoria única), pero sin de-
finir ni perfilar cuál sea el futuro del 
Registro Civil.

INSCRIPCIÓN DE NACIMIENTOS

La Ley CORA da nueva redacción 
a los artículos 44, 45, 46, 47 y 49 LRC 
2011 y 120 del Código Civil. 

En primer lugar, la Ley estable-
ce una regulación más detallada 
de la tramitación telemática de 
la inscripción de nacimiento. Se 
mantiene el mismo esquema, ape-
nas esbozado en el originario art. 46, 

consistente en la remisión electrónica 
por los centros sanitarios del parte fa-
cultativo y del formulario oficial cum-
plimentado y firmado por los padres. 
Coherentemente, el art. 120 del Có-
digo Civil ahora contempla como uno 

“Los Registros Civiles conservan la 
competencia para los trámites de juramento 
o promesa e inscripción una vez concedida 
la nacionalidad por residencia, en su caso”
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“En el caso de filiación extramatrimonial 
(hoy en  día mayoritaria), el reconocimiento, 
acto de suma trascendencia, va a quedar 
establecido mediante la firma de un 
formulario, control de identidad por parte 
del personal que asistió al parto y remisión 
electrónica por otro personal del centro 
sanitario al Registro Civil territorialmente 
competente”
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de los medios de determinación de la 
filiación no matrimonial la declaración 
conforme realizada por el padre en el 
correspondiente formulario oficial.

Son muchas las objeciones que 
cabe formular a este procedimiento y 
muchas las dudas que suscita su via-
bilidad en la práctica y más aún su 
generalización a todos los registros de 

la geografía nacional. Son numerosos 
los supuestos en los que no va a resul-
tar posible la tramitación electrónica, 
bien por falta de medios o de compa-
tibilidad entre los disponibles por las 
diversas administraciones, bien por 
razones estrictamente jurídicas.

La primera duda  surge respecto 
al papel que se asigna a los centros 
sanitarios y a su personal. En los 
artículos 45.1 y 46 se impone la 
obligación de comunicar los na-
cimientos que hayan tenido lugar 
en el centro correspondiente a la 
“dirección de hospitales, clínicas 
y establecimientos sanitarios” 
pero materialmente la remisión 
“será realizada por personal del 
centro sanitario”. No se indica qué 
personal va a ser en cada caso el que 
efectúe la remisión, resultando de 
todo punto insuficiente la previsión 
de la disposición transitoria tercera 
cuando alude a que “además de la firma 
electrónica reconocida del personal del 
establecimiento sanitario podrán tam-
bién utilizarse certificados electrónicos 
que identifiquen a dicho establecimien-
to”. Resulta más que probable que di-
cha tarea, de carácter eminentemente 
burocrático, sea asignada al personal 
de administración. Más problemática 
resulta la regulación de las obligacio-
nes que se imponen al personal sani-
tario que asista al parto, ya se trate de 
médico o enfermero, especialista o no. 
Dicho profesional tiene la obligación 
de cumplimentar y firmar el parte o 
certificado, que podrá seguir realizán-
dose manuscritamente hasta tanto no 
disponga de certificados de firma elec-
trónica reconocida (disposición tran-
sitoria tercera). Hasta aquí ninguna 
novedad. Tampoco cabe cuestionar la 
obligación de comprobar la identidad 
de la madre del recién nacido (art. 
44.3). El problema se plantea respec-
to del formulario oficial que ha de 
ser cumplimentado y firmado por 
los progenitores. En él se ha de 
hacer constar el nombre elegido 
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“La Ley establece una regulación más 
detallada de la tramitación telemática de la 
inscripción de nacimiento que entrará en 
vigor el 15 de octubre de 2015”

para el recién nacido, el orden 
de sus apellidos y su filiación pa-
terna. El último párrafo del art. 46 
señala que “los firmantes estarán obli-
gados a acreditar su identidad ante el 
personal sanitario que hubiere asistido 
al nacimiento, bajo la responsabilidad 
del mismo, por los medios admitidos en 
Derecho”. De aquí, surge, pues, una 
nueva obligación para el facultativo, a 
quien no se impone la tarea de la re-
misión material, pero sí la de certificar 
que quienes firman el formulario son 
quienes dicen ser y que quien figura 
como madre es la misma que consta 
en el parte de nacimiento asistido por 
él. Aunque el plazo de comuni-
cación se amplía a 72 horas, son 
muchos los problemas organiza-
tivos que se pueden plantear en 
los hospitales como consecuencia 
del sistema de turnos, guardias, 
libranzas y vacaciones que afecta 

a dicho personal. Sin embargo, lo 
verdaderamente trascendente es que 
convierte al facultativo en fedatario 
público, porque no solo ha de certifi-
car el alumbramiento que ha presen-
ciado y comprobar y responder de la 
identidad de la madre, sino que ha 
de comprobar la identidad de los fir-
mantes del formulario y responde de 
ello, es decir, que se le impone una 
obligación, claramente en el caso de 
la comprobación de la identidad del 

padre, ajena por completo al acto mé-
dico. Cabe preguntarse, pues, si esta 
nueva tarea que se asigna al personal 
sanitario, ya sea estatutario o laboral, 
se halla dentro de sus competencias. 
Al margen de ello, ha de destacarse la 
trivialización de un acto jurídico de la 
trascendencia de la determinación de 
la filiación paterna. Cuando se trata de 
filiación matrimonial no se plantean 
especiales problemas porque entra en 
juego la presunción de paternidad del 
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art. 116 del Código Civil. Sin embargo, 
en el caso de filiación extramatri-
monial (hoy en  día mayoritaria), 
el reconocimiento, acto de suma 
trascendencia, va a quedar esta-
blecido mediante la firma de un 
formulario, control de identidad 
por parte del personal que asistió 
al parto y remisión electrónica por 
otro personal del centro sanitario 
al Registro Civil territorialmente 
competente. Aunque esté previsto 
que en el formulario “se contendrán 
las oportunas advertencias sobre el va-
lor de tal declaración conforme a las 
normas sobre determinación legal de la 
filiación”, este procedimiento supo-
ne una degradación de los requisitos 
formales que resultaría inimaginable, 
por ejemplo, en el acceso de títulos al 
registro de la propiedad. Y no  parece 
cuestionable, en un orden  valorativo, 
que el estado civil deba estar revestido 
de las máximas garantías, muy por en-
cima de las que se puedan dispensar al 
tráfico inmobiliario. Todas las medidas 
que contribuyan a simplificar trámites 
y que favorezcan el desarrollo de la ad-
ministración electrónica deben mere-

cer favorable acogida. Ahora bien, los 
nuevos procedimientos no pueden su-
poner una merma de las garantías jurí-
dicas. De lo contrario se estará desvir-
tuando la naturaleza del Registro Civil 
como verdadero registro jurídico y 
como institución destinada a procurar 
seguridad jurídica preventiva, porque 
se estará propiciando la inscripción de 
hechos sin el debido rigor. Frente a tal 
riesgo siempre debe alzarse la labor de 
calificación que incumbe al encarga-
do del Registro Civil, tanto en la Ley 
vigente, de 8 de junio de 1957, como 
en la aprobada y pendiente de entrar 
en vigor, Ley 20/2011, de 21 de julio, 
y ello a pesar de cierta pretensión de 
automatismo que destila la redacción 
del art. 44.3 LRC 2011: “El Encarga-
do del Registro Civil, una vez recibida y 
examinada la documentación, practica-
rá inmediatamente la inscripción de na-
cimiento”. Precisamente en tal labor 
de calificación pueden ser mu-
chos los supuestos en que, recibi-
da la comunicación telemática, se 
suspenda la inscripción, obligan-
do a los progenitores a compare-
cer personalmente en la oficina 

del Registro, lo que generará frus-
tración y malestar en los intere-
sados. Piénsese, por ejemplo, en los 
supuestos, cada vez más frecuentes, 
en los que se halla presente el elemen-
to extranjero, en los que puede resul-
tar necesaria la acreditación de la ley 
personal en orden a la imposición de 
los apellidos. De igual forma, no será 
posible acudir a este trámite en los 
supuestos en que sea preciso desvir-
tuar la presunción de filiación paterna 
matrimonial. Si resulta cuestionable la 
obligación del personal sanitario en or-
den a la comprobación de la identidad 
de los firmantes del formulario, menos 
razonable aún es esperar que dicho 
personal informe o asesore en cuestio-
nes legales como las expuestas. Es y 
debe seguir siendo personal del Regis-
tro Civil, bajo la dirección de jueces 
y secretarios judiciales, con formación 
y conocimientos específicos, quien 
proporcione la información adecuada 
a los ciudadanos a fin de facilitar los 
trámites, todo ello en garantía de sus 
derechos.   

Tampoco pueden obviarse las di-
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ficultades que desde el punto de vis-
ta técnico van a limitar el ámbito de 
aplicación de estas medidas, pensadas 
para un registro electrónico pero que 
se van a tener que implantar a partir 
del 15 de octubre en registros con una 
informatización muy limitada (subsis-
te el papel, no existe firma electrónica, 
no hay un verdadero portal electró-
nico) y que ni siquiera alcanza a to-
dos los órganos tal como sucede con 
muchos Juzgados de Paz. De ahí que 
resulte materialmente imposible que 
a corto plazo se generalice el sistema 
más allá de algunas experiencias pilo-
to.

En aquellos supuestos en los 
que no existan los medios adecua-
dos o concurran óbices jurídicos 
como los expuestos, así como en 
todos aquellos en que el naci-
miento se haya producido fuera de 
un centro hospitalario se seguirá 
el procedimiento actual, debien-
do comparecer personalmente en 
el Registro Civil los progenitores, 
ambos cuando se trate de filiación 
no matrimonial.

MODIFICACIÓN DE LA LEY 
14/2006, DE 26 DE MAYO, DE 
TÉCNICAS REPRODUCCIÓN 
ASISTIDA

Se da nueva redacción al apartado 3 
del art. 7: «Cuando la mujer estuviere 
casada, y no separada legalmente o de 
hecho, con otra mujer, esta última po-
drá manifestar conforme a lo dispuesto 
en la Ley del Registro Civil que con-
siente en que se determine a su favor la 
filiación respecto al hijo nacido de su 
cónyuge.» La novedad consiste en la 
eliminación del requisito de la previa 
comparecencia al nacimiento ante el 
Encargado del Registro Civil del cón-
yuge para que quedara legalmente de-
terminada la doble filiación materna 
matrimonial.

INSCRIPCIÓN DE DEFUNCIONES

La Ley CORA modifica la redac-
ción de los arts. 64 y 66 LRC 2011. 
En el primero de ellos se precisa que 
la remisión por medios electrónicos 
del formulario oficial junto con el 
certificado médico de defunción se 
realizará por personal del centro sani-
tario, “que usará para ello mecanismos 
seguros de identificación y firma electró-
nicos”. Igual que sucede con los naci-
mientos, es aplicable la previsión de la 
disposición transitoria tercera, de tal 
manera que si bien la remisión deberá 
ser electrónica, en tanto los médicos 
no dispongan de firma electrónica 
reconocida, podrán firmar manuscri-
tamente los certificados médicos de 
defunción.

El nuevo art. 66 LRC regula con 
mayor detalle el certificado médico 
de defunción, exigiendo que “además 
de las circunstancias necesarias para la 
práctica de la inscripción, deberán reco-
gerse aquellas que se precisen a los fines 
del Instituto Nacional de Estadística y, 
en todo caso, la existencia o no de indi-
cios de muerte violenta y, en su caso, la 
incoación o no de diligencias judiciales 
por el fallecimiento si le fueran cono-
cidas o cualquier motivo por el que, a 
juicio del facultativo, no deba expedir-
se la licencia de enterramiento”. Tales 
menciones no se incorporarán a la ins-
cripción de defunción ni podrán ser 
objeto de publicidad, teniendo una fi-
nalidad estrictamente estadística. No 
obstante, sí cabe expedir testimo-
nio del certificado de defunción 
a petición del cónyuge supérstite 
o de los herederos. Se trata de un 
supuesto frecuente en la práctica a fin 
de acreditar la causa de la muerte en 
diversos trámites, especialmente en 
relación con los seguros de vida.

PRUEBAS BIOMÉTRICAS Y 
PROBLEMÁTICA DE LOS “NIÑOS 
ROBADOS”

Favorable acogida deben merecer 
las medidas introducidas por la Ley 
CORA que tienden a reforzar la se-
guridad en la identidad de los recién 
nacidos. En primer lugar, para acredi-
tar la relación entre la madre y el hijo 
se establece la obligación de realizar 
las pruebas médicas, biométricas y 
analíticas necesarias y, como mínimo, 
la toma y archivo de las dos huellas 
plantares del recién nacido junto a las 
huellas dactilares de la madre. Así, la 
nueva redacción del art. 46 LRC dis-
pone que “El personal sanitario que 
asista al nacimiento deberá adoptar, 
bajo su responsabilidad, las cautelas ne-
cesarias para asegurar la identificación 
del recién nacido y efectuará las com-
probaciones que establezcan de forma 
indubitada la relación de filiación ma-
terna, incluyendo, en su caso, las prue-
bas biométricas, médicas y analíticas 
que resulten necesarias para ello con-
forme a la legislación reguladora de las 
historias clínicas. En todo caso se toma-
rán las dos huellas plantares del recién 
nacido junto a las huellas dactilares de 
la madre para que figuren en el mismo 
documento. En la inscripción que del 
nacimiento se practique en el Registro 
Civil se hará constar la realización de 
dichas pruebas y el centro sanitario que 
inicialmente conserve la información 
relacionada con las mismas, sin perjui-
cio del traslado de esta información a los 
archivos definitivos de la administración 
correspondiente cuando proceda”.

En segundo lugar, se prevén contro-
les adicionales para el caso de falleci-
miento de los nacidos en los centros 
sanitarios tras los primeros seis meses 
de gestación. Así, se añade un número 
3 al art. 67 LRC, que dispone: “Cuan-
do el fallecimiento hubiere ocu-
rrido con posterioridad a los seis 
primeros meses de gestación, an-
tes del nacimiento, y siempre que 
el recién nacido hubiera fallecido 
antes de recibir el alta médica, 
después del parto, el certificado 
médico deberá ser firmado, al me-
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nos, por dos facultativos, quienes 
afirmarán, bajo su responsabili-
dad que, del parto y, en su caso, 
de las pruebas realizadas con el 
material genético de la madre y 
el hijo, no se desprenden dudas 
razonables sobre la relación ma-
terno filial; haciéndose constar en la 
inscripción, o en el archivo a que se re-
fiere la disposición adicional cuarta en 
su caso, la realización de dichas pruebas 
y el centro sanitario que inicialmente 
conserve la información relacionada 
con las mismas, sin perjuicio del tras-
lado de esta información a los archivos 
definitivos de la Administración corres-
pondiente cuando proceda.»

PROCEDIMIENTO PARA 
LA ADQUISICIÓN DE LA 
NACIONALIDAD ESPAÑOLA POR 
RESIDENCIA

Aparece regulado en la disposición 
final séptima de la Ley CORA. Se es-
tablece la tramitación electrónica de 
este procedimiento, que entrará en 
vigor el próximo 15 de octubre 
de 2015. La instrucción del expe-
diente pasa de los Registros Civiles a 
la Dirección General de los Registros 
y el Notariado, que hasta ahora asu-
mía únicamente la fase de resolución. 
Los Registros Civiles conservan 
la competencia para los trámites 
de juramento o promesa e ins-
cripción una vez concedida la na-
cionalidad por residencia, en su 
caso. La reforma no afecta a los 
demás expedientes de nacionali-
dad que se tramitan actualmente 
en los Registros Civiles.

La tramitación del expediente 
será telemática, se exigirá el pago 
una tasa de 100 euros y todas 

las comunicaciones se realizarán 
por medios electrónicos. Vista la 
experiencia presente, son muchas 
las dudas que surgen en cuanto a la 
comprobación de la autenticidad de 
documentos que fácilmente pueden 
ser alterados cuando se aporten en 
formato digital.

Como novedad, y a expensas del 
correspondiente desarrollo regla-
mentario, la Ley exige la supera-
ción de dos pruebas para acreditar 
el suficiente grado de integración 
en la sociedad española:

“La primera prueba acreditará un 
conocimiento básico de la lengua es-
pañola, nivel A2 o superior, del Marco 
Común Europeo de Referencia para las 
lenguas del Consejo de Europa, me-
diante la superación de un examen para 
la obtención de un diploma español 
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Conclusiones

•	 La Ley 20/2011, de 21 de julio, del Registro Civil (LRC 2011), debía haber entrado en vigor el 22 de julio de 
2014 y que ahora prorroga su vacatio hasta el 30 de junio de 2017 (disposición final décima Ley CORA). El 
legislador ha anticipado la entrada en vigor en este concreto aspecto de la Ley de Registro Civil en su redacción 
originaria y desarrollar la escueta regulación que contenía. Estas medidas entrarán en vigor el 15 de octubre de 
2015 y afectan a todos los Registros Civiles existentes en la actualidad, esto es, los regulados por la Ley de 8 
de junio de 1957 (LRC 1957)

como lengua extranjera DELE de nivel 
A2 o superior. Los solicitantes naciona-
les de países o territorios en que el espa-
ñol sea el idioma oficial estarán exentos 
de esta prueba.

En la segunda prueba se valorará el 

conocimiento de la Constitución espa-
ñola y de la realidad social y cultural 
españolas.

Dichas pruebas serán diseñadas y ad-
ministradas por el Instituto Cervantes 
en las condiciones que se establezcan 

reglamentariamente.

Estarán exentos de la superación de 
las pruebas mencionadas los menores de 
dieciocho años y las personas con capa-
cidad modificada judicialmente.” n
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La persistencia en la incriminación y la 
vulneración de la contradicción procesal

Dr. Ricardo Yáñez Velasco. Profesor de Derecho Procesal. Magistrado

La Ley 19/2015, de 13 de julio, de medidas de reforma administrativa en el ámbito de la Administra-
ción de Justicia y del Registro Civil, en lo sucesivo Ley CORA,  se justifica por la necesidad de implantar 
algunas de las medidas incluidas en el informe de la Comisión para la Reforma de las Administraciones 
Públicas creada por el Consejo de Ministros el 26 de octubre de 2012, concretamente las relativas a la 
tramitación electrónica de las inscripciones de nacimiento y de defunción desde los centros sanitarios. 
Además, el legislador ha aprovechado para regular un nuevo procedimiento para la obtención de la 
nacionalidad española por residencia.
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Testigos de segunda clase 
y principio procesal de 
contradicción

Los órganos judiciales penales 
de enjuiciamiento, y por exten-
sión de apelación, en principio 
separados del material instructor 
–salvo por la prueba preconstituida o 
las vías excepcionales de los arts. 714 

y 730 LECr–, tienen a su alcance 
atestados, denuncias y querellas, 
declaraciones preprocesales y de 
instrucción y otras diligencias de 
investigación. No se encuentran a 
su disposición jurídico-procesal si no 
han sido admitidas como medios de 
prueba para el juicio oral, pero a di-
ferencia de lo que ocurre, con mati-
ces, en la legislación sobre el tribunal 

del Jurado, la facilidad de su acceso y 
consulta propicia dos opciones radi-
calmente distintas, ambas fruto de la 
tentación. El conocimiento personal 
del juzgador, que influirá en su deci-
sión pero que no podría utilizar en su 
razonamiento motivador, y/o el deseo 
de justificarlo como legítimo para así 
motivar una sentencia contando con 
lo que no se puede contar. La segunda 
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alternativa es la que ha generado una 
práctica ciertamente desmesurada, 
jurídicamente excesiva porque atenta 
contra la legalidad. Además perjudica 
muy seriamente el juego de la contra-
dicción y de ese modo el derecho de 
defensa y la tutela judicial efectiva de 
las partes litigantes. E inevitablemen-
te coloca al juez fuera de su natural 
función constitucional, descendido a 
la posición de parte, según como sea 
el resultado que del análisis de ese 
material ajeno a la prueba plenaria 
lleve a cabo de oficio. Se trata de la 
llamada persistencia en la incrimina-
ción cuando el uso es desfavorable al 
acusado, retomando el juez juzgador 
una posición inquisitiva característica 
de la tradición instructora nunca del 
todo superada, formalmente en vías 
de extinción a favor del considerado 
juez de garantías. Al mismo tiempo, y 
de igual modo criticable, se advierte 
la falta de persistencia testifical 
cuando ello beneficia al incul-
pado, opción más habitual en tanto 
la absolución suele ser más sencilla 
que la condena, en ocasiones también 
más popular. En todos los casos se 
proyecta una actuación probato-
ria de oficio extramuros de la legali-
dad procesal penal –nada que ver con 
las previsiones del art. 729 LECr– y 
quebrantadora de un principio cons-
titucionalizado del enjuiciamiento es-
pañol.

En no pocas ocasiones la lectura de 

las sentencias de apelación penal, sin 
el contraste de la sentencia dictada en 
el primer grado de la jurisdicción, dan 
la sensación de que el material proba-
torio utilizado por el tribunal ad quem 
es el que fue utilizado por el juez a 
quo. Ocurre que no siempre pue-
den compararse ambas resoluciones. 
Cuando se hace no es infrecuente ad-
vertir que el juez del primer grado no 
tuvo en cuenta –porque no pudo tener 
en cuenta–, elementos de convicción 

que sin embargo utiliza el segundo sin 
tratarse de medios de prueba practi-
cada en segunda instancia ni por su-
puesto basada en circunstancias so-
brevenidas. Pero hay ocasiones en 
las que de la propia sentencia de 
apelación se constata ese uso aje-
no a los medios de prueba admi-
tidos y practicados en la primera 
instancia penal. Por consiguiente 
aquellos respecto de los que existió 
una correcta contradicción, ausente 

“Cuando el testigo es la presunta víctima, 
no se somete a las reglas de la legislación 
procesal vigente, sino que sufre una 
minoración de su valor, que en el fondo 
habría que considerar una especie de 
victimización procesal”

LEGISLACIÓN
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•	 Ley de Enjuiciamiento Criminal. (Normas básicas. Marginal: 3544). 
Arts; 707.I, 710, 714, 729, 729.1º, y 730 

•	 Constitución española. (Normas básicas. Marginal: 1). Art. 24.2
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“El principio procesal de contradicción 
destaca como mandato al legislador ordinario 
para que regule el proceso, siendo punto 
de partida que las partes dispongan de 
plenas facultades procesales para tender a 
conformar la resolución del juez, sin permitir 
que éste, ajeno a las anteriores y al ejercicio 
del derecho de defensa de las mismas, 
precisamente las excluya del material de 
convicción que utilizará para resolver”

en cambio respecto de la decisión del 
juez del segundo grado, que utiliza sin 
debate contradictorio alguno lo que 
conforma una convicción no basada 
en ningún medio de prueba admitido 
en Derecho. Tomaremos un ejemplo 
de esta desviada práctica1 para anali-
zar el actual escenario práctico entre 
el ser y el deber ser.

Es común considerar, afirmando 
amparo de la Jurisprudencia penal2 
que cuando el testigo es la pre-
sunta víctima, no se somete a las 
reglas de la legislación procesal 
vigente, sino que sufre una mi-
noración de su valor, que en el 
fondo habría que considerar una 
especie de victimización proce-
sal. Es un testigo de segunda clase3, 
que precisamente por su condición de 
presunta víctima no vale igual que un 
testigo ajeno, por así decirlo, al con-
flicto litigioso. De esa manera, elabo-

ró el Tribunal Supremo un canon 
de exigencia articulado sobre tres 
presupuestos: persistencia en la 
incriminación sin contradiccio-
nes y con corroboraciones perifé-
ricas de carácter objetivo, ausen-
cia de incredibilidad subjetiva y 
verosimilitud. La primera de ellas no 
se refiere al momento de declarar en 
el acto plenario, sino al decurso de to-
das las manifestaciones y declaracio-
nes que en ese momento acaba. Ahora 
bien, sin negar la lógica del análisis de 
la persistencia, el mismo debe (y pue-
de) acatar las reglas del juego procesal, 
que comienzan por la admisión de me-
dios de prueba, siguen con su prácti-
ca y concluyen con su valoración tras 
haber permitido la contradicción entre 
las partes procesales actuantes. Esto 
significa que, en el acto del juicio 
oral, cualquiera de los interesa-
dos puede discutir la falta de per-
sistencia, donde sin esa discusión 

y debate contradictorio, sometido 
a los cauces legales que lo permi-
ten, la persistencia es implícita. 
Y precisamente así se puede incluso 
poner de manifiesto para que sea la 
parte contraria quien discuta esa pre-
sunción o bien calle y la otorgue. No 
es de recibo admitir un planteamiento 
inverso porque, fundamentalmente, 
los mecanismos de acreditación pre-
vistos se orientan a la contradicción, 
esto es, a la falta de la persistencia.

Para determinados jueces no es así, 
sino un actuar de oficio que deja de 
lado tanto la prueba admitida como 
la posibilidad de que las partes hayan 
contradicho o no lo que de oficio se 
utiliza, vulnerando irremediablemente 
las más básicas exigencias del derecho 
constitucional reconocido en el artícu-
lo 24.2 CE. Aun cuando hay quienes 
en el enjuiciamiento criminal centran 
la contradicción en un derecho de 
las partes consistente en la necesaria 
función de dar a conocer la acusación 
como una manifestación del principio 
acusatorio, a fin de evitar juicio y con-
dena sin que la parte acusada pueda 
contradecir las pruebas presentadas 
de contrario y defenderse4 –lo que 
convertiría ese derecho en el de una 
sola parte, el sujeto pasivo del proce-
so–, otros concluyen, contra la confu-
sión de englobar en el principio acusa-
torio el de contradicción, en la que cae 
la jurisprudencia constitucional (por 
ejemplo STC 53/1987, de 7 de mayo), 
que sin contradicción no habría pro-
ceso y no podría ni aún plantearse la 
vigencia del acusatorio5. De ese modo, 
el principio procesal de contra-
dicción destaca como mandato al 
legislador ordinario para que re-

      	1  SAP Barcelona, Sec. 22ª, núm. 252/2014, 19 de mayo de 2014, rollo 95/2014-I, ponente Joan Francesc Uría Martínez; de donde se extrae el 
siguiente entrecomillado en catalán.											         
2  Por ej. el ATS 21-IX-2010 cit. por la SAP referid										       
3  Por ej. el ATS 21-IX-2010 cit. por la SAP referid										       
a; cfr. las más actuales SsTS 19-VI-2014, núm. 526, rec. 10153, ponente Ana María Ferrer García (ROJ 3127), 18-III-2015, núm. 150, rec. 
1534/14, ponente Perfecto Agustín Andrés Ibáñez (1390) ó 30-IV-2015, núm. 274, rec. 2405/14, ponente Ana María Ferrer García (1962).		
4  Por ej. José María Rifà Soler y José Francisco Valls Gombau, Derecho Procesal Penal, Iurgium ed., Madrid, 2000, pág. 34.			 
5  Juan Montero Aroca, “Introducción”, en Derecho Jurisdiccional. III. Derecho Penal, Tirant lo Blanch, Valencia, 2000, pág. 28.
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“La valoración del juez a quo sobre lo que 
afirma el testigo en el juicio oral es la 
valoración de una prueba personal, como 
regla general que no puede revalorarse por 
el tribunal de apelación”
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gule el proceso, siendo punto de 
partida que las partes dispongan 
de plenas facultades procesales 
para tender a conformar la reso-
lución del juez, sin permitir que 
éste, ajeno a las anteriores y al 
ejercicio del derecho de defensa 
de las mismas, precisamente las 
excluya del material de convic-
ción que utilizará para resolver.

En contra del parámetro procesal 
expuesto, sobre la persistencia en la in-
criminación sin contradicciones puede 
leerse que “exigeix l’examen de totes les 
declaracions efectuadas per l’acusadora 
particular, des de la denúncia inicial, 
de manera que la condemna es podrá 
fonamentar en la declaració efectuada 
al judici oral per l’acusadora particular 
si és que a la mateixa s’ha mantingut 
sense contradiccions rellevants el que 
ha declarat anteriorment...”6. A renglón 
seguido se analizó lo dicho por la tes-
tigo, presunta víctima, ante la policía, 
según la minuta confeccionada por los 
agentes de la autoridad actuantes, lo 
declarado como denunciante, en co-
misaría, lo manifestado ante el juez 
instrucción y, finalmente, lo declarado 
en el curso de su interrogatorio como 
testigo en el juicio oral.

La minuta policial

Obvia decir que la minuta policial 
no es una declaración preprocesal de 
esa testigo, sino la documentación en 
el atestado de un testimonio de refe-
rencia, el de los propios agentes según 
les fue explicado tanto por aquélla 
como por el resto de sujetos con los 
que pudieron contactar. Esa minuta 
es por consiguiente un compendio del 
conocimiento tomado indirectamente 
por la Policía, y por supuesto que no 
esquiva la regla general de inadmisibi-

      	6  “exige el examen de todas las declaraciones efectuadas por la acusadora particular, desde la denuncia inicial, de manera que la condena se podrá 
fundamentar en la declaración efectuada en el juicio oral por la acusadora particular si es que en la misma se ha mantenido sin contradicciones 
relevantes el que ha declarado anteriormente...”
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lidad, al considerarla una declaración 
preprocesal de los agentes de la auto-
ridad, no de la víctima y otros terce-
ros testigos que incluya o refiera. Es 
más, aunque en el ejemplo no ocurrió, 
siempre es posible que dicha minuta 
sea filtrada por otro funcionario poli-
cial, que confecciona como instructor 
el atestado todo. Nada infrecuente 
plantear contradicciones entre la mi-
nuta del testigo indirecto y el relato 
conformado por el policía instructor 
que siquiera lo fue, para pretender dis-
cutir la bondad del primero, cuando 
es obvio que la contradicción eventual 
deriva de un error del segundo, del 
mismo modo que puede equivocarse 
el testimonio de referencia al recordar 

y/o plasmar lo que otro le dijo. Sea 
como fuera, relatos confeccionados 
en el atestado policial, y en particular 
minutas policiales en éste incluidas, 
forman parte de la exclusión gené-
rica como documento, y así medio 
de prueba documental (por ej. STS 
1058/2006, de 2 de noviembre, Ar. 
8165). Para utilizar el testimonio 
de referencia de la Policía basta, 
simplemente, con citarlos como 
testigos al juicio oral y preguntar-
les, bajo la contradicción cruzada 
de todo interviniente, qué les dijo 
o dejó de decir la presunta vícti-
ma. Incluso sería posible plantear un 
careo, tanto de oficio como a instan-
cia de parte (art. 729.1º LECr), entre 

aquellos y ésta, ante la posibilidad de 
que unos y otra se contradigan en el 
plenario. Y recuérdese que cuando la 
Jurisprudencia penal alude a la ratifi-
cación en el juicio oral del testimonio 
policial, nunca se refiere a la expresión 
“me ratifico” o a la respuesta afirmati-
va a una pregunta genérica sobre si “se 
ratifica”. Tal suerte de “ratificación” es 
el mantenimiento de lo declarado en 
sede instructora o incluso preproce-
salmente, pero no bajo ningún tipo de 
contraste o contraposición, sino que se 
expone desde la noción de que aquello 
que resulta constitucionalmente útil 
para propiciar la incoación del proce-
so penal, primero, y la clausura de la 
instrucción, después, no servirá para 
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obtener una condena, desvirtuando la 
presunción de inocencia, sino es con 
la declaración plenaria final. Todo ello 
podrá valorarse por el juez juzgador 
tras que las partes hayan podido parti-
cipar en el debate y valorar en su infor-
me final junto con el resto de prueba 
practicada. Si nada de esto ocurre, y 
en particular se denegó como prueba 
documental el atestado policial y con 
ello la mencionada minuta, no puede 
el tribunal de apelación utilizar esas 
declaraciones preprocesales policiales 
en el momento de resolver el recurso, 
de espaldas a lo que se ventiló en la 
instancia.

La denuncia

La declaración preprocesal 
propiamente dicha de la denun-
ciante, efectuada en la comisaría 
de policía, o por escrito presentada 
como denuncia ante la misma o ante 

el juzgado instructor, es igualmente 
una manifestación unilateral in-
útil para la valoración juzgadora. 
Salvo que haya sido introducida 
en la declaración ante el juez ins-
tructor y, a su través, como enseguida 
se verá, pueda contradecirse en for-
ma. Si no es así, la exclusión deviene 
comprensible por razones de seguri-
dad. Del mismo modo que la minuta 
policial no puede tenerse en cuenta, 
una denuncia tampoco goza de ningún 
tipo de fe pública judicial que asegu-
re lo que se dijo. Es más, aun cuando 
la presunta víctima hubiera acudido 
ante un notario y efectuado bajo la fe 
notarial una declaración, la misma ja-
más podrá utilizarse por sí sola en un 
tribunal sentenciador porque hurtaría 
de la contradicción necesaria. De esa 
manera, siquiera con el aseguramiento 
de que sea fidedigna es posible incor-
porarla al acervo probatorio, porque 
no ha contado con la participación de 
las partes procesales. De hecho, par-

cialmente ocurre algo similar incluso 
en el juzgado instructor. En el aludi-
do criterio de la Audiencia Provincial, 
aunque no hubiera existido contradic-
ción o posibilidad de ésta, una decla-
ración bajo la fe pública judicial per-
mitiría activar el artículo 730 LECr. 
La jurisprudencia constitucional y la 
consolidada de la Sala segunda del 
Tribunal Supremo, en cambio, niegan 
abiertamente tal posibilidad. En fin, 
pretender dar valor a una declaración 
que siquiera se realiza en el juzga-
do instructor sino ante la Policía, sin 
presencia de las partes, por cierto que 
sólo a fin de perjudicar la solidez testi-
fical de la presunta víctima, incumple 
todas las previsiones constitucionales 
y legales. Pero es que, además, a poco 
que se conozca la práctica de declarar 
ante la Policía, habrá que admitir lo 
difícil que es asumir su carácter fide-
digno. No faltan ocasiones en que la 
recogida de datos por el instructor de 
la policía, incluso en idioma distinto 
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del que utiliza la persona que declara, 
asimila, resume, valora, yerra, guía y 
sesga lo que realmente se está dicien-
do. Y por supuesto que no siempre se 
da oportunidad de que el declarante 
lea de nuevo o se le lea lo declarado a 
fin de verificar y en su caso rectificar 
lo dicho.

La diligencia de 
investigación judicial

La declaración en sede instructora 
es apta para cumplir la contradicción 
aunque no siempre pueda ser así. Por 
ejemplo al declarar la presunta 
víctima cuando todavía no se ha 
identificado al posible autor del 
ilícito o, determinado, todavía 
no se encuentra personado como 
parte y por tanto carece de asis-
tencia letrada. A diferencia de lo 
que ocurre con las ya aludidas previ-
siones del art. 730 LECr y su interpre-
tación constitucional, no suele impor-
tar tal demérito contradictorio cuando 
se dispone del testimonio en el juicio 
oral de quien también declaró ante el 
juez instructor. En tales casos pueden 
apreciarse versiones distintas, y es la 
vía del art. 714 LECr el instrumento 
procesal para introducir en sede ple-
nario de esa declaración anterior. Ésta, 
por sí misma, no es un medio de prue-
ba apto para ser propuesto como tal 
en el juicio oral, singularmente nega-
do como documento al tratarse de una 
diligencia de investigación documen-
tada7. Pero el último precepto citado 
habilita por cauce específico su incor-
poración al acervo probatorio, y así a 
la valoración judicial plenaria bajo la 
oportuna contradicción. De hecho, 
tanto la denuncia como la declaración 
preprocesal pudo ser “afirmada y ra-
tificada” ante el juez instructor, y de 
esa manera también introducida por 
la misma vía. No obstante conviene 

subrayar que esto último supone un 
problema práctico por mera formali-
dad: el automatismo de escribir 
“afirmo y ratifico” al principio de 
una declaración ante el juez ins-
tructor, referido a lo manifestado 
preprocesalmente, permite apre-
ciar contradicciones intrínsecas 
imposibles para el declarante. 
Imposibles porque en realidad la de-
claración instructora repite lo dicho 
con anterioridad, que por economía 
procesal no se transcribe literalmente 
sino que se refiere con la “afirmación 
y ratificación”, de manera que no tie-
ne cabida lógica que esa misma per-
sona que afirma lo dicho ante la po-

licía luego continúe declarando ante 
el juez instructor en sentido contrario. 
Si se opera correctamente, cualquier 
contradicción advertida debe ser de 
inmediato depurada. Prescindir del 
recordatorio, plantearle al testi-
go si lo que dijo fue verdad y lo 
mantiene sin permitirle repasar lo 
que está escrito, quizá por tercera 
mano a su supuesto dictado, ex-
plica por qué en el juicio oral se 
critique que “lo afirmado y ratifi-
cado” es contradictorio tanto con 
lo que se declaró a continuación 
ante el mismo juez de la instruc-
ción como con lo expuesto en el 
plenario. Si al testigo se le brinda la 

      	7  Como un documento se ha rechazado abiertamente en la jurisprudencia penal (por todas, STS 29-VI-2001).
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ocasión de leer lo que se supone que 
declaró antes de iniciarse el proce-
so penal, quizá entonces ese mismo 
testigo ponga de manifiesto con vehe-
mencia lo que serían puros errores de 
quien tomó la declaración, equívocos 
fruto del idioma plasmado por escrito 
distinto del utilizado, o reconocimien-
to de que se firmó sin haber leído ni 
habérsele leído lo escrito. Quien escri-
be estas líneas tuvo la nunca agradable 
experiencia –por lo narrado– de decla-
rar como testigo ante la Policía. Tras 
leer la declaración escrita se tuvieron 
que efectuar tres correcciones obvia 
decir que por errores involuntarios de 
quien transcribía, teniendo en cuenta 
que no se trataba de una narración 
obtenida a través de las preguntas del 
policía, como ocurre no pocas veces y 
que sin duda mediatizan el resultado. 
Tras la dicha lectura se efectuó una 
adición, que por escueta no se leyó, 
pero sí se firmó. Después, sin embar-
go, se advirtió equivocada, una sola 
pero relevante palabra.

En fin, el hecho de firmar una de-
claración no es por sí sola suficiente 
garantía para tomar lo escrito como 
de entidad suficiente en contra de lo 
que se está declarando en inmedia-
ción juzgadora y además es grabado 
audiovisualmente. También es cier-
to que a pesar de la presencia de 
letrados, cuando se ha declarado 
en instructor no es normal que los 
partícipes lean la declaración an-
tes de firmarla, todos o al menos 
el fedatario público. Pero se dis-
pone de esa posibilidad compartida, 
haciendo ganar fianza el contenido do-
cumentado. Y puede recordarse aho-
ra el magisterio del profesor Manuel 
Serra Domínguez cuando aconsejaba 
la dicha lectura –de las actas escritas 
de juicio, antes de que se grabaran 
las vistas–, a pesar de las anécdotas 
sobre demandar más tiempo y la in-

quietud del magistrado en acabar. No 
es menos importante aludir a la acos-
tumbrada falta de preguntas, pues 
no siempre las respuestas en las 
declaraciones de instrucción fa-
cilitan el entendimiento comple-
to de lo manifestado. Del mismo 
modo quizá convenga recordar que no 
es lo mismo atender una declaración 
judicial instructora estando presente 
el propio juez que sin él, o sin contar 
con el único funcionario, futuro letra-
do de la Administración de justicia, 
que ostenta la fe pública judicial. Si 
quien toma la declaración del testigo 
es el funcionario que tramita la cau-
sa, puede caer en una mecánica au-
tomática, máxime si no está presente 
ni juez ni secretario judicial ni fiscal 
ni, incluso, el abogado defensor. Y 
sólo cuando el propio letrado del 
testigo asiste, que supone hacer-
lo como acusador particular, es 
cuando aquel profesional puede 
preocuparse de subsanar errores 
no necesariamente de la presunta 
víctima cuando fue denunciante, 
sino de quien tomó la redacción 
de esa declaración preprocesal, o 
de quien la toma en el juzgado de 
instrucción.

Por todo, el mecanismo introducto-
rio de las declaraciones en sede ins-
tructora por la vía del art. 714 LECr 
no es la mera lectura, como si se tra-
tase de un documento. Lo importan-
te para poder valorar esa declaración 
pretérita vuelve a ser la contradicción, 
el planteamiento de que lo dicho en 
el juicio oral es contrario a lo expues-
to en el juzgado de instrucción, que 
se leerá después de haber respondido 
una pregunta abierta en el plenario, 
no al revés, para inmediatamente a 
continuación oír las explicaciones del 
testigo sobre la supuesta contrariedad 
de versiones –que debe ser sustan-
cial, no meramente accidental, para 

admitir siquiera el planteamiento del 
art. 714 LECr–. Y es la valoración ju-
dicial de esas explicaciones sobre la 
supuesta contradicción, después de 
las valoraciones de todas las partes en 
conjunción con el resto de la prueba 
admitida y practicada, lo que permite 
incorporar, en su caso, lo dicho ante 
el juez instrucción, y por extensión la 
declaración preprocesal que a esa se 
incorporó por ratificación, en vez de lo 
expuesto en el plenario.  

Intervencionismo judicial 
contra el derecho a la 
prueba

Desoyendo todas las normas ex-
puestas, al margen de los mecanismos 
a disposición de las partes, el uso de 
oficio de esos elementos previos es de 
todo punto inadmisible, al tiempo que 
suprime la contradicción y, por cierto, 
incumple radicalmente la regla de in-
mediación. La valoración del juez a 
quo sobre lo que afirma el testigo 
en el juicio oral es la valoración de 
una prueba personal, como regla 
general que no puede revalorarse 
por el tribunal de apelación8. Y ese 
examen del primer grado incluye lo 
que explique el testigo sobre eventua-
les contradicciones, es decir, sobre un 
correctamente aplicado art. 714 LECr, 
del mismo modo que la valoración so-
bre los testimonios de referencia (art. 
710 LECr) o las explicaciones sobre 
las contradicciones de esos testigos en 
el plenario si se contrasta con lo que 
expusieron ante el juez instructor, en 
su caso con inclusión de sus decla-
raciones preprocesales. En todos los 
casos se trata de una prueba personal, 
inmediación obligada de la que suele 
prescindirse, como en el ejemplo uti-
lizado, acaso por tratarse de una mera 
lectura de declaraciones, a modo de 
“documentos” que no atienden a esa 

      	8  Ricardo Yáñez Velasco, “El principio de inmediación y el derecho al recurso en el proceso penal”, en Principios y garantías procesales. Liber 
Amicorum en homenaje a la profesora Mª. Victoria Berzosa Francos, José María Bosch ed., Barcelona, 2013, págs. 579 y ss.
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limitación de la inmediación.

Habitualmente tanto el Ministerio 
fiscal como las partes introducen ma-
nifestaciones del acusado o de los tes-
tigos cuando interrogan en sede plena-
ria a aquél o a estos. Se llega incluso 
a plantear, con base en un muy me-
nor número de resoluciones del 
Tribunal Supremo a las que se las 
llama “doctrina”, que el silencio 
del acusado, que se equipara in-
cluso a su ausencia en el juicio 
oral, permite engendrar la contra-
dicción prevenida en el artículo 
714 LECr. Se olvida a menudo que 
la técnica de este precepto, todo y que 
ampliado a quien no es testigo o que 
no lo fuera en sede instructora (allí 
imputado luego sobreseído), se ciñe 
a la contradicción, que dicho sea no 
lo puede ser la ausencia o el silencio 
–éste, en todo caso, precisamente lo 
contrario–, sino que previene algo más 
que la contraposición: la explicación 
del sujeto ante manifestaciones dis-
tintas de las que se derivan del juicio 
oral. Aún aceptando ilógicamente que 
su silencio sea manifestación en con-
trario de lo respondido ante el juez de 
instrucción, o por extensión ante la 
policía, resultará imposible que quien 
desea guardar silencio pueda expli-
car el motivo de, en realidad, no una 
contradicción, sino precisamente ese 
silencio.

Si se trata de testigos concurre con 
el supuesto de hecho del art. 707 I 
LECr, o en su caso un secreto pro-
fesional o el secreto de Estado. De 
lo contrario negarse podría ser cons-
titutivo de delito de desobediencia a 
la autoridad judicial, una vez debida-
mente conminado a responder. Sea 
bajo el amparo legal, sea asumiendo la 

comisión del ilícito por no contestar, 
tampoco podría obtenerse del indivi-
duo una explicación que permitiera al 
juez escoger entre lo que dijo y lo que 
no dice. De hecho, la alternativa ya 
muestra la inconsistencia del plantea-
miento. Con todo, si se trata de acusa-
dos, el derecho constitucional funda-
mental de guardar silencio no invierte 
la carga de la prueba pero sí suprime la 
contraprueba necesaria cuando el in-
culpado encara acreditaciones de he-
chos afirmados con entidad suficien-
te para desvirtuar la presunción de 
inocencia establecida en su favor. Es 
más, puede llegarse a otorgar un valor 
incriminatorio en sentido propio al si-
lencio del acusado. Ocurre que como 
siempre que el acusado niega su parti-
cipación en el delito que se le imputa, 
es sabido que a falta de prueba directa 
no cabe sustentar la condena sino en 
un juicio de inferencia lógica expre-
sivo de la convicción alcanzada al va-
lorar el conjunto de los elementos de 
prueba disponibles9. Pues bien, según 
es notorio, en circunstancias muy 
singulares, ante la existencia de 
ciertas evidencias objetivas adu-
cidas por la acusación, la omisión 
de explicaciones acerca del com-
portamiento enjuiciado en virtud 
del legítimo ejercicio del derecho 
a guardar silencio puede utilizar-
se para fundamentar la condena, 
a no ser que la inferencia no es-
tuviese motivada o la motivación 
fuese irrazonable o arbitraria10.

Las opciones del 
profesional

El letrado afronta una alterna-
tiva, sea acusador o defensor. Si 
es acusador no puede pasar por 

alto aparentes contradicciones de 
los testigos de cargo, sea ante el 
juez instructor, sea ante la policía 
o en los mismos escritos de de-
nuncia o querella que se hubieran 
podido presentar. Pueden ser utili-
zados de oficio por aquellos juzgados 
o tribunales que se abren a la manipu-
lación de la norma y analizan material 
que ni es prueba ni menos aún fue ob-
jeto de contradicción. Así sustituyen 
torticeramente el trabajo de la curia. 
Pero los letrados que deseen actuar 
correctamente deben estar atentos a 
la eventualidad a fin de introducirla, 
respetuosos con la Ley, en el acervo 
probatorio del órgano enjuiciador, per-
mitiendo de ese modo que el testigo 
pueda explicar por qué consta en su 
declaración ante la policía algo distin-
to a lo que dijo en sede instructora, o 
de ésta en relación con lo manifestado 
en el plenario. Precisamente, esa oca-
sión de explicarse permitirá la contra-
dicción constitucionalmente exigible, 
pero sobre todo superar la letra de 
una manifestación supuestamente le-
gítima que quizá no lo sea. Hay que 
ser muy ignorante de la práctica po-
licial para aceptar ciegamente el tex-
to de denuncias, tomadas en idioma 
distinto del propio, no siempre leídas 
tras su redactado o incluso firmadas 
en blanco tras tomar los agentes una 
declaración chapurreada del turista 
extranjero y pasarla luego manuscrita 
al papel. Cuántas veces las propias 
minutas contienen errores, interpre-
taciones o anotaciones ambiguas que 
siquiera en el juicio oral pueden des-
entrañarse por quienes como policías 
las plasmaron a pie de calle. Cuántas 
veces las afectaciones psicológicas de 
una víctima pueden justificar variacio-
nes, incluso sustanciales, de lo dicho 
bajo el trauma del hecho criminoso, 

      	9  SsTC 174/1985, de 17 de diciembre, 175/1985, de 17 de diciembre, 229/1988, de 1 de diciembre, 217/1989, de 21 de diciembre, 40/1990, de 
12 de marzo, 93/1994, de 21 de marzo, 182/1995, de 11 de diciembre, 45/1997, de 11 de marzo, 173/1997, de 14 de octubre, 68/1998, de 30 de 
marzo, 189/1998, de 28 de septiembre, etcétera.										        
10  SsTC 174/1985, de 17 de diciembre, 175/1985, de 17 de diciembre, 229/1988, de 1 de diciembre, 217/1989, de 21 de diciembre, 40/1990, 
de 12 de marzo, 93/1994, de 21 de marzo, 182/1995, de 11 de diciembre, 45/1997, de 11 de marzo, 173/1997, de 14 de octubre, 68/1998, de 30 
de marzo, 189/1998, de 28 de septiembre, etcétera.
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en comparación con lo expuesto más 
adelante, sumido en mil razones para 
olvidar o tergiversar la realidad. Nada 
de todo ello puede afrontarse con un 
mínimo de seguridad jurídica si se 
esquiva el único mecanismo constitu-
cionalmente legítimo en defensa de la 
tutela judicial efectiva de la acusación 
particular, obrando el juzgador a quo 
o el tribunal ad quem de oficio a par-
tir de un negro sobre blanco policial. 
Y qué decir de las declaraciones ante 
la autoridad judicial. Pregúntese a 
cualquier letrado en ejercicio cuántas 
veces asiste el secretario judicial a las 
mismas o en qué porcentaje lo hace el 
propio juez de instrucción. Muy aleja-
do debe estarse de la realidad judicial 
para pensar que la fe pública en este 
particular tiene siempre eficacia sobre 
qué se dice o quién asiste al acto, don-
de por demás no suelen incorporarse 
las preguntas sino que las mismas han 
de deducirse, las más de las veces, de 
lo que se responde...  a un funcionario 
que ante el testigo recoge como bue-
namente puede lo que difícilmente 
leerá a continuación el supuesto autor 
de las manifestaciones contenidas, 
eso sí, firmadas como tal. Es de tal 
envergadura la deficiencia de la 
instrucción policial y penal espa-
ñolas en tan gran número de de-
talles que resulta suicida utilizar 
como medios de prueba, siquiera 
como elementos de convicción 

tendentes a la duda razonable, 
materiales nunca contradichos 
en la debida forma directamente 
ante el juez juzgador que inmedia 
el juicio oral. El interrogatorio de 
los testigos de referencia abunda 
igualmente en lo dicho antes del 
juicio oral –normalmente al momen-
to de los hechos o inmediatamente 
después de los mismos–, aplicable 
por la vía del art. 710 LECr. Con ello 
podrá intentar saber qué manifestó el 
sujeto al policía, sea en su casa, en la 
calle o en la comisaría cuando denun-
ció, o preguntarle directamente al pro-
pio interesado qué dijo al denunciar o 
al declarar ante sede instructora, para 
luego cotejar con lo que otros oyeron 
o dijeron en ese momento. Aunque no 
será el juez instructor ningún testigo, 
como tampoco el secretario judicial o 
el abogado o fiscal actuantes, sino sólo 
el policía en el ámbito de la denuncia 
policial, comparecido como testigo en 
el plenario para dar cuenta de lo que 
en su día oyó.

El letrado de la defensa tampoco 
debe esperar al judicialismo creador 
de turno, previsiblemente beneficioso 
a los intereses de su cliente pero en 
todo caso eventual, para desmantelar 
un testimonio de cargo vertido con 
consistencia intrínseca suficiente. Es 
conveniente que haga uso de las pre-
venciones del art. 714 LECr durante 

el juicio oral y colocar al testigo ante la 
tesitura de explicar el por qué de sus 
contradicciones ante la policía, el juez 
instructor o el enjuiciador. Sus expli-
caciones en el juicio oral serán en pu-
ridad el núcleo de la valoración judi-
cial, dado que el juzgador podrá optar 
entonces y sólo entonces entre unas 
declaraciones no inmediadas y otra 
que sí lo es, a la vez que las explicacio-
nes del por qué de las diferencias; o 
no poder superar la incertidumbre del 
conjunto, favoreciendo de ese modo 
al acusado. Y, por supuesto, el mis-
mo defensor es quien tiene que 
introducir las contradicciones 
de los testimonios de descargo o 
de su propio cliente, no en vano 
las mismas pueden luego, bajo el 
actuar de oficio tan repetidamen-
te criticado, utilizarse para res-
tar credibilidad exculpatoria de 
aquellos en perjuicio de la tesis 
de descargo, aunque por regla ge-
neral la actuación de oficio sue-
le encaminarse a la absolución. 
Finalmente, el abogado defensor no 
puede dejar pasar la ocasión de afir-
mar, en su informe final, como tam-
bién pudo hacerlo el acusador, que la 
parte contraria no ha planteado suerte 
alguna de contradicción por la vía del 
art. 714 LECr, lo que infiere la solidez 
de lo manifestado por aquellos que 
sostienen la propia tesis, en uno u otro 
sentido. n

Conclusiones

•	 Los problemas relativos a la falta de persistencia en la incriminación deben ponerse de manifiesto por quien re-
sulte interesado en los mismos. Para ello existe una variada articulación procesal que permite introducir correc-
tamente en el juicio oral tanto testimonios directos como indirectos vertidos con anterioridad. Sin necesidad de 
vulnerar el principio de contradicción, sin alterar su naturaleza procesal, en absoluta la propia de un documento 
que permitiría el análisis ulterior sin inmediación. A quien interese la constatación de la persistencia bastará, 
con mucho, ponerla de manifiesto, a fin de que la parte interesada en contrario, única que puede (y debe) uti-
lizar los elementos de convicción disponibles, se vea obligada a afrontar la negativa. Sin que en este caso se 
trate de probatio diabolica, antes bien todo lo contrario, mientras que el juez de la apelación no puede tomar 
partido y sustituir esa labor probatoria de parte en un momento ulterior en que irremediablemente suprimiría el 
debate contradictorio constitucionalmente exigido, violentando también la siempre exigible inmediación de la 
prueba personal
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El factor clave del marketing jurídico o 
marketing de despachos de abogados

Francesc Domínguez. Socio de Barton Consultants, SL

Podemos disertar y disertar sobre el marketing jurídico, de la misma manera que con otras materias o 
disciplinas pero, en nuestra opinión, es fundamental tocar la raíz del asunto.

SUMARIO

1.	 Marketing jurídico: ¿de qué estamos hablando?
2.	 La fuerza de voluntad
3.	 El corto plazo
4.	 Pensar es una exigencia
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MARKETING JURÍDICO: ¿DE QUÉ ESTAMOS HA-
BLANDO? 

Es evidente que es importante hablar, entre otras, de 
cuestiones como que:

–– La clave en todo sector o negocio es saber crear deman-
da de los servicios. Por ello es básico saber convertirnos 
en el despacho o en los expertos de referencia en nues-
tro sector, especialidad o mercado. Saber crear demanda 
es una cuestión de marketing, de estrategia de mercado.

–– Saber fidelizar a los clientes también forma parte del 
marketing.

–– Lo esencial no es dónde estamos sino hacia dón-
de vamos. ¿Hacia dónde se está moviendo nuestro des-
pacho? ¿En qué podemos ser una referencia?

–– Los despachos de abogados, y otros despachos profesio-
nales, se enfrentan  a un reto: aplicar el marketing 
con método para ser no solo despachos competen-
tes sino llegar a ser competitivos, una referencia 
en el mercado, a escala local, regional, nacional o 
internacional. Se trata de una cuestión de rentabilidad 
económica y de satisfacción profesional.

–– El marketing debe adaptarse a los profesionales que in-
tegran el despacho y no los profesionales al marketing. 
¿Por qué? Porque la mayoría de personas solemos resis-
tirnos a todo cambio, máxime si es personal, por múlti-
ples factores: intereses personales, miedo, baja autoes-
tima, egocentrismo, etc. Si los profesionales perciben 
que la aplicación del marketing se adapta a ellos es más 
fácil conseguir su participación e implicación activas en 
el proceso de cambio o mejora.

–– Los abogados suelen carecer de carácter emprendedor. 

De entrada, aún hoy en día la mayoría de ellos no se 
considera empresarios, sino profesionales. Uno puede 
ser profesional y empresario, porque, de hecho, un des-
pacho de abogados es una empresa de servicios profe-
sionales y el empresario-abogado puede trabajar, perfec-
tamente, en el marco de los valores de la abogacía. De 
hecho, hacerlo así es lo esperado y recomendable.

–– Los abogados están en el mercado de la tranqui-
lidad para el cliente (“Marketing jurídico: lo que con-
trata realmente el cliente al abogado”). En último término 
es por ello por lo que los clientes les contratan y les son 
fieles. Lo mismo vale para otras profesiones con las que 
se comparten valores: economistas, médicos, notarios, 
ingenieros, procuradores, etc.

El último de los puntos comentados (“los abogados es-
tán realmente en el mercado de la tranquilidad del clien-
te”) es de una importancia capital.

LA FUERZA DE VOLUNTAD

No obstante, la realidad es que por buenas que sean 
las estrategias de mercado para el despacho o para los 
profesionales (marcas personales), la aplicación con éxi-
to de las mismas depende de una ejecución metódica y 
del compromiso y la participación activa del despacho 
y de sus profesionales. ¿Qué implica ello en definitiva? 

“Lo esencial no es dónde 
estamos sino hacia dónde 
vamos”
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“El factor clave del marketing 
jurídico o marketing de 
despachos de abogados suele 
estar en uno mismo: nuestra 
fuerza de voluntad y nuestro 
carácter”

Fuerza de voluntad para cambiar o mejorar.

Los abogados y, por extensión, los despachos saben que 
si quieren conseguir mejores resultados tienen que mejo-
rar, pero por alguna razón no suelen apostar por el cambio. 
Solo una minoría lo hace. La gran mayoría son incapaces 
de salir de su zona de confort o de comodidad. Es más 
cómodo pasarnos la vida profesional haciendo siempre lo 
mismo, aunque nos quejemos por nuestras circunstancias: 
centrarnos en tareas de poco valor añadido, no saber lo que 
es delegar, “coger o agarrar todo lo que nos llega”, etc.

Lamentarse por las propias circunstancias puede termi-
nar por agotarnos y por agotar a las personas de nuestro 
entorno. Por nuestra experiencia, esta auto-trampa que se 
hacen la mayoría de profesionales comporta “satisfaccio-

nes” (¿realmente lo son?) a corto plazo y estancamiento e 
insatisfacciones profesionales a medio y largo plazos. Es 
algo similar a lo que ocurre con la medicina: un médico 
prescribe una dieta determinada a un paciente. El pacien-
te, a sabiendas de que obtendrá beneficios a largo plazo 
si hace caso al médico, no sigue la dieta porque prefiere 
“sentirse bien” a corto plazo. En definitiva, no tiene fuerza 
de voluntad y lo suele terminar pagando.

La fuerza de voluntad es una virtud clave a desa-
rrollar en la vida, junto con la capacidad de tener 
visión, de evitar pasarnos la vida “picando piedra”. 
Como ya hemos dicho en anteriores ocasiones, no cree-
mos en la cultura del esfuerzo por el esfuerzo; sí en 
la cultura del esfuerzo orientado, es decir, teniendo 
claro a donde se quiere llegar y haciéndolo en el 
marco de valores personales y profesionales.

EL CORTO PLAZO

La mayoría creemos tener suficiente fuerza de 
voluntad pero la realidad demuestra que no es el 
caso: a menudo optamos por la gratificación in-
mediata porque preferimos “sentirnos” bien en 
el corto plazo. Caemos en nuestra propia trampa: el 
deseo manda sobre nuestra voluntad.  Los malos o in-
eficaces hábitos impiden que consigamos los objetivos 
que realmente nos merecemos. En el fondo, todos lo 
sabemos, pero pocos se esfuerzan para adquirir nuevas 
habilidades decisivas para conseguir nuevos resultados. 
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Conclusiones

•	 Como dijo Tolstoi, “Todos quieren cambiar el mundo pero nadie quiere cambiarse a sí mismo”. Es una afirma-
ción aplicable a los despachos profesionales. La mayoría nos quejamos por nuestras circunstancias, pero pocos 
tenemos la suficiente visión y fuerza de voluntad para mejorar. Lo fácil es hacer lo que siempre hemos hecho, 
aunque nos aliene profesionalmente hablando. Pensar es una exigencia

“Los abogados están en el 
mercado de la tranquilidad para 
el cliente”

Nos pasamos la vida “esperando al cliente perfec-
to”, a la espera de que el azar nos sea propicio… o 
tal vez de que nos toque algún día la lotería.

PENSAR ES UNA EXIGENCIA

Podemos, si realmente queremos, actuar de manera 
diferente. Pensar es una exigencia. Pensemos qué que-
remos a largo plazo. Anotemos nuestros malos hábitos y 
actuemos para dejarlos de lado. Centrémonos en aque-
llos buenos hábitos que sabemos que deberíamos desa-
rrollar y que son coherentes con nuestros objetivos a lar-
go plazo. Así podremos ir subiendo la escalera del éxito 
profesional, poco a poco y de manera continúa. 

Si a la hora de la verdad no conseguimos mejorar 
nuestras circunstancias, dejemos a un lado nuestro 

posible exceso de orgullo o vanidad y solicitemos 
ayuda.

Al final, el factor clave del marketing jurídico o 
marketing de despachos de abogados suele estar en 
uno mismo: nuestra fuerza de voluntad y nuestro ca-
rácter. Querer ayuda a poder. n
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noticias del mundo jurídico

Arranca la 1ª Promoción del Doble Título del Grado en Derecho y Máster en 
Abogacía Internacional ISDE – UCM

Ha comenzado el primer curso 
del doble título del Grado en Dere-
cho y Máster en Abogacía Interna-
cional del ISDE y la UCM, con un 
acto de apertura al que  asistieron 
D. Jorge Pintó Sala, Presidente de 
ISDE; D. Juan Jose Sánchez Puig, 
Director General del ISDE; Dª Ro-

sario Cristóbal Roncero, Directora 
Académica del Grado en Derecho 
de ISDE, Doctora Europea en De-
recho y profesora titular de Dere-
cho de Trabajo y Seguridad Social 
en la UCM; D. Plácido Molina, 
Director del Máster en Abogacía 
Internacional.

Luis María Díez-Picazo toma posesión como presidente de la Sala Tercera del 
Tribunal Supremo

El Salón de Plenos del Tribunal Su-
premo acogió el acto de toma de pose-
sión del nuevo presidente de la Sala 
Tercera, Luis María Díez-Picazo; del 
magistrado de la Sala Primera Pedro 
José Vela Torres, del magistrado de la 
Sala Tercera Ángel Ramón Arozamena 
Laso y del magistrado de la Sala Cuar-

ta Ángel Antonio Blasco. Díez-Picazo,  
fue apadrinado por el magistrado del 
alto tribunal Jorge Rodríguez-Zapata, 
ingresó en la Carrera Judicial en 2008 
como magistrado del alto tribunal por 
el turno reservado a juristas de recono-
cida competencia con más de 15 años 
de ejercicio.

El Ministro de Justicia preside el nombramiento de José Palazuelos Morlanés al frente 
de la secretaría de Gobierno del TSJM

En la sede del Ministerio de Justi-
cia de Madrid, el Ministro de Justicia, 
Don Rafael Catalá, acompañado de la 
Secretaria de Estado de Justicia Doña 
Carmen Sánchez-Cortés Martín y del 
Secretario General de la Administración 
de Justicia Don Antonio Dorado Picón, 
presidio el nombramiento de los nuevos 
secretarios de gobierno de la Audiencia 
Nacional y del Tribunal Superior de Jus-

ticia de Madrid, respectivamente, Doña 
María Asunción Mosquera Loureda y 
Don José Palazuelos Morlanés.

Se encontraban, entre otras perso-
nalidades, el Consejero de Justicia de 
la Comunidad de Madrid, Don Ángel 
Garrido García, el Presidente del Tri-
bunal Superior de Justicia de Madrid 
Don Francisco Javier Vieira Morante, 

el Presidente y el Director del ISDE, 
Don Jorge Pintó Sala y Don Juan José 
Sánchez Puig, el Decano del Colegio de 
Procuradores de Madrid y otras muchas 
personalidades.

D. Luis María Díez-Picazo

La Abogacía Española abre un Registro de abogados para prestar asistencia 
jurídica a refugiados y desplazados

 El Consejo General de la Abogacía Española ha 
puesto en marcha un Registro de abogados especializa-
dos en materia de inmigración y asilo que se pondrá a 
disposición de las autoridades españolas y de la UE para 
abordar la asistencia jurídica de los potenciales refugia-
dos y personas desplazadas. Esa asistencia se prestará 

tanto a nivel nacional y local, como en los denominados 
hotspots (puntos calientes europeos) para colaborar in 
situ con los abogados y autoridades de los países afec-
tados si así lo demandasen. Los abogados que deseen 
formar parte de este registro deben dirigirse a: 	
registro.asilo@abogacia.es.
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actualidad de los despachos

Dentons refuerza su presencia en España 
con la incorporación de Jabier Badiola para 
liderar la práctica de Derecho financiero

La firma internacional Den-
tons continua creciendo en 
España con la incorporación 
de Jabier Badiola como socio 
y Luis Belart como asociado 
senior, ambos procedentes de 
Clifford Chance.

Broseta impulsa los servicios de Buen 
Gobierno, gestión de riesgos y cumplimiento 
normativo

En respuesta a la crecien-
te demanda de este tipo de 
servicios, el despacho de abo-
gados Broseta ha culminado 
la creación de Broseta Com-
pliance, una línea de servicios 
de asesoramiento en materia 
de Buen Gobierno (Governan-
ce), gestión de riesgos (Risk) y 
cumplimiento normativo (Com-
pliance). Esta dirigida por Luis 
Rodríguez Soler, que se incor-
pora como socio a la Firma des-

pués de liderar las prácticas de 
Compliance en Deloitte y PwC.

Iñigo Dago Elorza 
se incorpora como 
socio a Ramón y Cajal 
Abogados 

Iñigo Dago se incorpora como 
socio del área de Mercantil de 
Ramón y Cajal Abogados. Iñigo 
Dago es Abogado del Estado y 
cuenta con amplia experiencia 
en asesoramiento societario, re-
gulatorio, operaciones corpora-
tivas y fusiones y adquisiciones, 
en un amplio abanico de secto-
res de actividad, principalmente 
en el sector eléctrico y en los 
medios de comunicación.

D. Luis Rodríguez Soler

El abogado Arturo del Burgo, nombrado socio  
del despacho Cremades &Calvo Sotelo en 
Pamplona

El despacho de abogados 
Cremades & Calvo Sotelo, ha 
incorporado al abogado Arturo 
del Burgo como socio de la firma, 
encomendándole la dirección 
de su nueva oficina de Pamplo-
na. A través del despacho en la 
capital navarra se dará servicio 
a los clientes de la zona norte, 
orientado tanto a empresas como 
particulares, prestando un aseso-
ramiento integral en áreas como 

derecho mercantil, fiscal, laboral, 
civil o administrativo.

D. Jabier Badiola y 
D. Luis Belart

D. Arturo del Burgo 

Juan José López 
Burniol ficha 
por Cuatrecasas, 
Gonçalves Pereira

Juan José López Burniol se 
incorpora a Cuatrecasas, 
Gonçalves Pereira en calidad 
de consejero y reforzará así 
la práctica de Derecho Civil 
Patrimonial.

López Burniol, combina su 
experiencia como notario, 
magistrado y académico y tendrá 
un papel relevante en prestar 
asesoramiento jurídico en el 
ámbito de la empresa familiar, la 
reorganización patrimonial y la 
planificación de la sucesión.

D. Juan José López Burniol

D. Iñigo Dago
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Esta edición recoge el texto 
de la Ley 5/2015, de 27 
de abril, de fomento de la 
financiación empresarial, 
que viene justificada por 
el devenir económico 
de los últimos años. 
Las numerosas notas a 
pie de página incluyen 
referencias, información 
complementaria y textos 
de los artículos de otras 
normas mencionados en los 
preceptos reproducidos, todo 
ello puesto al día.
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El término “cumplimiento” 
se aplica en contextos 
muy variados, tales como 
el denominado corporate 
compliance (penal), tax 
compliance (impuestos), 
competition compliance 
(derecho de la competencia), 
etc. ¿Existe realmente una 
definición sobre qué es 
compliance y que ámbitos 
abarca?, ¿cómo se organiza un 
sistema general para la gestión 
del cumplimiento normativo 
y que responsabilidades 
personales asumen los Chief 
Compliance Officers?
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y derechos de 
conciliación   
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Pilar y Lousada Arochena, 
José Fernando
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Se aborda en este libro el 
estudio de las instituciones 
de la jornada de trabajo sobre 
las cuales se proyectan los 
derechos de conciliación, 
tomando en consideración 
las últimas reformas y su 
incidencia práctica, así como 
un minucioso análisis de la 
jurisprudencia, tanto en lo 
que se refiere a los aspectos 
sustantivos, como a los 
procesales.
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En Persona y familia el 
lector encontrará estudios 
serios, rigurosos y bien 
documentados sobre temas de 
Derecho de la persona y de la 
familia aplicable en Cataluña 
de gran interés y actualidad. 
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Vicente Gonzalvo Navarro
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La inteligencia económica es una “nueva disciplina” vertebrada a partir de un proceso 
sistemático de recolección de información, análisis y diseminación de la anterior acerca del 
actual entorno económico, y de las previsiones sobre el mismo, que relaciona variables jurídicas, 
relacionadas con el concepto de seguridad e interés nacional, empresariales, y de la propia 
organización, con otras relativas a la macroeconomía, la estrategia y la prospectiva, todo ello en 
beneficio directo de la sociedad, de sus empresas y ciudadanos.
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Togas Detectives

Asesores en compra venta de empresas

al servicio de los abogados
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